
Acta Sesión Ordinaria 36-2005 
 

14 de junio del 2005 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 36-2005 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las dieciocho 
horas del catorce de junio del dos mil cinco, en el Salón de Sesiones de la Municipalidad de Belén, 
en el Distrito San Antonio. MIEMBROS PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Lcda. 
Mariana Chaves Rodríguez quien preside.  Sr. Erick Villegas González Vicepresidente.  Sr. Marco T. 
Chacón Sánchez.  Sra. Lorena Venegas Zumbado. Ing. William Murillo Montero REGIDORES 
SUPLENTES:  Sr. Julián Alberto Venegas Campos.  Srta. Elvia González Fuentes.  María Lorena 
Vargas Víquez.  Sr. Desiderio Solano Moya.  Sr. Miguel Alfaro Villalobos. SINDICOS 
PROPIETARIOS:  Sra. Margarita González Alfaro.  Sra.  Rita Eugenia Guido Quesada.  Sr.  
Alexander González Pérez.  SINDICOS SUPLENTES:  Sr. José Joaquín Arguedas Miranda (llegó 
tarde).  Sr.  Marcos Arroyo Agüero.  Sra. Ligia Delgado Zumbado.  FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  
Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños. Director Jurídico:  Dr. Ennio Rodríguez Solís.  
Secretaria Municipal: Sra. Ana Patricia Murillo Delgado.   

 
CAPITULO I 

 
REVISIÓN DEL ACTA 

 
ARTICULO 1.  La Presidenta Municipal somete a aprobación el Acta N°33-2005 de la Sesión 
Ordinaria N°33-2005, celebrada el siete de junio del año dos mil cinco. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta N°33-2005 de la Sesión Ordinaria N°33-2005, 
celebrada el siete de junio del año dos mil cinco. 
 
ARTICULO 2.  La Presidenta Municipal somete a aprobación el Acta N°35-2005 de la Sesión 
Extraordinaria N°35-2005, celebrada el nueve de junio del año dos mil cinco. 
 
El Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís, señala que cuando se somete a discusión la 
disponibilidad de agua en el Acta 23-2005, queda consignado que el soporte jurídico de las 
decisiones que tomarían los Regidores en el tema estaría a cargo de otros asesores legales.  Aclara 
que sobre la disponibilidad de agua la Dirección Jurídica nunca ha hecho un análisis, en vista de que 
no se lo han solicitado, pero cuando se aprueba el Acta citada uno de los Regidores cuestiona que 
sus argumentos para rechazar la disponibilidad de agua son distintos a los de la mayoría lo que 
generó alguna discusión, razón por la cual intervino diciendo que el acto administrativo tenia tres 
componentes o requisitos y que uno de ellos tenía que ver con la falta de motivación que tenía el 
rechazo de la citada disponibilidad, de ahí que sugirió la necesidad de darle una motivación a través 
de jurisprudencia de la Sala Constitucional, los estudios, en efecto esa información fue incorporada 
inmediatamente, no se refirió con detalle del expediente, porque en la discusión del Acta el 
expediente que le da soporte es precisamente el Expediente del Acta y cuando se han hecho 
expedientes debidamente certificados se hace con el único fin de remitirlos a una Instancia Judicial, 
siempre se le ha dado la recomendación a la Secretaria del Concejo Municipal. 



 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Aprobar el Acta N°35-2005 de la Sesión Extraordinaria N°35-
2005, celebrada el nueve de junio del año dos mil cinco. 

 
CAPITULO II 

 
ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL 

 

La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTICULO 3.  Se somete a análisis el Oficio AM-M-261-2005 del Alcalde Víctor Víquez Bolaños, 
donde remite copia del Memorando UC15-2005, suscrito por el señor Abraham Quesada Salas, 
Coordinador de la Unidad de Contabilidad, por cuyo intermedio presenta Liquidación del año 2004 
corregida para ser conocida por el Concejo Municipal.   

En acatamiento a la recomendación número 5 del informe INF-AI-01-2005, de la Auditoria Interna y 
así ordenado por la Contraloría General de la República en su oficio número 02588 del 09 de marzo 
de 2005 sobre la liquidación del presupuesto del año 2004.  Le informo el procedimiento definido por 
esta Dirección y así avalado por la Auditoria Interna:  

Antecedentes: 

 En el Presupuesto Ordinario correspondiente al ejercicio económico del año 2004 se asigno la 
suma de ¢45,000,000.00 (Cuarenta y cinco millones de colones) por concepto de intereses 
sobre inversiones.  Dicho monto se justifico que de acuerdo a los análisis de años anteriores y 
a la política de esta Dirección de invertir principalmente recursos sin destino específico, el 
origen de esos intereses eran libres. 

 Que al final de ejercicio económico del 2004, la Municipalidad de Belén contabilizo como 
ingreso con concepto de “Intereses sobre Inversiones”, la suma de ¢87,445,557.45 (Ochenta y 
siete millones cuatrocientos cuarenta y cinco mil quinientos cincuenta y siete colones con 
45/100) 

 Que en el informe de la auditoria interna INF-AI-01-2005, dicha Unidad indica que no existe 
una metodología razonables para justificar el origen de los intereses ganados sobre 
inversiones entre otras recomendaciones. 

Dado lo antes indicado esta Dirección, con la asesoría de la Auditoria Interna establece el siguiente 
procedimiento, para justificar únicamente los orígenes de los ingresos generados por “Intereses 
sobre Inversiones” correspondientes al ejercicio económico correspondiente al año 2004, cuya suma 
asciende a  ¢87,445,557.45 (Ochenta y siete millones cuatrocientos cuarenta y cinco mil quinientos 
cincuenta y siete colones con 45/100) 

Procedimiento (Metodología) 



 Se determinan todos aquellos ingresos que de acuerdo a la normativa vigente tienen un 
destino específico, ya sea total o parcial 

 Una vez que se determinó  el ingresos, específico o no, se establecen los ingresos por mes, 
para todo el ejercicio económico del año 2004 

 Del 100% de los ingresos de cada mes se identifica el porcentaje que corresponde a egresos 
específicos, a continuación se presenta el resultado por cada mes: 

Meses 
% Ingresos 

Destino Específico 

Ene-04 42,65% 

Feb-04 50,75% 

Mar-04 12,31% 

Abr-04 52,86% 

May-04 53,48% 

Jun-04 46,42% 

Jul-04 38,72% 

Ago-04 51,33% 

Sep-04 40,20% 

Oct-04 40,69% 

Nov-04 60,99% 

Dic-04 39,86% 

 Otra de las variables a determinar es el monto contabilizado por mes, para el ingreso 
denominado “Intereses sobre inversiones Financieras”.  Basado en los informes 
presupuestarios se determino la siguiente información: 

Meses Intereses ganados (¢) 

Ene-04 747.020,68 

Feb-04 9.843.832,06 

Mar-04 6.468.532,16 

Abr-04 6.183.926,93 

May-04 5.853.951,73 

Jun-04 310.358,39 

Jul-04 7.346.862,38 

Ago-04 250.225,65 

Sep-04 14.121.923,07 

Oct-04 11.517.777,96 

Nov-04 203.466,47 

Dic-04 24.597.679,97 

TOTAL 87.445.557,45 

 Determinadas las variables indicadas en los puntos 3 y 4 anteriores se procedió a calcular la 
porción de los ingresos de cada mes que corresponde a ingresos con un destino específico y 
por diferencia el monto de intereses que son libres.   Seguidamente se presenta una tabla 



donde se presenta el mes, intereses contabilizados, porcentaje de ingreso con destino 
específico y los montos que corresponde a intereses libres y específicos. 

INTERESES GANADOS S/ INVERSIONES 

AÑO 2004 

Meses Intereses ganados (¢) % Ing.Dest. Esp. Intereses Especif. (¢) Intereses Libres (¢) 

Ene-04 747.020,68 42,65% 318.592,01 428.428,67 

Feb-04 9.843.832,06 50,75% 4.996.196,05 4.847.636,01 

Mar-04 6.468.532,16 12,31% 796.332,56 5.672.199,60 

Abr-04 6.183.926,93 52,86% 3.269.031,51 2.914.895,42 

May-04 5.853.951,73 53,48% 3.130.612,62 2.723.339,11 

Jun-04 310.358,39 46,42% 144.083,28 166.275,11 

Jul-04 7.346.862,38 38,72% 2.844.511,09 4.502.351,29 

Ago-04 250.225,65 51,33% 128.438,20 121.787,45 

Sep-04 14.121.923,07 40,20% 5.676.992,01 8.444.931,06 

Oct-04 11.517.777,96 40,69% 4.686.214,63 6.831.563,33 

Nov-04 203.466,47 60,99% 124.098,75 79.367,72 

Dic-04 24.597.679,97 39,86% 9.805.609,48 14.792.070,49 

TOTAL  87.445.557,45 44,19% 35.920.712,19 51.524.845,26 

 Como se puede observar en la tabla anterior (punto 5) del 100% de los ingresos recaudados, 
la suma de ¢35,920,712.19 (Treinta y cinco millones novecientos veinte mil setecientos doce 
colones con 19/100) corresponden a un  destino específico.   De esta suma se tiene los 
registros necesarios  donde se determina que ¢6,027,672.00 (Seis millones veintisiete mil 
seiscientos setenta y dos colones exactos), corresponde a las siguientes cuentas: 

Cuenta  Intereses ganados (¢) 

 Intereses Partida Especifica 2.136.592,35 

 Intereses Fondos Ley 8114  512.011,50 

 Fondo de Lotificación   1.023.683,86 

 Fondo para la Construcción Biblioteca 189.947,24 

 Fondo para el Medio Ambiente 90.000,00 

 Fondo Const. Centro Infantil (Donación) 2.075.437,14 

TOTAL 6.027.672,09 

Por lo que la suma real a distribuir, es de ¢29,893,040.10 (Veintinueve millones ochocientos noventa 
y tres mil cuarenta colones con 10/100)  

 La tercer variable utilizada para distribuir los intereses con destino específico, es el resultado 
de la liquidación del presupuesto del año 2004, concretamente el superávit específico 
aprobado por la Contraloría General de la República según oficio 02588 de fecha 9 de marzo 
del 2005, con la salvedad de que por error de la Municipalidad, no se liquidaron los recursos 
provenientes del Ministerio de Cultura Juventud y Deportes, específicamente  para el Consejo 
Nacional de Juventudes, para el Cantón de Belén por la suma de ¢464,169.00 (Cuatrocientos 
sesenta y cuatro mil ciento sesenta y nueve colones exactos).  Dentro de los montos 



establecidos en el superávit específico se incluyen los intereses determinados por esta 
Dirección, los cuales fueron cuestionados por la Auditoria Interna, por lo que para efectos de 
esta nueva metodología, se restarán y así realizar una distribución de los intereses más 
objetiva.  En la siguiente tabla se presenta un detalle del superávit específico, donde se rebaja 
la suma de ¢20,588,088.92 (Veinte millones quinientos ochenta y ocho mil ochenta y ocho 
colones con 92/100), correspondientes a los intereses aplicados en dicha liquidación. 

Descripción Monto sin Inter. (¢) % Distribución 

Junta Administrativa Registro Nacional  1.372.078,60 0,96% 

Juntas Educación 10 I.B.I. 4.628.307,78 3,25% 

Gobierno Central 457.359,54 0,32% 

Fondo de Lotificación (1)   

Concejo Nacional de Rehabilitación 2.643.830,86 1,86% 

Fondo del Acueducto 86.273.248,85 60,64% 

Fondo derechos estacionamiento 3.613.302,02 2,54% 

Ley 7788 10% aporte CONAGEBIO 26.547,39 0,02% 

Ley 7788 70% aporte Fondo Parques Nacionales 167.251,80 0,12% 

Ley 7788 30% Estrategias protección Medio Amb. 3.753.907,94 2,64% 

Saldo Partidas Específicas (1)   

Notas Créditos sin registrar año 2003    

Notas Créditos sin registrar año 2004   

2,5% Patentes (Biblioteca Municipal) 4.078.512,99 2,87% 

Fondo ley 8114 (1)   

7,5% Patentes (Deporte) (2)   

5% Patentes (Salud) 10.098.565,18 7,10% 

Aporte Embajada de Japón (1)   

Contribución EBAIS La Asunción 10.200,00 0,01% 

5% Patentes (Cultura) 17.116.175,87 12,03% 

2,5% Patentes (Mant. Instalaciones Deportivas) (2)     

5% Patentes (Educación) 6.640.268,15 4,67% 

5% Patentes (Seguridad) 915.765,22 0,64% 

2,5% Patentes (Aporte Medio Ambiente)  (1) 0,00  

Concejo Nacional de la Persona Joven 464.169,00 0,33% 

TOTALES 142.259.491,19 100,00% 

(1) Estas partidas, no se les incluye dentro de la distribución ya que se cuenta con la 
información de los intereses que se generaron durante el año 2004, según lo indicado en el 
punto 6 anterior 
(2) De acuerdo a la metodología utilizada por primera vez, se le asigno intereses a esas 
partidas, pero en esta nueva forma no se le incluyen ya que se ejecuto en un 100% o más los 
recursos que financiaban estas cuentas. 

Establecida la distribución porcentual del superávit específico sin intereses, se procede a asignar los 
¢29,893,040.10 (Veintinueve millones ochocientos noventa y tres mil cuarenta colones con 10/100), 



de acuerdo a los porcentajes determinados en la tabla anterior (punto 7), según se muestra en la 
siguiente tabla. 

Descripción Intereses ganados (¢) Nuevo Superávit Esp. (¢) 

Junta Administrativa Registro Nacional  288.315,39 1.660.393,99 

Juntas Educación 10 I.B.I. 972.548,05 5.600.855,83 

Gobierno Central 96.105,13 553.464,67 

Fondo de Lotificación 0,00 11.604.967,49 

Concejo Nacional de Rehabilitación 555.549,17 3.199.380,03 

Fondo del Acueducto 18.128.630,05 104.401.878,90 

Fondo derechos estacionamiento 759.264,51 4.372.566,53 

Ley 7788 10% aporte CONAGEBIO 5.578,41 32.125,80 

Ley 7788 70% aporte Fondo Parques Nacionales 35.144,68 202.396,48 

Ley 7788 30% Estrategias protección Medio Amb. 788.810,08 4.542.718,02 

Saldo Partidas Específicas 0,00 8.979.216,55 

Notas Créditos sin registrar año 2003 0,00 63.241,55 

Notas Créditos sin registrar año 2004 0,00 1.114.252,17 

2,5% Patentes (Biblioteca Municipal) 857.019,46 4.935.532,45 

Fondo ley 8114 0,00 22.590.130,58 

7,5% Patentes (Deporte) 0,00 0,00 

5% Patentes (Salud) 2.122.015,28 12.220.580,46 

Aporte Embajada de Japón 0,00 36.719.947,14 

Contribución EBAIS La Asunción 2.143,33 12.343,33 

5% Patentes (Cultura) 3.596.628,44 20.712.804,31 

2,5% Patentes (Mant. Instalaciones Deportivas) 0,00 0,00 

5% Patentes (Educación) 1.395.322,03 8.035.590,18 

5% Patentes (Seguridad) 192.430,09 1.108.195,31 

2,5% Patentes (Aporte Medio Ambiente) 0,00 90.000,00 

Concejo Nacional de la Persona Joven 97.536,01 561.705,01 

TOTALES 29.893.040,10 253.314.286,76 

 
Finalmente se muestra en esta última tabla la composición del superávit específico, el cual asciende 
a la  suma de ¢253,314,286.76 (Doscientos cincuenta y tres millones trescientos catorce mil 
doscientos ochenta y seis colones con  76/100), por consiguiente el superávit libre es de 
¢396,685,464.12 (Trescientos noventa y seis millones seiscientos ochenta y cinco mil cuatrocientos 
sesenta y cuatro colones con 12/100).  Sin perjuicio, de la metodología utilizada, esta Dirección para 
el ejercicio económico actual, llevará un mayor y mejor control sobre las inversiones y sus 
respectivos intereses, específicamente en cuanto a los origínense de dichas inversiones. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO: Avalar el Oficio AM-M-
261-2005 del Alcalde Víctor Víquez Bolaños, donde remite copia del Memorando UC15-2005, 
suscrito por el señor Abraham Quesada Salas, Coordinador de la Unidad de Contabilidad, por cuyo 
intermedio presenta Liquidación del año 2004 corregida para ser conocida por el Concejo Municipal.  
SEGUNDO: Remitir copia de este acuerdo a la Contraloría General de la República y a la Auditoria 
Interna. 
 



ARTICULO 4.  Propone que el Concejo Municipal envíe una nota de felicitación a Dr. Olman Segura 
Bonilla y Licda. Sandra León Coto, por haber sido elegidos Rector y Vicerrectora de la Universidad 
Nacional para el periodo 2005-2010.  Conociendo la trayectoria profesional, calidad moral, liderazgo 
y capacidad de trabajo; aseguramos que los valores y objetivos estratégicos de su programa de 
gobierno serán una realidad; particularmente su compromiso con la construcción de una sociedad 
nacional más justa y solidaria y con la edificación y consolidación de una Universidad Pública 
identificada y partícipe de esa construcción, al convertirse en herramienta para el desarrollo, porque 
forma y transforma a sus estudiantes y futuros profesionales en gestores de cambio y constructores 
de oportunidades. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Felicitar al Dr. Olman Segura 
Bonilla y a la Sra. Licda. Sandra León Coto, por haber sido elegidos Rector y Vicerrectora de la 
Universidad Nacional para el periodo 2005-2010.  Conociendo la trayectoria profesional, calidad 
moral, liderazgo y capacidad de trabajo; aseguramos que los valores y objetivos estratégicos de su 
programa de gobierno serán una realidad; particularmente su compromiso con la construcción de 
una sociedad nacional más justa y solidaria y con la edificación y consolidación de una Universidad 
Pública identificada y partícipe de esa construcción, al convertirse en herramienta para el desarrollo, 
porque forma y transforma a sus estudiantes y futuros profesionales en gestores de cambio y 
constructores de oportunidades. 
 
ARTICULO 5.  Respecto al Presupuesto Extraordinario No.02-2005, por un total de 803.5 millones 
de colones, propone que la Administración considere: 
 
 Que en paralelo con la actualización del Plan Regulador debe realizarse el Plan de Desarrollo 

Cantonal. 
 Que ese Plan de Desarrollo requiere de la elaboración de estudios técnicos, muchos de los 

cuales no tienen contenido presupuestario. 
 Que se requiere construir infraestructura pública con carácter de urgencia. 
 Que es fundamental adquirir terrenos para que a futuro se pueda construir la infraestructura 

pública necesaria y suficiente para mantener los índices de desarrollo. 
 Que con estas necesidades en mente, la Administración redefina prioridades en la asignación 

de recursos presupuestarios y presente una propuesta donde se detalle exactamente el monto 
que corresponde a la elaboración del Plan de Desarrollo Cantonal, compra de terrenos y 
construcción de infraestructura pública. 

 
El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, determina que el Presupuesto estará listo para finales 
de esta semana. 
 
El Regidor Propietario Marco Tulio Chacón Sánchez, avisa que ha sido su prioridad la infraestructura 
pública para seguir brindando servicios de calidad, por eso apoya la solicitud para que la Alcaldía 
Municipal incorpore lo que se pueda en ese presupuesto. 
 
El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, precisa que en forma respetuosa la Alcaldía 
Municipal paso un borrador del Presupuesto Extraordinario para conocer el punto de vista de los 
Regidores, pero eso no se ha dado, aclara que en principio algunos puntos de los planteados son de 



recibo, pero le gustaría ver colegiadamente que es lo que esta planteando la Alcaldía Municipal y si 
lo planteado por la Presidenta Municipal es de recibo o no, por eso le gustaría ver a fondo el 
Borrador de Presupuesto. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, comenta que revisó el borrador de presupuesto 
pero aun no lo ha analizado a fondo, e hizo esta propuesta precisamente en razón de que las 
prioridades de asignación de recursos presupuestarios planteadas por la Alcaldía deberían ser 
consecuentes con la realidad actual del Cantón, porque no todos los miembros del Concejo 
Municipal disponen de este documento, y su contenido no necesariamente refleja el sentir de 
algunos regidores. Así las cosas, no tiene sentido invertir tiempo y esfuerzo en tratar de ajustar un 
presupuesto que a su criterio podría no cumplir con las expectativas.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Trasladar a la Alcaldía Municipal 
las inquietudes planteadas por la Presidencia Municipal para que analice la oportunidad de ser 
incorporadas en el proyecto de Presupuesto Extraordinario. 
 
ARTICULO 6.  Somete a discusión y aprobación la solicitud de disponibilidad de agua potable para 
los proyectos denominados Condominio La Arboleda del Grupo Roble y Condominio Paseo del 
Parque de Vivicon Desarrollos.  La disponibilidad de agua de estos proyectos quedo pendiente 
porque en la Sesión Extraordinaria 34-2005 se revocaron los acuerdos tomados en la Sesión 
Ordinaria 23-2005, artículo 4 que rechazan la solicitud de disponibilidad de agua potable. 
 
El Regidor Propietario Marco Tulio Chacón Sánchez, propone que tal y como lo recomendó la 
Asesoría Jurídica Externa, solicita la incorporación al expediente administrativo de la presente acta, 
de los siguientes estudios técnicos que fundamentan las decisiones de los últimos tiempos, que son: 
 
 Muestreo y Análisis de Aguas Residuales realizado durante el primer semestre 2004. 
 Mapa de los pozos y manantiales en el Acuífero Colima en Belén. 
 Mapa de pozos y manantiales en el Acuífero Barva. 
 Mapa de las nacientes. 
 Publicación en La Nación del 29 de mayo – Autoridades:  el agua aún se puede tomar.  -  

Intentarán sacar hidrocarburos.  -  Fiscalía Ambiental investiga el caso. 
 La Nación 29 mayo pagina 4 -  Combustible amenaza el agua de 320.000 personas. 
 La Nación jueves 05 de mayo -  Aumentan posibles agentes de cáncer de fuentes de agua.  -  

Piden ver que ocurre en Belén.  -  Con pruebas científicas.  -  El futuro del agua. 
 Estudio del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Dirección de Estudios Básicos, 

Departamento de Hidrogeología.  Delimitación de las zonas de protección a los acuíferos en el 
área de influencia del Manantial de Belén, San Antonio, Geol. Sandra Arrendondo Li, 
Setiembre, 1994. 

 Informe de Situación No.2 de Contaminación por Hidrocarburos del Acuífero Colima Superior, 
Dirección de Servicios Públicos. 

 Servicio de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, Area de Aguas Subterráneas, 
Contaminación de Hidrocarburos en el Pozo AB-1089, ESPH, S.A., (PRI-II), elaborado por 
Geólogo Jeisson Chaves Gamboa, Geológo Sigifredo Morera Guillén, setiembre 2004. 

 El agua una emergencia Dr. Freddy Pacheco. 



 Proyecto Acuífero Barva Dra. Jenny Reynolds. 
 Laboratorio de Hidrología Ambiental, 19 de mayo 2005, Dra. Jenny Reynolds. 
 Contaminación aguas subterráneas por nitratos Dra. Jenny Reynolds. 
 Publicación en La Gaceta No.147 de los Requisitos Mínimos para valoración de disponibilidad 

de agua para desarrollos habitacionales o etapas de estos, a contabilizar en urbanizaciones, 
filiales de condominios y complejos residenciales. 

 Nota de Juan José Sobrado, 28 de febrero 2005. 
 La Gaceta No.162 Modificación a la Política de Regulación de Crecimiento Urbano. 
 Análisis Sectorial de Agua Potable y Saneamiento en Costa Rica, julio 2002. 
 Comisión Especial para el Rescate del Balneario de Ojo de Agua.  El agua ... un recurso 

agotable, no permanente y no renovable. 
 Diagnóstico Socioeconómico Informe Final, Proyecto Adaptación del sector hídrico al cambio 

climático, de la Fundación de Investigación de Costa Rica para la investigación (FUNDEVI). 
 CD que contiene: 

 Agenda Ambiental del Agua en Costa Rica.  Olman Segura Bonilla Miriam Miranda 
Quirós Yamileth Astorga Ezpeleta, Jorge E. Solano Mora, Fiorella Salas Pinel, Marcela 
Gutiérrez Miranda, Mauricio Dierckxsens María Mayela Céspedes Mora.  Fundación 
CR-USA, Centro Internacional de Política Económica de la Universidad Nacional 
(CINPE-UNA) y Foro Ambiental.  Editorial Fundación Universidad Nacional (EFUNA).  
(201 páginas). 

 Agua Transparente, Deuda Invisible.  Luis Gamez, OCTAVO INFORME SOBRE EL 
ESTADO DE LA NACIÓN EN DESARROLLO HUMANO SOSTENIBLE (40 páginas). 

 Calidad del Agua para Consumo Humano del Acueducto del Cantón 2002.  Lic. Annette 
Solano Castro.  Unidad Ambiental de la Municipalidad (23 páginas). 

 Capital Hídrico y usos del agua en Costa Rica.  Preparado por Comité Nacional de 
Hidrología y Meteorología.  Noviembre de 2002 (30 páginas). 

 Lineamientos de Política para el Manejo Integral del agua.  Gobernación de Antioquia, 
Colombia.  Ministerio del Medio Ambiente.  (42 páginas). 

 Participación Ciuadadana en la restauración de microcuencas:  un caso de Costa Rica, 
la Cuenca del Tárcoles.  Miguel Vallejo, José Oduber Rivera.  Fundación Neotrópica.  (8 
páginas). 

 Resumen del Informe de Tokio.  Programa Mundial de Evaluación de los Recursos 
Hídricos (WWAP) cuyo secretariado corre a cargo de la UNESCO.  (16 páginas). 

 Eco Católico 12 de junio que dice:  Costa Rica será desierto.  Señales de contaminación.  
Iglesia aborda problemática del agua. 

 Campus Universitario abril 2005.  Urge plan de manejo de aguas subterráneas. 
 La Nación 01 de junio.  Planes para mejorar el área metropolitana esperan impulso. 
 Nota del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo PU-C-D-283-2005 del Arq. Francisco 

Mora Protti, Director ai. de Urbanismo, dirigido a Juan Carlos Murillo Sánchez, Asociación de 
Bienestar Vecinos Urb. Zayqui, Baltasar Rodríguez, Asociación Desarrollo Integral La Ribera. 

 Editorial La Nación 02 de junio.  Responsabilidad de los regidores. 
 La Nación 04 de junio.  Atlas ambiental revela graves heridas en los ecosistemas. 
 La Nación 01 de junio.  Santa Bárbara de Heredia, dos años de cárcel a exregidores por violar 

zona de manantiales. 
 Reglamento para la Operación y Administración del Acueducto de la Municipalidad. 



 Actas de las Sesiones Extraordinarias de Debate Público en La Ribera y la Cruz Roja. 
 
Lo anterior para que se incorpore a los dos expedientes de solicitud de disponibilidad de agua de 
Vivicon y Grupo Roble y solicita que la votación de disponibilidad de agua se realice en el Capítulo 
de Mociones. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Aprobar la solicitud del Regidor 
Propietario Marco Tulio Chacón para que se incorpore al expediente de la presente acta, la 
información entregada y detallada. 
 
ARTICULO 7.  En virtud de estar pendiente la discusión y votación, de la solicitud que ha presentado 
GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, 
S.A.; DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A., con el fin de 
que se les otorgue disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio la 
Arboleda, esta Presidencia plantea las siguientes consideraciones y la respectiva propuesta de 
acuerdo : 

RESULTANDO.  Conoce este Concejo Municipal de la solicitud que ha presentado GRUPO ROBLE 
INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A., con el fin de que 
se les otorgue disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio la 
Arboleda, en razón de los cual este Concejo procede a dar respuesta, con fundamento en las 
siguientes consideraciones: 

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Que el artículo 169 de la Constitución Política, los artículos 4º y 113 de la ley General de 
la Administración Pública, el artículo 58 inciso 6 de la Ley de Planificación Urbana, los artículos 3º y 
4º inciso c del Código Municipal, La  ley de Aguas, la Ley General de Agua Potable, La Ley General 
de Salud, el Reglamento para la calidad de Agua Potable, los artículos 4º, 5º y 11 del Reglamento 
para la Operación y administración del Acueducto de la Municipalidad, y las Políticas de Requisitos 
mínimos para la Valoración de Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de 
Estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos residenciales emitida 
por la Municipalidad de Belén, consagran la competencia exclusiva de la Municipalidad de Belén, de 
atender lo intereses y servicios locales de su jurisdicción, específicamente en lo referente al servicio 
de agua potable del Cantón de Belén. 

SEGUNDO: Que la Jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha 
reconocido las atribuciones citadas en el aparte anterior, a través de las resoluciones 1684-91,3019-
91, 6706-93,144-95, 1108-96, 2002-08696, 5445-99,y 2001-00591, entre otras.  De interés para la 
resolución de la petición que se presenta en este momento consideramos oportuno indicar que la 
Sala Constitucional desde hace mucho años ha dejado claro en sus resoluciones que “la esfera de 
competencia y definición de atribuciones que tienen encomendadas las municipalidades se 
determinan en la propia Carta Fundamental, en tanto se refieren estrictamente a lo "local". Debe 
entenderse el mandato constitucional como una reserva de competencia material en favor de los 



gobiernos locales y de su reglamento para definir "lo local", ámbito que sólo puede ser reducido por 
ley -por tratarse de materia constitucional y de un verdadero derecho a favor de estas instituciones-, 
de manera tal que conduzca al mantenimiento de la integridad de los servicios e intereses 
locales”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil 
novecientos noventa y nueve). 

Pero además de lo anterior, la Sala Constitucional ha sido mucho más amplia al explicar los 
verdaderos alcances de la autonomía municipal en lo que al manejo político administrativo de los 
intereses locales se refiere; situación que en el caso que nos ocupa en relación a la solicitud de 
disponibilidad de agua potable para el proyecto que se pretende desarrollar, adquiere una mayor 
relevancia, dado que estamos en presencia del recurso hídrico, el cual resulta un recurso estratégico 
para la actuación y gestión municipal en todos su ámbitos; un recurso que en caso de llegar a faltar 
(total o parcialmente) afectaría la esencia misma de esta Municipalidad, su razón de ser y que es EL 
PUEBLO, LA COMUNIDAD DE BELEN.  Siendo así es claro entonces que bajo esta autonomía 
municipal tenemos más que el derecho, LA OBLIGACIÓN de velar por el resguardo y salvaguarda 
de los intereses locales que de modo alguno puedan afectar a la comunidad de Belén; autonomía 
que para el caso que nos ocupa ha sido dimensionada por la Sala Constitucional como “la capacidad 
de fijación de planes y programas del gobierno local, por lo que va unida a la potestad de la 
municipalidad para dictar su propio presupuesto, expresión de las políticas previamente definidas 
por el Concejo, capacidad, que a su vez, es política. Esta posición coincide con la mayoritaria de 
la doctrina, en la que se ha dicho que el rango típico de la autonomía local reside en el hecho de que 
el órgano fundamental del ente territorial es el pueblo como cuerpo electoral y de que, 
consiguientemente, de aquél deriva su orientación política-administrativa, no del Estado, sino 
de la propia comunidad, o sea, de la mayoría electoral de esa misma comunidad, con la 
consecuencia de que tal orientación política puede diverger de la del Gobierno de la República y aún 
contrariarla, ahí donde no haya correspondencia de mayorías entre la comunidad estatal y la 
local”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil novecientos 
noventa y nueve). 

Siendo así, mal haría este Concejo Municipal en adoptar acuerdos, que como actos administrativos, 
no se orienten a proteger la esfera de intereses del pueblo belemita como origen de su propia 
existencia, de su autoridad y finalmente de su autonomía, instituida por el constituyente 
precisamente para garantizar esa independencia de acción para la protección de tales intereses 
locales. 

TERCERO: Que en razón de lo anterior la Municipalidad de Belén, está obligada a controlar la 
disponibilidad del recurso hídrico que administra como un servicio propio de su esfera competencial, 
para lo cual debe considerar el establecer un crecimiento planificado y controlado de todo proyecto 
constructivo que requiera del servicio de agua potable, atendiendo a los criterios de densidad y 
cobertura, contenidos en el Plan Regulador del Cantón de Belén, entre otros,. 

CUARTO: Que en el ejercicio de las Potestades de Imperio y sobre todo de la Autonomía Municipal, 
la Municipalidad de Belén puede y sobre todo DEBE en virtud del mandato delegado por el pueblo 
de Belén, regular y establecer políticas en todas las áreas de su quehacer, a fin de garantizar una 
prestación adecuada de los servicios. 



QUINTO: SOBRE LA POLÍTICA MUNICIPAL DENOMINADA “REQUISITOS MÍNIMOS PARA 
VALORACIÓN DE DISPONIBILIDAD DE AGUA PARA DESARROLLOS HABITACIONALES O 
ETAPAS DE ESTOS, A CONTABILIZAR EN URBANIZACIONES, FILIALES DE CONDOMINIOS Y 
COMPLEJOS RESIDENCIALES”.  Que el acuerdo del Concejo Municipal tomado en la sesión 
ordinaria número 44-2004, y publicado  en La Gaceta número 147 del miércoles 28 de julio de 2004, 
no corresponde a un Reglamento, sino a una “Modificación de la Política de Regulación Anual de 
Crecimiento Urbano”; siendo claro que no se está en presencia de una regulación reglamentaria, 
sino programática de los intereses locales propios que administra y debe resguardar la 
Municipalidad, que ha sido emitida por el Concejo Municipal de Belén en ejercicio de su autonomía 
política y en estricto apego a lo indicado por la Sala Constitucional, quien ha dicho “..., que la 
autonomía política es una posición jurídica, que se expresa en la potestad de conducir una 
línea política propia entendida como posibilidad, en orden a una determinada esfera de 
intereses y competencias, de establecer una línea propia de acción o un programa propio, 
con poderes propios y propia responsabilidad acerca de la oportunidad y la utilidad de sus 
actos.” ”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil 
novecientos noventa y nueve). 

Por lo anterior es claro que este Concejo Municipal siempre ha mantenido la posibilidad de valorar a 
partir de la información mínima exigida en dicha política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria 
de la disponibilidad de agua. En este aspecto y en esta materia tan sensible por afectar los derechos 
fundamentales de los habitantes del Cantón de Belén, no podría considerarse que el Concejo 
Municipal habría de modo alguno renunciado a la discrecionalidad que le corresponde en la 
valoración de los intereses locales y que le han sido conferidos por el artículo 169 constitucional, 
concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 13 inciso d) del Código Municipal, dado que 
esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en un Reglamento, que en tal caso podría ser 
inconstitucional en la medida que afecte esa valoración amplia requerida en materia de la 
administración de los intereses locales.  En el mismo sentido, se hace necesario precisar, que se 
deben interpretar las disposiciones del Concejo Municipal, en la dirección más racional, en la que 
mejor corresponda al bienestar de la Colectividad Belemita, acorde a las necesidades y 
conveniencias del pueblo integrante del Cantón. Es decir, para su correcta interpretación las normas 
inmersas en el ordenamiento jurídico vigente, deberán relacionarse con la realidad social del tiempo 
en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas. Además, 
las reglamentaciones municipales, así como las normas jurídicas no deben interpretarse 
aisladamente sino en armonía con otras que regulen la misma materia o sean conexas." (BRENES 
CORDOBA, Alberto; Tratado de las Personas, Volumen I, San José, Editorial Juricentro, 1986, pp. 
74- 75, 76-77)  

Por lo anterior que este Concejo Municipal haya establecido la política de “Valoración de la 
Disponibilidad de Agua Potable”, implica, y así debe entenderse, que con el cumplimiento de las 
condiciones indicadas en dicho documento, el solicitante del servicio o los servicios, adquiere el 
irrestricto derecho a que su solicitud sea valorada de conformidad con los principios elementales de 
la ciencia, la técnica, la justicia, la lógica o conveniencia, de acuerdo a las condiciones del momento 
en que se debe tomar la decisión, mediante la aplicación de la Potestad discrecional del Gobierno 
Municipal en esta valoración, la cual evidentemente debe considerar la no afectación de una 
colectividad con derechos fundamentales constitucionalmente consagrados, por los que este 



Concejo Municipal debe velar.  En el mismo sentido se debe comprender, que con la presentación y 
cumplimiento de las condiciones solicitadas al administrado en la política de “Valoración de la 
Disponibilidad de Agua Potable”, lo que se pretende, es previamente someter a nivel interno, la 
valoración de la disponibilidad de agua potable que pueda ser abastecida, a los nuevos solicitantes 
juntamente con la totalidad  de la población actual; sin que sea posible que esto implique de modo 
alguno obligatoriedad de otorgar tal disponibilidad ante la posibilidad de que uno u otro (solicitante y 
comunidad) puedan verse afectados por un desabastecimiento, en cantidad o calidad del agua. Por 
consiguiente tal otorgamiento de una disponibilidad de agua debe contar con los elementos de juicio 
suficientes para proceder afirmativa o negativamente, y así poder determinar la viabilidad de dicho 
otorgamiento.  Es decir, el cumplimiento de las políticas de regulación, de manera alguna implica 
que el Concejo Municipal esté en la obligación de otorgar dicho servicio.  

Cabe destacar y reiterar, que dentro de la etapa previa de Valoración propia del Concejo Municipal 
en cuanto a la disponibilidad de agua, además de las condiciones requeridas al urbanizador, o 
cualquiera que sea su denominación, se debe garantizar a la población del Cantón, que el servicio 
que se les brinda actualmente, no desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este 
peligro evidentemente no solo se limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua 
potable suministrada.  De ahí que, estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de la 
Administración Municipal de otorgar o no los servicios solicitados, por un asunto de conveniencia 
colectiva, como corolario del respeto a los derechos fundamentales de los munícipes del cantón que 
se puedan ver afectados con una decisión que no se ajuste a esos criterios de conveniencia que el 
Concejo Municipal debe valorar. 

SEXTO: Que respecto al tema de las potestades regladas y discrecionales de un acto administrativo 
relacionado con el principio de legalidad que rige toda actuación de la Administración Pública, debe 
recordarse que un principio fundamental de todo el actuar administrativo es el contenido en los 
numerales 11 de nuestra Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública; 
esto es el principio de legalidad, de acuerdo con el cual la Administración se encuentra sujeta a todo 
el ordenamiento jurídico y sus funcionarios públicos no pueden arrogarse facultades que la Ley, y 
el ordenamiento jurídico nos les concede.  Así las cosas, toda actuación administrativa debe estar 
autorizada en el ordenamiento jurídico. Ello no significa que todos y cada uno de los elementos del 
acto deban estar previstos en el ordenamiento jurídico, pero sí debe estar expresamente previsto su 
ejercicio. Así, aquellos aspectos que se encuentren regulados expresamente son de obligatorio 
acatamiento para los funcionarios públicos. En otras ocasiones el ejercicio de la potestad remite a la 
estimación subjetiva de la Administración, sujeta a los límites que en cuanto a discrecionalidad 
contiene nuestro ordenamiento (véase por ejemplo los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la 
Administración Pública). (Ver sobre el tema Dictamen de la Procuraduría General de la República 
número C-181-2003, del 16 de junio del 2003). 

Doctrinariamente se distingue entre las potestades regladas y las discrecionales de la siguiente 
forma:  "El ejercicio de las potestades regladas reduce a la Administración a la constatación 
(accertamento, en el expresivo concepto italiano) del supuesto de hecho legalmente definido de 
manera completa y a aplicar en presencia del mismo lo que la propia Ley ha determinado también 
agotadoramente. Hay un proceso aplicativo de la Ley que no deja resquicio a juicio subjetivo 
ninguno, salvo a la constatación o verificación del supuesto mismo para contrastarlo con el tipo legal. 



La decisión en que consista el ejercicio de la potestad es obligatoria en presencia de dicho supuesto 
y su contenido no puede ser configurado libremente por la Administración, sino que ha de limitarse a 
lo que la propia Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo…   Por diferencia 
de esa manera de actuar, el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta 
un elemento sustancial diferente: La inclusión en el proceso aplicativo de la Ley una estimación 
subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que condiciona el 
ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa estimación 
subjetiva no es una facultad extra–legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración, anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter. (…) No hay, pues, discrecionalidad al 
margen de la Ley, sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya 
dispuesto." (Eduardo García de Enterría y Tomás–Ramón Fernández, Curso de Derecho 
Administrativo, Editorial Civitas, España, 1978, pág. 268)" (Dictamen C-174-98 de 20 de agosto de 
1998). 

  
En lo que estamos claros, es que el Concejo Municipal, tiene la potestad discrecional de autorizar o 
denegar el suministro de los servicios que presta, cuando existan motivos reales que justifiquen 
cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que  tal discrecionalidad se encuentra sujeta a los 
dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública, que a la letra 
disponen:  "Artículo 15.-  1. La discrecionalidad podrá darse incluso por ausencia de ley en el 
caso concreto, pero estará sometida a los límites que le impone el ordenamiento jurídico 
expresa o implícitamente, para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable. 2. El Juez 
ejercerá contralor de legalidad sobre los aspectos reglados del acto discrecional y sobre la 
observancia de sus límites.  
 
Artículo 16.-  1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la 
ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 2. El 
Juez podrá controlar la conformidad de estas reglas no jurídicas de los elementos discrecionales del 
acto, como si ejerciera contralor de legalidad.  
 
Artículo 17.-  La discrecionalidad estará limitada por los derechos del particular frente a ella, 
salvo texto legal en contrario." (Los resaltados no son del original).  Y sobre el tema de la 
discrecionalidad, la Sala Constitucional ha señalado que:  "En el ejercicio de su actividad 
discrecional la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no jurídicos, vale decir, no 
legislativos, constituidos por datos que, en la especie concreta, se vinculan a exigencias de la 
técnica o de la política, y que representan el mérito, oportunidad o conveniencia del respectivo acto; 
al emitir éste, la Administración debe acomodar su conducta a dichos actos, valorándolos, de ahí lo 
discrecional de su actividad.- En el proceso teleológico que se verifica en la emisión del reglamento 
de ejecución, la Administración debe acatar los límites de la ley y a su vez agregar experiencia y 
juicios propios.- Es una valoración de las circunstancias que rodean la materia. La potestad 
discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores." 
(Resolución Nº 2478-94 de 26 de mayo de 1994).  En el mismo sentido, pero en fecha más reciente, 
la Sala Constitucional ha afirmado lo siguiente:  



"I. - BENEFICIOS Y DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA.- En el Estado de Derecho, la 
actuación de la Administración Pública se desarrolla dentro del orden jurídico y de acuerdo con los 
fines de la ley. Este principio esencial puede hallar satisfacción en grados diferentes, dando lugar a 
dos formas en que la Administración ejerce su poder: la actividad reglada, o vinculada, y la actividad 
discrecional. Así, los actos que la Administración emite en ejercicio de una u otra de ellas son 
llamados actos reglados o discrecionales, respectivamente. Si bien, ambos tipos de actividad 
persiguen ejecutar la ley, entendida aquí en un sentido amplio (Constitución, ley formal y ley 
material), en el ejercicio de la primera –la actividad reglada–, la Administración permanece 
estrictamente vinculada a una o más normas cuyo contenido establece reglas precisas de conducta, 
que deben ser observadas celosamente, y que predeterminan y reglan la emisión del acto 
resultante. Es por esta razón que, comúnmente, se habla de una predeterminación específica de la 
conducta administrativa: en presencia de una determinada situación de hecho, se espera que la 
Administración adopte una decisión también determinada; en otras palabras, ella puede elegir entre 
varias posibles decisiones qué conducta a seguirse le está señalada de antemano por la regla de 
derecho. En el ejercicio de la actividad discrecional, en cambio, la Administración actúa con mayor 
libertad, ya que su conducta no está predeterminada por normas legales, sino por una finalidad 
legal (o supra legal) que la actividad administrativa está llamada a realizar. Por consiguiente, se ha 
afirmado que esta predeterminación de la conducta administrativa puede calificarse de genérica. La 
Administración no está aquí constreñida por una norma a adoptar determinada decisión: en 
presencia de determinados hechos o situaciones, queda facultada para valorarlos o apreciarlos, y 
resolver luego si, de acuerdo a tales hechos o situaciones, se cumple o no la finalidad perseguida 
por la norma. Por ello, se ha afirmado que más que un juicio de legalidad, la Administración realiza 
aquí un juicio de oportunidad, pues al respecto la Administración tiene libertad para la selección de 
criterios y de fórmulas. Sin embargo, la dicotomía resultante en la actividad administrativa según si 
ésta es reglada o discrecional, es, de alguna manera, más aparente –epidérmica, si se quiere– que 
real: en efecto, sin importar si la actividad administrativa se desarrolla de uno u otro modo, se 
entiende que debe desenvolverse siempre dentro del ámbito jurídico–legal. Por eso se ha dicho, 
con acierto, que la división de la Administración en reglada y discrecional, vale como clasificación 
de los modos de ejecutarse la ley. En ejercicio de la actividad reglada la Administración actúa de 
acuerdo a normas legislativas, sean éstas formales o materiales. En contraste, en el ejercicio de su 
actividad discrecional, la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no legislativos –pues 
la actividad administrativa en este caso no está predeterminada por normas legales, sean éstas 
constitucionales o meramente legislativas, formales o materiales–, pero en el entendido de que tal 
actividad queda determinada, por un lado, por datos revelados por la técnica o la política con 
relación al caso concreto que se considere (datos que representan el mérito, oportunidad o 
conveniencia del acto) y, por el otro, por una finalidad esencial que le impone el ordenamiento 
jurídico. Por lo tanto, al emitir el acto discrecional, la Administración debe acomodar su conducta a 
dichos datos, valorándolos de conformidad con el objetivo perseguido –de ahí lo discrecional de su 
actividad –; y por eso se ha dicho que potestad discrecional es, pues, elección de comportamiento 
en el marco de una realización de valores. De ahí que, a la sazón, potestad discrecional significa 
que el orden jurídico presta validez jurídica a todo medio considerado como adecuado para la 
realización del valor de que se trate. En este punto, queda claro que aunque se califique a la 
actividad discrecional de la Administración como enteramente libre, en realidad su ejercicio ha de 
mantenerse dentro del ámbito que le es impuesto por el orden jurídico vigente, que obliga al órgano 
administrativo a respetar celosamente la finalidad de la norma y los respectivos valores morales que 



la informan (el elemento moral es fundamento indispensable de todo acto administrativo, sea éste 
reglado o discrecional). En consecuencia, discrecionalidad no equivale –ni puede equivaler– a 
arbitrariedad. La primera está rodeada de juridicidad; la segunda de antijuridicidad. Así, el acto 
administrativo discrecional es necesariamente legítimo y el acto arbitrario, en cambio, es siempre 
ilegítimo: el acto administrativo discrecional tiende a satisfacer los fines de la ley, es decir, los 
intereses públicos, mientras que el acto arbitrario, aun aparentando a veces legitimidad, se aparta 
de la finalidad a que el acto emitido debe responder, y produce el vicio conocido como desviación 
de poder. La diferencia entre acto discrecional y acto arbitrario es evidentemente teleológica. La 
arbitrariedad, se ha dicho, hace caso omiso de los fines de la ley para evadirlos o contrariarlos. Y 
aunque ambas –discrecionalidad y arbitrariedad– están inmersas en la noción del ejercicio de 
libertad, en realidad son sustancialmente diferentes, en virtud de que la primera responde al 
ejercicio de una libertad que se ve limitada por el fin a que debe responder el acto correspondiente, 
en tanto que la segunda se corresponde con una libertad desenfrenada y mal orientada. 
Consecuentemente, cualquier acto discrecional de la Administración debe ser capaz de resistir una 
análisis de la razonabilidad de su contenido y sus fundamentos, como es el caso de las normas 
previstas al emitirse un Reglamento como el que aquí nos ocupa." (Resolución 01-12953 de 18 de 
diciembre del 2001)  

Por lo tanto, no puede pretenderse otorgar una discrecionalidad sin restricciones, puesto que el fin 
que la norma se convierte en un parámetro para valorar la razonabilidad del acto de ejecución de 
ésta, así como los criterios de las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, los principios 
elementales de justicia, lógica o la conveniencia.  Conveniencia que al estar debidamente 
respaldada y motivada, permitiría al Concejo Municipal entrar a VALORAR en cuanto a la 
disponibilidad de agua, además de las condiciones requeridas al urbanizador, la existencia de 
condiciones que garanticen a la población del Cantón, que el servicio que se les brinda actualmente, 
no desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este peligro evidentemente no solo se 
limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua potable suministrada.  De ahí que, 
estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de otorgar o no los servicios solicitados, 
por un asunto de conveniencia colectiva, como corolario del respeto a los derechos fundamentales 
de los munícipes del cantón que se puedan ver afectados con una decisión que no se ajuste a esos 
criterios de conveniencia que el Concejo Municipal debe valorar. 

En el mismo sentido, tanto la doctrina como la jurisprudencia han definido la discrecionalidad, por 
oposición a la potestad reglada, como la "libertad de elección" del ente administrativo entre 
alternativas igualmente válidas en cuanto a motivo y contenido del acto. La Sala Constitucional ha 
manifestado al respecto:  "…característico de la potestad discrecional es la pluralidad de soluciones 
posibles como consecuencia de su ejercicio, que lleva implícita una libertad de elección, inclusive 
aplicando, de estimarse conveniente, otros criterios materiales diferentes a lo jurídico…" (Voto N° 
1684-91 de las dieciséis horas del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y uno).  "…La 
potestad discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de 
valores…" (Voto 2478-94 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de mayo de mil 
novecientos noventa y cuatro).  En ese sentido, la Sala Constitucional sigue la posición de la 
doctrina sobre el carácter de la potestad discrecional. En efecto, García de Enterría señala sobre 
este punto:  « ...el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta un 
elemento sustancialmente diferente : la inclusión en el proceso aplicativo de la Ley de una 



estimación subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que 
condiciona el ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa 
estimación subjetiva no es una facultad extra-legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter. Por eso la discrecionalidad, frente a lo que 
pretendía la antigua doctrina, no es un supuesto de libertad de la Administración frente a la norma ; 
más bien, por el contrario, la discrecionalidad es un caso típico de remisión legal : la norma remite 
parcialmente para completar el cuadro regulativo de la potestad y de sus condiciones de ejercicio a 
una estimación administrativa, sólo que no realizada por vía normativa general, sino analíticamente, 
caso por caso, mediante una apreciación de circunstancias singulares, realizable a la vez que 
precede al proceso aplicativo…… No hay, pues, discrecionalidad al margen de la Ley, sino 
justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya dispuesto". E, GARCIA DE 
ENTERRÍA, T, FERNÁNDEZ: Curso de Derecho Administrativo, I, Editorial Civitas, 1998, pp. 444.  

Cabe resaltar, que como es bien sabido, la discrecionalidad administrativa es la posibilidad que le 
otorga el ordenamiento jurídico a la Administración para elegir entre varias alternativas, a aquella 
que satisfaga de mejor manera el interés general. Desde este punto de vista, la discrecionalidad 
conlleva una actuación dentro del ordenamiento jurídico, a diferencia de la arbitrariedad, cuya 
actuación es al margen o contrapelo de éste. En el caso de la discrecionalidad, la Administración 
debe realizar una valoración de las circunstancias, para determinar cuál es la alternativa más viable 
y realizar una ponderación de intereses o una actividad tendente a la concreción del interés público. 
A diferencia de lo que ocurre con las potestades regladas, donde no existe ningún margen de 
apreciación, reduciéndose la actividad de la Administración a la comprobación del supuesto de 
hecho que prevé la norma para su ejercicio, en esta modalidad de función administrativa, la 
Administración tiene un mayor margen de actuación.  En vista de que la discrecionalidad está sujeta 
a control, para lo cual la doctrina jurídico-administrativa ha desarrollado una serie técnicas, entre 
ellas: la de los hechos determinados, la de los conceptos jurídicos indeterminados y los principios 
generales del Derecho, y que la Ley General de la Administración Pública incorpora, en sus 
numerales 16 y 17 -evidentemente se incluye el supuesto del uso de potestades discrecionales- en 
ningún caso pueden dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a 
los principios elementales de justicia, lógica y conveniencia. (Ver en este sentido dictamen de la 
Procuraduría General de la República C-213-2003, del 14 de julio del 2003). 

En el caso concreto que nos ocupa, puede verificarse del mismo objeto o materia que regula la 
política invocada, que no existe violación al ordenamiento jurídico administrativo aplicable a la 
materia, en virtud de que la decisión del Concejo Municipal no constriñe de manera alguna dicho 
ordenamiento, pues la decisión de no autorizar la disponibilidad de agua potable para la cantidad de 
pajas requeridas, implicando ello un fuerte impacto negativo para los intereses de la población del 
Cantón según la valoración realizada por el Concejo, está dentro de las facultades establecidas en el 
artículo 169 de la Constitución Política en cuanto a la autonomía municipal, y con ello evidentemente 
se habilita la potestad discrecional del Concejo Municipal sobre la materia, siendo que estamos en 
presencia de un interés evidentemente local, y regulado como parte de las políticas, cuales normas 
programáticas, que ha emitido este Concejo. 



SETIMO: Que la cantidad de pajas de agua solicitadas por el petente, se encuentra fuera del 
promedio del crecimiento del cantón, y ante los elementos técnicos que se encuentran incorporados 
al expediente administrativo que analizamos, y a los que hacemos referencia más adelante se podría 
sostener que existirá un impacto importante en el desarrollo normal del suministro del servicio, por lo 
cual, el caso requirió ser detenidamente evaluado por parte de este Concejo Municipal, recurriendo 
necesariamente a la Conveniencia del otorgamiento del servicio, además de los elementos lógicos, 
científicos y objetivos verificables técnicamente e incorporados al expediente. 

OCTAVO: Que este Concejo Municipal ha analizado responsablemente este caso, y ha estudiado 
con detenimiento el expediente administrativo de la solicitud que se analiza, verificándose que al día 
de hoy los estudios técnicos han sido debidamente incorporados al expediente, lo cual nos permite 
resolver el asunto con propiedad dotando a este acuerdo de una motivación y de un contenido 
pertinentes. En los estudios incorporados al análisis, se fundamenta la necesidad de tomar medidas 
inmediatas, en que la precaución y la prevención sean los principios dominantes. El fundamento 
último de estas medidas, radica en el interés público superior que el Concejo Municipal está obligado 
a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación administrativa.  

NOVENO: EN CUANTO AL TEMA DE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS INTERESES Y SERVICIOS 
LOCALES EN DEFENSA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALS DE LOS HABITANTES DE ESE 
CANTÓN.  La  Ley General de la Administración Pública, somete la actividad administrativa a un 
pleno ajuste con los fines establecidos en el ordenamiento jurídico para el ejercicio de sus 
potestades de imperio.  Es por ello, que la competencia pública no puede ser utilizada para 
satisfacer una finalidad diferente a la que le es inherente, y la finalidad inherente aludida es: 
“administrar los intereses y servicios locales en defensa de los derechos Fundamentals de 
los habitantes de ese cantón”. (Voto No. 5758-98 de la Sala Constitucional), y no simplemente 
otorgar indiscriminadamente servicios para un beneficio particular de una persona jurídica, en 
detrimento de los derechos del resto de la población del cantón.  Por su parte, dentro de la 
administración de los intereses y servicios locales está, el tomar medidas inmediatas, en las cuales 
la precaución y la prevención sean los principios dominantes, siendo por ello que, el fundamento 
último de estas medidas, radica en el interés público, y no en uno particular, que está el Concejo 
Municipal obligado a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación 
administrativa.  

Debido a las razones anteriores, y con fundamento en la documentación técnica pertinente; el 
Concejo Municipal del Cantón de Belén de manera responsable, realiza monitoreos de las fuentes 
de agua potable del sector, y ante el eventual cierre de algunos pozos, tiene preparadas medidas de 
contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos de la zona, pero sin obviar las medidas 
necesarias precautorias, que garanticen a la población el abastecimiento de agua potable.  Para este 
Concejo Municipal, lo más preocupante es que, se indica que los análisis realizados en los acuíferos 
Barva y Colima, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la contaminación por 
nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, de persistir el manejo actual del recurso hídrico, 
en 10 o 15 años esas fuentes dejarán de ser potables, provocando una fuerte reducción en la 
disponibilidad de agua potable para consumo humano, lo que afectará directamente al Gran Área 
Metropolitana, la zona más densamente poblada del país.  Es entonces, que ante tales situaciones 
apremiantes, el Concejo Municipal ha debido tomar las medidas necesarias para garantizar el 



suministro de agua potable, tanto en cantidad como en calidad, evaluando cuidadosamente todos lo 
elementos necesarios, como lo son los científicos, técnicos, lógicos y los de conveniencia, que 
tienen y tendrán impactos negativos en la prestación de servicios a la población.  De no hacerlo de 
esta manera, y actuando de acuerdo a lo requerido por cualquier interesado en procura de su interés 
particular, y no evaluando el interés colectivo, se estaría colocando la salud de la población en un 
estado de peligro eventual, porque la carencia de agua potable produciría graves problemas de 
salud en la población del cantón, y ello no lo podemos ni debemos permitir, surgiendo de ahí la 
conveniencia de permitir o no un proyecto como el cuestionado. 
 
DECIMO : Que en el expediente administrativo al que ha tenido acceso este Concejo Municipal, se 
ha incorporado y consta el estudio denominado: “ANALISIS SECTORIAL DE AGUA POTABLE Y 
SANEAMINTO AMBIENTAL EN COSTA RICA”, de fecha, Julio, 2002. Este estudio ha sido 
elaborado con la participación de:  El Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  
Ministerio de Salud, MINSA.  Ministerio de Ambiente y Energía, MANAE.  Ministerio de Planificación 
Nacional. MIDEPLAN.  Autoridad Reguladora de Servicios Públicos, ARESEP.  Instituto de Fomento 
y Asesoría Municipal. IFAM.  Empresa de Servicios Públicos de Heredia. E.S.P.H. 
Contraloría General de la República. CGR.  Defensoría de los Habitantes.  Organización 
Panamericana de la Salud., OPS/OMS.  Se determinó en este estudio técnico que, en los mantos 
acuíferos Barva y Colima, (específicamente en el aparte 2.8.6.6, página 185) se indica que: “fue 
detectado que los límites de Nitratos permitidos (50 mg/l) fueron sobrepasados.  Sin embargo, es 
preocupante la tendencia al crecimiento en los Acuíferos Colima y Barva que son explotados para 
las regiones de Heredia, y del Gran Área  Metropolitana de San José.” 
 
En ese sentido, el aparte 2.13.3 página 259, del Saneamiento y ambiente, del mismo estudio revela 
que, “(…) solo el 22% de la población es servida con alcantarillado sanitario, y únicamente el 4% de 
las aguas recolectadas tiene tratamiento. Del resto de la población un 68% posee tanque séptico, y 
un 10% usa otros sistemas de disposición con alcantarillado sanitario o tanque séptico es del orden 
del 97% y a nivel rural es del orden del 79%.”  Es decir, la baja cobertura de redes de alcantarillado 
sanitario unida al uso de agroquímicos en las áreas de recarga y producción de aguas subterráneas, 
se torna en un factor de riesgo ambiental muy considerable.  Esta situación es crítica en la parte 
norte y este de la cuenca del río Virilla, donde se asientan los acuíferos Barva y Colima, de los 
cuales depende el abastecimiento de aproximadamente un 20% de la población nacional, y que se 
han definido como la fuente de agua potable de Heredia y el Área Metropolitana de San José, para 
los próximos 15 años.  El ritmo actual de aumento de las concentraciones de nitratos en las aguas 
de los acuíferos Colima, indica que esta fuente se podría perder en un lapso no mayor de 15 años.  
Este es quizás el problema más grave en el tema del agua potable, saneamiento y gestión 
ambiental, porque involucra el suministro actual y futuro de un millón de personas aproximadamente.  
 
Siendo que el acueducto del Cantón de Belén se abastece de los acuíferos Barva y Colima, 
conforme a esta información, los problemas detectados nos competen y nos afectan de modo 
directo, y no solo eventual. 
 
DECIMO PRIMERO: Que del estudio denominado “CONTAMINACION DE HIDROCARBUROS EN 
EL POZO AB-1089. E.S.P.H.S.A (PRI-II)”, elaborado por los Geólogos: Jesson Chávez Gamboa, y 
Sigifredo Morera Guillén, en el mes de  Setiembre, 2004, del Servicio Nacional de Aguas 



Subterráneas, Riego y Avenamiento, área de Aguas Subterráneas, se determinó que, en los 
alrededores de la Zona Industrial de Heredia, e incorporado al expediente administrativo que al 
efecto lleva este Concejo en relación con la solicitud presentada y que se analiza y resuelve en este 
acto, se ha verificado que existen reportes de contaminación del acuífero Colima Superior con 
hidrocarburos, en un pozo de abastecimiento público (AB-1089), perteneciente a la Empresa de 
Servicios Públicos de Heredia (E.S.P.H).  Además, se indica que el acuífero denominado “Colima” se 
divide en Colima inferior, Puente de Mulas, Colima Superior y la Libertad, afloran en varios tramos 
del cantón al norte del río Virilla.  Y del acuífero Colima inferior, se captan numerosos pozos de 
agua, como los son los ubicados en las zonas de: Santo Domingo de Heredia, y San Antonio de 
Belén; además origina importantes manantiales que descargan en el río Virilla, al oeste de San 
Antonio de Belén. 
 
DECIMO SEGUNDO : Que un estudio elaborado por el Laboratorio de Hidrología  Ambiental de la 
Universidad Nacional (UNA), financiado por el Organismo Internacional de Energía Atómica, la 
Fundación CR-USA y con el apoyo de la Comisión de Energía Atómica y del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología de Costa Rica; y en cuyo equipo profesional se encuentran:  MSc. Julio 
Fraile Merino, Lic. Helga Madrigal Solís, Bach. Melissa Rodríguez, Ing. Alex González, Ing. 
Gonzalo Gainza, Lic. Jorge Brenes, Bach. Lautaro Ramírez, el cual se ha incorporado al 
expediente administrativo que al efecto lleva este Concejo en relación con la solicitud 
presentada y que se analiza y resuelve en este acto,  determinó la presencia de gran 
concentración de nitratos en algunos pozos y manantiales, que en ocasiones alcanzó el nivel 
máximo recomendado por las autoridades de salud (10 mg/L como NO3-N) e incluso 
mostraron una tendencia creciente en varios sitios.  Siendo que los nitratos provienen de 
desechos humanos y de fertilizantes nitrogenados, y que el simple hecho de que dichos 
nitratos estén presentes, indica que ya se está dando un proceso activo de contaminación en 
los mantos acuíferos. 
 
Para lo cual, como resultados se determinó la definición de perímetros de protección de pozos y 
manantiales, procediendo a su vez a delimitar las zonas de protección a los Acuíferos de Influencia 
alrededor de los pozos y manantiales más importantes, en donde las actividades humanas –según el 
estudio- deben ser reguladas; ya que dicha presencia de contaminantes en el agua, exige una 
vigilancia sistemática y la identificación y eliminación de las fuentes de contaminación, porque de no 
tomarse medidas, en algunos años, esas aguas no podrían continuar siendo utilizadas para 
consumo humano (sobre el tema: la delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en el 
Área de Influencia del Manantial de Belén, ver estudio elaborado por la Geóloga, Sandra Arredondo 
Li, setiembre de 1994). La cual de acuerdo al diagrama de Piper para la clasificación de aguas, el 
manantial de San Antonio clasifica como aguas hidrocarbonatadas cálcicas y de acuerdo a las 
normas de potabilidad recomendados por el A y A, y la Organización Mundial de la Salud la mayoría 
de los iones analizados son aceptables para consumo humano excepto en los valores de nitratos, ya 
que en algunos casos superan el valor máximo permisible recomendado por el A y A, y la OMS. 
 
DECIMO TERCERO: Que la contaminación por hidrocarburos en los acuíferos Barva y Colima, 
acreditado en los referidos estudios, y de la que ya se han encontrado rastros en los análisis 
realizados en pozos de la zona de los Arcos, ha provocado la conformación a nivel nacional de una 
comisión interinstitucional para valorar el problema.  Por su parte, la Municipalidad de Belén, se ha 



basado y ha justificado su actuar, en los criterios técnicos señalados, y dentro de dichas actuaciones 
necesarias, está la adopción de ciertas medidas, como lo han sido los monitoreos de las fuentes de 
agua potable del sector; que le permitiría justificar que ante el eventual cierre de algunos pozos, se 
verían obligados a adoptar medidas de contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos 
del cantón que se vean afectados, todo con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales. Este 
abastecimiento deberá ser suplido desde la zona de La Ribera. 
 
DECIMO CUARTO: Como refuerzo de los anteriores argumentos, encontramos además el resultado 
de la investigación realizada por el Laboratorio de Hidrología Ambiental de la Universidad Nacional, 
hecho público por la prensa nacional en los últimos días, y cuyas conclusiones han sido 
incorporadas al expediente administrativo relacionado con la solicitud presentada por los petentes 
que por este acuerdo se analiza, a efecto de que el mismo sirva de base para dotar al acuerdo, cual 
acto administrativo, de un motivo y un contenido claro y preciso.  En este estudio se justifica a nivel 
técnico que los análisis realizados en los acuíferos de Barba y Colima que abastecen las tomas de 
agua del acueducto de Belén, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la 
contaminación por nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, ello obligaría a la 
Municipalidad de Belén a considerar que de persistir el manejo actual del recurso hídrico, en 10 o 15 
años algunas de esas fuentes dejarán de ser potables, provocando una fuerte reducción en la 
disponibilidad de agua potable para consumo humano, generando con ello más que una duda 
razonable a partir de la cual la aplicación del Principio Precautorio y el Principio de In dubio Pro 
Natura son de necesaria observancia en el caso que nos ocupa por parte de este Concejo. 

DECIMO QUINTO:  Que al existir los estudios técnicos elaborados por las investigaciones 
realizadas, las cuales se han incorporado al expediente administrativo que al efecto lleva este 
Concejo en relación con la solicitud que resuelve en este acuerdo, a partir de los cuales se establece 
claramente la existencia de un peligro inminente, que tendría como efecto la escasez de agua 
potable a mediano plazo ante el cierre de algunos pozos y tomas de abastecimiento, lo cual obliga al 
Gobierno Municipal a tomar las medidas pertinentes para brindarle el suministro de dicho líquido a la 
población que se vería afectada, mediante el otorgamiento debidamente evaluado de los servicios 
solicitados; se ha procedido a incorporar, la documentación pertinente de dichos estudios técnicos al 
expediente administrativo relacionado con la solicitud que nos ocupa, en virtud de que los elementos 
fácticos invocados en este acuerdo constan demostrados para el petente y para cualquier tercero 
interesado. 

DECIMO SEXTO: SOBRE EL PRINCIPIO PRECAUTORIO Y SU TUTELA CONSTITUCIONAL Y 
ADMINISTRATIVA.  Que sobre la protección del medio ambiente, y en amparo a las políticas 
protectoras del mismo, el Principio de Precaución, aparece consagrado en el Principio 15 de la 
Declaración de Ambiente y Desarrollo (Río, 1992), al establecer que para proteger el ambiente los 
Estados deberán aplicar el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro 
de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón 
para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la 
degradación del ambiente.  Estos principios han sido considerados y reconocidos por la Sala 
Constitucional en algunos votos entre los cuales se encuentran los siguientes:  “Asimismo, en la 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente y el Desarrollo, entre otras cosas, quedó establecido el 
derecho soberano de los estados a definir sus políticas de desarrollo. Se enuncia también, el 



principio precautorio (principio 15 de la Declaración de Río), según el cual "con el fin de proteger el 
ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus 
capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los 
costos para impedir la degradación del ambiente." De modo que, en la protección de nuestros 
recursos naturales, debe existir una actitud preventiva, es decir, si la degradación y el deterioro 
deben ser minimizados es necesario que la precaución y la prevención sean los principios 
dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de plantear el principio "in dubio pro natura" que 
puede extraerse, analógicamente, de otras ramas del Derecho y que es, en un todo, acorde con la 
naturaleza. No obstante, la tarea de protección al ambiente, se dificulta toda vez que arrastramos un 
concepción rígida con respecto al derecho de propiedad, que impide avanzar en pro del ambiente, 
sin el cual no podría existir el derecho a la vida, al trabajo, a la propiedad o a la salud. No se debe 
perder de vista el hecho de que estamos en un terreno del derecho, en el que las normas más 
importantes son las que puedan prevenir todo tipo de daño al ambiente, porque no hay norma 
alguna que repare, a posteriori, el daño ya hecho; necesidad de prevención que resulta más urgente 
cuando de países en vías de desarrollo se trata. En este sentido, la Declaración de Estocolmo afirmó 
"...que en los países en desarrollo la mayoría de los problemas ambientales son causados por el 
mismo subdesarrollo. Millones continúan viviendo por debajo de los estándares mínimos de salud y 
salubridad. Por lo tanto los países en desarrollo deben dirigir todos sus esfuerzos hacia el desarrollo, 
teniendo en mente las prioridades y necesidades para salvaguardar y mejorar el ambiente. Por la 
misma razón los países industrializados deberían hacer esfuerzos para reducir la brecha entre ellos 
y los países en desarrollo." (Sala Constitucional, Voto N° 5893-95, el resaltado no es del original). 
 
Así las cosas no resulta ni arbitrario ni ilegal, que el Concejo Municipal invoque estos principios ante 
los documentos técnicos que lo llevan a la conclusión de que debe existir una actitud preventiva de 
su parte, con el fin último de que la degradación y el deterioro de los recursos naturales que 
administra la Municipalidad y dentro de los cuales se encuentra el recurso hídrico, sean minimizados 
e implicando que la precaución y la prevención sean los principios dominantes con el fin de 
salvaguardar los derechos fundamentales de los habitantes del cantón y que se desprenden del 
artículo 50 de la Constitución Política, ya que es un principio básico que se desprende de esta norma 
constitucional el deber de proteger el ambiente, que es de todos y cada uno de los habitantes, y en 
el caso que nos ocupa concretamente de los munícipes del Cantón de Belén.  En este sentido la 
Sala Constitucional ha afirmado que “(…) La prevención pretende anticiparse a los efecto negativos, 
y asegurar la protección, conservación y adecuada gestión de los recursos. Consecuentemente, el 
principio rector de prevención se fundamenta en la necesidad de tomar y asumir todas las medidas 
precautorias para evitar contener la posible afectación del ambiente o la salud de las personas.  De 
esta forma, en caso de que exista un riesgo de daño grave o irreversible- o una duda al respecto, se 
debe adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad de que se trate. Lo 
anterior debido a que en materia ambiental, la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de 
haberse producido ya las consecuencias biológicas socialmente nocivas, la represión podrá tener 
una trascendencia  moral, pero difícilmente compensará los daños ocasionados en el ambiente”, 
(Voto de la Sala Constitucional No. 1250-99 de las 11:24  horas del 19 de febrero de  1999, reiterado 
en los votos Nos. 9773-00 de las 9:44 horas del 3 de noviembre del 2000, 1711-01 de las 16:32 
horas del 27 de febrero del 2001 y 632-03 de las 14:14 horas del 03 de julio del 2003. 
Posteriormente, en el Voto No. 3480-03 de las 14:02 horas del 2 de mayo del 2003, este Tribunal 



indicó que “Bien entendido el Principio Precautorio, el mismo se refiere a la adopción de medidas no 
ante el desconocimiento de hechos generadores de riesgo, sino ante la carencia de certeza respecto 
de que tales hechos efectivamente producirán efectos nocivos e el ambiente”. Para el caso de las 
Aguas subterráneas y contenidas en los mantos acuíferos  y áreas de carga y descarga, el principio 
precautorio o de in dubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados 
conforme a la reglas unívocas y de aplicación exacta de la ciencia  y de la técnica que permitan 
arribar a un estado de certeza absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende 
desarrollar sobre el medio ambiente o estos sean contradictorios entre sí, los entes y órganos 
de la administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o 
permitir todo solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que 
se despeje el estado dubitativo y, paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su 
protección y preservación con el objeto de garantizar el derecho a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado.  En esencia una gestión ambiental segura de las aguas subterráneas 
pasa por proteger el recurso antes de su contaminación o degradación”. (Sala Constitucional Voto 
2004-01923). 

Así las cosas, este Concejo Municipal ha procedido a VALORAR la solicitud presentada conforme a 
la Política Municipal aplicable en esta materia, y según las condiciones fácticas y técnicas que 
existen al día de hoy, y llega la conclusión en el análisis de la solicitud para de que se otorgue 
disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio la Arboleda, presentada 
por las sociedades GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES 
IRH DE COSTA RICA, S.A.; DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE 
CENTRAL, S.A., de que lo procedente es rechazar dicha solicitud y denegar la disponibilidad de 
agua potable presentada; ello por cuanto que ante la existencia de los estudios técnicos citados e 
incorporados al expediente, según el análisis realizado como parte de las consideraciones, 
motivaciones y contenido de este acuerdo y que están apoyados en elementos objetivos verificables 
técnicamente, bajo la tesis de la denominada discrecionalidad técnica, el Concejo Municipal debe 
actuar apoyado en elementos científicos, lógicos, objetivos y sobre todo de Conveniencia a favor de 
los intereses de la colectividad y de los derechos fundamentales de sus munícipes a gozar de un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado, mientras no exista un estado de certeza absoluta de 
que no existe un riesgo en el abastecimiento de agua potable conforme a los condiciones dichas en 
que se encuentran los mantos acuíferos que abastecen el Agua Potable que la Municipalidad de 
Belén administra y distribuye en el cantón. 

POR LO TANTO:  A partir del referido análisis, y motivados en las consideraciones expuestas, este 
Concejo Municipal acuerda sostener la tesis seguida por el Principio Precautorio y al Principio In 
dubio Pro Natura en resguardo a los derechos fundamentales de los habitantes del cantón de Belén 
consagrados en el artículo 50 de la Constitución Política; y rechazar la solicitud de disponibilidad de 
agua potable para el proyecto denominado Condominio la Arboleda, presentado por GRUPO 
ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A., denegando la 
disponibilidad de agua potable para dicho proyecto. 

El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, considera que la argumentación planteada parte 
de un trabajo exhaustivo que alguien realizó sobre el tema y que se fundamenta en una serie de 



citas doctrinarias y de la Sala Constitucional en el análisis, nada más que le parece que en algunas 
citas no se reconocen los méritos. Sin embargo. el documento es muy amplio en temas de fondo, e 
incluso argumenta que la propuesta no es arbitraria ni ilegal, por lo que considera conveniente que 
se someta a estudio previo a su votación, por eso solicita un tiempo para analizar la propuesta a la 
Presidencia Municipal, previo a que sea sometida a votación. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, entiende que los argumentos fueron 
elaborados y redactados siguendo el procedimiento y los formatos legales, que incluye las citas.  
Aclara que no se puede dejar en estudio porque eventualmente podrían  argumentar y acogerse al 
silencio positivo. 
 
El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González, explica que el documento es bastante extenso 
y solicita que se deje en análisis, porque nunca ha aprobado un acuerdo de esa magnitud en firme, o 
por lo menos aprobarlo únicamente, por eso pide a la Presidencia Municipal una semana para 
analizarlo a fondo, porque hay elementos nuevos. 
 
La Regidora Suplente Lorena Vargas Víquez, cuestiona porque le resulta poco manejable y poco 
practico justificar un acuerdo de una extensión tan enorme, porque no se entiende el acuerdo y se 
pierde la idea y la intención, porque se introducen muchas justificaciones para un acuerdo que tiene 
poca relación, porque eso no transmite y es poco manejable para las ideas y sobre todo para que la 
gente lo entienda, porque son actas municipales y esto no es un cátedra, es un acto administrativo, 
cree que se debe tener una intención de que los acuerdos sean muy comprensibles, o entonces 
debemos separar las justificaciones pero no que se mezclen dentro del acuerdo. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, afirma que toda observación es valiosa y se 
tomará en cuenta a la hora de tomar un acuerdo, pero este es caso muy especial que requiere 
seguir un procedimiento legal.  Consulta al Director Jurídico si el documento puede quedar en 
estudio o no; porque cree que debe someterse hoy a votación, no como un capricho o imposición de 
la Presidencia del Concejo, sino como una necesidad, porque el tiempo es el peor enemigo. Todos 
los miembros del Concejo Municipal conocían con anterioridad que hoy se votaría este asunto, y 
ahora algunos miembros del Concejo han manifestado dejar el tema en estudio. 
 
El Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís, detalla que según le informo al Asesor Luis Alvarez, que 
en vista de que fue previamente conocida y en aras de no afectar los intereses de dos empresas que 
están a la espera de actos definitivos que la decisión fuera lo antes posible, con el propósito de no 
afectar los derechos de terceros.  Aclara que es inusual que en la dinámica administrativa se vaya a 
sustituir una decisión adoptada, porque los elementos que le hacían falta era para que se 
conformara la decisión final, entonces no se puede dilatar en el tiempo, porque se debe hacer una 
sustitución de la decisión en forma automática, aunque cualquier Regidor tiene el derecho de 
incorporar sus manifestaciones en el Acta respectiva, pero es necesario que la decisión se adopte, 
con una mayoría. 
 
El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, pregunta si puede operar el silencio positivo o 
significa que se debe aprobar por una consideración para con las empresas.  Aclara que así como la 
Presidencia Municipal plantea una tesis y propuesta de acuerdo, entonces cualquier Regidor tiene el 



derecho de plantear su tesis o puntos de vista. Denuncia que el documento que presenta la 
Presidencia Municipal lo conocían de previo los Regidores Propietarios Lorena Venegas Zumbado y 
Marco Tulio Chacón Sánchez, caso contrario, su persona y el Vicepresidente Municipal Erick 
Villegas González.  Señala que tiene claro, aunque se vote hoy, que hay instrumentos para plantear 
argumentos y justificaciones contra el acuerdo, por ejemplo presentar la próxima semana un 
Recurso de Revisión. En todo caso señala que no está de acuerdo con la propuesta de acuerdo para 
rechazar la disponibilidad de agua, porque no comparte la argumentación para rechazar la 
disponibilidad, pues la misma difiere de los principios y valores que ha defendido para la regulación 
del crecimiento urbano en el cantón, principalmente no está de acuerdo en fundamentar la oposición 
en el Principio Precautorio y el Principio del Indubio Pro Natura. Considera fundamental que los 
Regidores analicen el alcance de invocar estos dos principios para rechazar una solicitud de 
disponibilidad de agua y hasta donde al acogernos a ellos como vanguardia en la decisión del 
Concejo Municipal, pueda generar un estancamiento absoluto del desarrollo del cantón, y 
principalmente de la gente y la tierra belemita, por eso no está de acuerdo con la propuesta y se 
reserva una serie de observaciones sobre el fondo de la misma y de sus argumentos con respecto a 
la disponibilidad de agua para proyectos urbanísticos en este Cantón. 
 
El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González, expresa que solicito que quedara en análisis el 
tema, porque hay argumentos de análisis de nitratos, donde los datos tienden a bajar los cuales son 
proporcionados por el Laboratorio, además porque tal y como esta planteada no puede aceptar la 
propuesta. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, manifiesta que dada la recomendación que 
acaba de hacer la Dirección Jurídica de la Municipalidad y las recomendaciones de la Asesoría 
Legal Externa contratada por la Municipalidad, se da por concluida la discusión, y lo somete a 
votación. 
 
La siguiente es una exposición de motivos del Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero y el 
VicePresidente Municipal Erick Villegas González para justificar su voto en contra al rechazo de la 
solicitud de disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio la Arboleda, 
presentado por GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE 
COSTA RICA, S.A.; DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, 
S.A., bajo la tesis seguida por el Principio Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura. 
 
1. Que una vez más se plantea como tesis central para el rechazo de la disponibilidad de agua el 

fallo de la Sala Constitucional, Expediente 2004-1923, invocando la APLICACIÓN DEL 
PRINCIPIO PRECAUTORIO O INDUBIO PRO NATURA, cuando en el caso del cantón de 
Belén, desde enero de 1997 se cuenta con un Plan Regulador, mismo que fuese aprobado por 
la Junta Directiva del INVU en Sesión Ordinaria No. 4657 con base en lo dispuesto en la Ley de 
Planificación Urbana, y publicado en el Alcance No. 4 a La Gaceta No. 19 del 28 de enero de 
1997, esto quiere decir que desde 1997 en Belén se aplica lo que a Poás se le exigió:  

 
“a) elaborar y aprobar, en el plazo de 24 meses, como parte de un eventual o futuro plan regulador, 
un reglamento de zonificación de las áreas protegidas o reservadas que incluya las localizaciones 
cartográficas, mapas hidrogeológicos y alineamientos de protección y vulnerabilidad de los 



manantiales, nacientes, mantos acuíferos y  áreas de recarga de éstos existentes en el Cantón de 
Poás, que hayan efectuado el MINAE, el ICAA, el SENARA y el INVU;  
b) incluir en el reglamento de zonificación de áreas protegidas o reservadas restricciones o 
limitaciones para actividades humanas, sea urbanísticas, agropecuarias, comerciales o industriales 
para evitar la eventual impermeabilización de los suelos y la contaminación  de los mantos acuíferos 
y, por consiguiente, de los manantiales, nacientes y pozos del Cantón de Poás;  
c) abstenerse de otorgar permisos de construcción de urbanizaciones, fraccionamientos, 
segregaciones, condominios o cualquier otro asentamiento urbano, industrias, actividades agrícolas 
intensivas y comercios ubicados en tales áreas protegidas o de reserva;  
d) otorgar permisos de construcción de industrias, urbanizaciones, fraccionamientos, segregaciones, 
condominios o cualquier otro asentamiento urbano, en caso de no estar en las áreas de reserva o 
protegidas, que cuenten con plantas de tratamiento y, en el caso de las casas de habitación y otros 
locales, cuando sus aguas residuales y negras sean descargadas al alcantarillado público;  
e) construir, en asociación con el ICAA, en el plazo de 24 meses las plantas necesarias de 
tratamiento de las aguas residuales y negras provenientes del alcantarillado público para no ser 
vertidas en las cuencas hidrográficas del Cantón;  
f) suspender el otorgamiento de permisos para la construcción de industrias, urbanizaciones, 
fraccionamientos, segregaciones, condominios o cualquier otro asentamiento urbano hasta tanto no 
sea promulgado el reglamento de zonificación de las áreas de reserva y protección de los 
manantiales, nacientes, mantos acuíferos y áreas de recarga de éstos;  
g) diseñar e implementar programas, en coordinación con la iniciativa privada, para reforestar las 
áreas de recarga y descarga de los mantos acuíferos de Poás con fundamento en los perímetros, 
alineamientos y zonificaciones que se han indicado anteriormente.” 
 
2. Que sobre este mismo asunto en Resolución 2004-05181 de la Sala Constitucional ante las 

gestiones de aclaración y adición a la sentencia No. 1923-04 señaló “… Es menester indicar que 
la paralización de los nuevos permisos y de los que están en trámite es directamente imputable 
a la Municipalidad, por su reiterada actitud omisa en regular y proteger lo relativo a los mantos 
acuíferos y no a este Tribunal Constitucional, por lo que los daños y perjuicios en que incurran 
los vecinos del cantón por los atrasos que sufran en el ejercicio de sus legítimos derechos de 
edificación y transformación, podrán éstos, reclamar su resarcimiento en la vía administrativa y, 
eventualmente, ante la jurisdicción contencioso administrativa…” 

 
3. Que la actual zonificación del territorio del cantón de Belén contenida en el Plan Regulador 

vigente se realizó considerando las condiciones urbanas existentes, la Zona Industrial de la 
Ribera, los aspectos jurídicos relativos al desarrollo urbano, los efectos contaminantes de la 
actividad humana y principalmente la delimitación de las Zonas de Protección a los acuíferos 
existentes en el cantón de Belén. Cabe destacar que con el interés de determinar el efecto que 
tendría en el uso de suelos, la capacidad de infiltración, los tiempos de tránsito de bacterias por 
el subsuelo y su efecto en la contaminación de acuíferos, se realizó en el año 1995 el estudio de 
Delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en el Área de Influencia de los 
Manantiales del Cantón de Belén: Manantiales de Ojo de Agua, San Antonio, Los Sánchez, La 
Gruta y Puente Mulas, realizado por el Departamento de Hidrogeología de la Dirección de 
Estudios Básicos del SENARA, los cuales fueron la base fundamental para determinar los usos 
actuales del suelo dentro del cantón, incorporados al Plan Regulador vigente desde el año 1997. 



 
4. Que evidentemente el actual Plan Regulador ha cumplido con el objetivo de establecer una política 

a nivel cantonal en donde se regule el crecimiento urbano en el territorio desde el punto de vista 
físico - espacial, de zonificación, de ordenamiento territorial y protección del ambiente, sin embargo, 
es pertinente una actualización del mismo para que entre otros aspectos contemple políticas que 
regulen el crecimiento o desarrollo poblacional y de servicios a lo largo del tiempo. 

 
5. Que mientras tanto, se estableció una política u ordenanza municipal para regular o establecer las 

pautas de crecimiento poblacional a lo largo del tiempo, que permita satisfacer el natural desarrollo 
urbano del cantón, pero sin que se perjudique o colapse la prestación de servicios ni la 
infraestructura urbana requerida, para garantizar el bienestar y un ambiente urbano más sano y 
sostenible para los pobladores actuales y futuros del cantón de Belén. Es así como se aprobó la 
Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano en el Cantón de Belén, publicada en el Diario 
Oficial La Gaceta No.162 del 25 de agosto del 2003, su Modificación publicada en La Gaceta 
No.124 del 25 de junio del 2004, y los requisitos mínimos para la evaluación de la disponibilidad de 
agua para desarrollos publicado en La Gaceta No. 147 del 28 de julio del 2004. 

 
6. Que el objetivo de la Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano dentro del cantón de 

Belén, es que se regule o limite el número de lotes para viviendas en urbanizaciones y en filiales 
de condominios, a ser autorizados anualmente, para garantizar que se satisfaga el natural 
desarrollo urbano del cantón,  pero sin que se perjudique o colapse la prestación de servicios ni la 
infraestructura urbana requerida, garantizando el bienestar y el ambiente urbano más sano y 
sostenible para los pobladores actuales y futuros del cantón de Belén. 

 
7. Que precisamente dentro de los Requisitos Mínimos para Valoración de Disponibilidad de Agua 

para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales de 
Condominios y Complejos Residenciales publicado en La Gaceta No. 147 del 28 de julio del 2004, 
se contemplan, entre otros, los siguientes documentos:  

 
i) Plano de Catastro de la propiedad. 
ii) Certificación de Uso de Suelo. 
iii) Anteproyecto acorde con el área de ubicación, firmada por un Profesional Responsable. 
iv) Nota del propietario de la finca autorizando el desarrollo o contrato preliminar entre las 

partes de venta o asociación. 
v) Descripción del anteproyecto: fraccionamiento, urbanización, o condominio en verde o 

Finca Filial Primaria Individualizada (FFPI). 
vi) Plan de demanda de Pajas de Agua. 
vii) Propuesta de suministro de agua para los usuarios actuales y futuros del sector, 

planteada para un período mínimo de 10 años, previa consulta al Plan Maestro del 
Acueducto del Cantón y al Área de Servicios Públicos sobre las condiciones de operación 
del sistema de acueducto municipal. 

viii) Propuesta para tratamiento de aguas residuales. 
ix) Propuesta sistemas de conducción y amortiguamiento de pluviales antes de ser vertidos a 

cauces que provoquen inundaciones hacia aguas abajo. Dicha propuesta deberá incluir el 
cálculo de pluviales y sus soluciones para una intensidad de lluvia con una frecuencia de 



10 años y un estudio del impacto del desfogue de los pluviales del proyecto en la 
infraestructura externa existente. 

x) Propuesta de acciones en materia de ampliación y señalamiento vial.  
xi) Propuesta de acciones del proyecto que aseguren un desarrollo urbano ordenado y 

proporcionado y garanticen un impacto ambiental urbano mínimo, que refleje la 
responsabilidad social del proyecto planteado. 

xii) Cronograma de ejecución preliminar del proyecto. 
xiii) Documento idóneo del representante legal o de la sociedad cuando se es persona 

jurídica. 
xiv) Llenar y firmar solicitud de disponibilidad de agua. 

(Subrayado no es del original) 
 
8. Que coincidimos con la apreciación contenida en el Dictamen LA-MB-018-2005 del Lic. Luis 

Antonio Alvarez Chaves que el Concejo Municipal mantiene la posibilidad de valorar a partir de 
la información mínima exigida en esta política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria de la 
disponibilidad de agua al señalar “En este aspecto y en esta materia tan sensible por afectar los 
derechos fundamentales de los habitantes del Cantón de Belén, no podría considerarse que el 
Concejo Municipal habría de modo alguno renunciado a la discrecionalidad que le corresponde 
en la valoración de los intereses locales y que le han sido conferidos por el artículo 169 
constitucional, concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 13 inciso d) del Código 
Municipal, dado que esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en un Reglamento, que 
en tal caso podría ser inconstitucional en la medida que afecte esa valoración amplia requerida 
en materia de la administración de los intereses locales.” Precisamente es en ese marco de 
discrecionalidad donde se ubica la Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano en el 
Cantón de Belén aprobada, la cual busca una proporcionalidad y gradualidad en el crecimiento 
habitacional, considerando el legítimo derecho de los ciudadanos de desarrollar sus bienes 
inmuebles, sin dejar de lado la valoración de los derechos fundamentales de los habitantes del 
Cantón. 

 
9. Que diferimos del criterio de mayoría en cuanto a que la potestad discrecional de autorizar o 

denegar el suministro de agua que presta la Municipalidad debe fundamentarse en motivos 
reales que justifiquen cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que tal discrecionalidad se 
encuentra sujeta a los dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la 
Administración. En este caso, la mayoría de las argumentaciones expuestas parten de 
denuncias públicas sobre la vulnerabilidad de los recursos hídricos subterráneos en el Valle 
Central. 

 
10. Que uno de los argumentos más invocados es la oportuna información aparecida en un artículo 

del Periódico La Nación del 14 de abril del 2005, página 4A, titulado “Aumentan posibles agentes 
de cáncer en fuentes de agua”, que ante declaraciones del Dra. Jenny Reynolds de la UNA 
apunta “…El nivel máximo de nitrato recomendado es 10 microgramos por litro. Una fuente como 
Ojo de Agua en Belén, llegó a registrar un 9.94 por ciento y otro como Belén, en el mismo 
cantón, un 18.94...” Además se señala que “…El estudio citó que aunque la presencia de VOC 
no alcanza niveles tóxicos para la salud, es preocupante que hayan ingresado a los acuíferos 



subterráneos e incluso a los más profundos. De 32 fuentes evaluadas, se halló presencia de 
VOC en nueve, de las cuales cinco son usadas para abastecimiento público...”  

 
11. Que precisamente el estudio de Delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en el 

Área de Influencia de los Manantiales del Cantón de Belén: Manantiales de Ojo de Agua, San 
Antonio, Los Sánchez, La Gruta y Puente Mulas, realizado en el año 1995 por el Departamento 
de Hidrogeología de la Dirección de Estudios Básicos del SENARA, había evidenciado estas 
vulnerabilidades, aspecto fundamental en la zonificación contenida en el Plan Regulador vigente: 

 
Manantial de Ojo de Agua: Brota del acuífero Barba específicamente del Miembro Bermúdez, por lo 
que sus características hidráulicas, áreas de recarga y alteraciones en la calidad del agua están 
intrínsecamente relacionados con el comportamiento y estructura del acuífero mismo. 
 
De acuerdo a la OMS, la concentración máxima permisible para consumo humano de nitratos es de 
50 mg/l y el A y A toma un valor más conservador de 45 mg/l. 
 
La presencia de nitratos en las aguas subterráneas obedece a varios factores: 
 
1. La concentración natural de nitratos en el acuífero, de acuerdo a Rodríguez (1993) es 
aproximadamente 1 mg/l de NO3 como nitrógeno (NO3-N). 
 
2. El aporte de nitrógeno al acuífero por desechos fecales.   
Se estima que la masa de nitrógeno producido por persona en su materia fecal es de 4 kg/año 
(CEPIS, 1991) la cual es distribuida diariamente y diluída en el flujo de retorno y de la cual sólo un 
50% del nitrógeno es lixiviado hacia las aguas subterráneas. (Walker et al 1973; Thompson & Foster, 
1986 en Rodríguez, 1993). 
 
3. El aporte de agroquímicos en las áreas de cultivos. 
De acuerdo a Reynolds (1990) la cantidad de fertilizante aplicado en la zona norte de Heredia es de 
300 kg N/ha/año. De esa cantidad se estima que un 75 % es tomado por las plantas, se evapora, se 
absorbe y/o sufre otros procesos; por lo que sólo un 25% es capaz de alcanzar el acuífero. 
(Rodriguez, 1993). 
 
De los análisis físico-químicos realizados por el A y A las concentraciones de nitratos no superan los 
28 mg/l este resultado se considera como un valor intermedio de nitratos en las aguas y por lo tanto 
se debe de tener precaución por un posible aumento, por eso es importante realizar muestreos 
periódicos y así determinar cambios temporales de concentración. 
 
Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en las figura No. 12 y 13 . 
ZONA 1:  ZONA DE PROTECCIÓN ABSOLUTA: En este sector el radio de protección al Manantial de 
Ojo de Agua es de aproximadamente 250 m. Esta distancia se determinó con base en los datos 
anteriormente expuestos y pretende evitar la contaminación al Manantial tanto por la infiltración de 
fluidos contaminantes como por los que puedan discurrir por las pendientes del terreno circundante. 
 



Manantial de San Antonio: El acuífero Barba es el que alimenta al manantial de San Antonio y se 
alberga en las lavas del Miembro Bermúdez de la Formación del mismo nombre que se encuentra 
cubierto en algunos sectores por los materiales que comprenden al Miembro Carbonal los cuales 
presentan espesores variables en todo el área de estudio, debido a la génesis de depositación del 
mismo. 
 
En este caso se considera que la cercanía de cafetales al manantial ha perjudicado la calidad química 
del mismo, por ello es importante realizar un control continúo todo el año para verificar los valores 
máximos de nitratos en el acuífero y aplicar la zonificación recomendada para este manantial. 
 
Además es importante analizar el control cruzado de laboratorios que se presentó en la tabla anterior, 
debido a que no existe consistencia en el resultado de nitratos presentado por la UNA en relación con 
los otros laboratorios.  Esto puede ser debido a la sensibilidad del método empleado para su medición. 
 
De la TABLA No.3 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores sobre nitratos: 
 

ION (mg/l) 
AQYLASA 

23/8/94 
UNA(*) 

22/88/92 
ICE 

 8/8/92 
A Y A 

3/12/91 
A Y A 

26/2/92 
A Y A 

04/12/92 
A Y A 

21/09/93 

NITRATOS 30 ND;0.122 30 40 38 45 52 

 
Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en la figura No. 13. 
 
ZONA 1:  En este sector el radio de protección al Manantial de San Antonio es de 220 m.  Esta distancia 
se determinó con base en los datos anteriormente expuestos y pretende evitar la contaminación al 
Manantial tanto por la infiltración de fluidos contaminantes como por los que puedan discurrir por las 
pendientes del terreno circundante.. Los límites laterales corresponden con el límite del acuífero y 
aproximadamente con el río Burio, debido a que las direcciones de los tubos de flujo y las disposiciones 
de las isofreáticas indican la influencia de esta área en el Manantial. 
 
Manantial Puente Mulas: El acuífero que compone al manantial Puente Mulas no corresponde con el 
de los manantiales Ojo de Agua, San Antonio, Los Sánchez y La Gruta. 
 
El acuífero Colima Superior alimenta al manantial Puente Mulas y se alberga en las lavas del Miembro 
Linda Vista de la Formación Colima, este se encuentra cubierto en algunos sectores por los materiales 
que comprenden a la Formación Tiribí, los cuales presentan espesores variables en todo el área de 
estudio. 
 
Es importante resaltar que sistema Puente Mulas presenta concentraciones de nitratos relativamente 
altas, sobre todo si se considera que el acuífero Colima Superior está cubierto en casi toda su extensión 
por una gruesa cubierta de materiales piroclásticos de la Formación Tiribí. Esto puede estar indicando 
que existe contaminación por fertilizantes y aguas negras que ya ha alcanzado a los mantos acuíferos 
más profundos del Valle Central. 
  
De la TABLA No 2 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores sobre nitratos: 



.   
ION (mg/l) 14/12/87 01/02/88 03/06/91 04/07/91 29/05/95 

NITRATOS 34 32 22 29 16 

 
Debido a la limitante de que existen pocos datos acerca de las permeabilidades de la Formación Tiribí 
en el área de estudio y el cálculo realizado utilizando la fórmula de Darcy,  se recomienda para el caso 
del manantial Puente Mulas que se limite un área como ZONA 1, de protección absoluta de 200 metros 
de acuerdo a la Ley Forestal No. 7174, Artículo 68, inciso 1. (figura No. 7). 
 
Manantial de Los Sánchez: El acuífero Barba es el que alimenta al manantial de Los Sánchez y se 
alberga en las lavas del Miembro Bermúdez de la Formación del mismo nombre que se encuentra 
cubierto en algunos sectores por los materiales que comprenden al Miembro Carbonal, los cuales 
presentan espesores variables en todo el área de estudio debido a la génesis de depositación del 
mismo. 
 
De acuerdo al diagrama de Piper para clasificación de aguas (fig. 7) el manantial Los Sánchez clasifica 
como aguas hidrocarbonatadas cálcicas con transición a magnésicas y de acuerdo a las normas de 
potabilidad recomendadas por el AyA y la Organización Mundial de la Salud los iones analizados son 
aceptables para consumo humano 
. 
De la TABLA No 3 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores sobre nitratos: 
 

ION (mg/l) 
UNA 

17/10/94 
AQYLASA 
14/10/94 

ICE 
27/9/94 

NITRATOS 16.6 12.0 11.2; 11.7 ** 

 
Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en la figura No. 13. 
 
ZONA 1:  En este sector el radio de protección al Manantial de Los Sánchez es de 280 m.  Esta 
distancia se determinó con base en los datos anteriormente expuestos y pretende evitar la 
contaminación al Manantial tanto por la infiltración de fluidos contaminantes como por los que puedan 
discurrir por las pendientes del terreno circundante.  Los límites laterales corresponden con el límite del 
acuífero y el río Segundo. 
 
12. Que en los últimos años la Municipalidad de Belén ha venido realizando monitoreos de los 

manantiales y pozos que alimentan los acueductos municipales, cuyos resultados fueron 
tabulados por el Area de Servicios Públicos. En ninguno de los muestreos realizados se supera 
la norma de concentración máxima permisible para consumo humano de nitratos de 45 mg/l o 
bien de 10 mg/l de NO3 como nitrógeno (NO3-N). En la siguiente tabla se muestran los 
resultados señalados:  

 
Nitratos presentes en los pozos y nacientes del Acueducto Municipal 1998-2004 

 



Nitratos Asunción Chico Nuevo Sánchez Mango San Antonio Soledad  
Santa. 

Bárbara 
Doña 

Claudia 
Doña 
Rosa 

Parque 
Residencial 

       1 2   1 2           

Feb-05 3,40 3,01 3,01 3,18 3,42 4,11 2,67 3,56 2,89 3,88 3,02 2,55 3,15 

May-04 11,70 3,76 4,11 3,79 3,92 3,80 4,06 4,07 4,06 3,02 4,20 7,54 7,43 

Dic-03 12,80 10,30 8,60 10,80 7,60 5,40 11,60 10,60 6,50 4,40 9,70 3,10 2,80 

Set-03 0,16 0,18 0,17 0,19   0,18 0,18 0,21     0,20 0,17 0,19 

Dic-02 0,62 0,78 1,24 0,65 0,65 1,66 2,88 2,88 1,44 0,35 1,03 0,30 0,24 

Jul-02 1,74 0,58 1,78 0,92 0,92 1,27 2,72 3,35 2,56 2,79 0,51 0,53 0,15 

Dic-01     2,10 2,13 2,13 3,00               

Abr-01 3,00 4,00 4,00 3,00 3,00 5,00 0,60 0,60 0,60 0,60 4,00 0,60 2,00 

Oct-00 3,80 2,54 2,10 2,30 2,30 3,00 3,40 2,90 3,20 0,08 1,20 2,63 1,22 

Mar-00 4,50 3,40 3,70 4,50 4,50 4,30 3,90 4,50 3,90 0,70 5,10 6,20 6,50 

Set-99 3,00 12,20 14,40 12,20 12,20 13,40 14,40 8,00 3,00 0,70 2,40 3,00 11,40 

Mar-99 3,00 9,60 14,40 11,40 11,40 12,20 13,40 8,00 1,10 0,20 0,80 2,40 1,40 

Set-98 10,70 5,40 10,40 7,20 7,20 12,00 14,00 10,20 9,20 3,80 1,30 2,60 11,00 

Mar-98 14,90 14,20 23,40 13,20 13,20 20,50 19,80 26,30 13,70 6,20 22,60 3,10 1,80 

 
Componentes Volátiles muestreados en Marzo del 2005 

       

Pozo o Naciente Nombre Propiedad de: VOC´s O.C. Fecha Muestreo Acuifero 

AB 1234 Nuevo Municipalidad de Belén 0 0 01/03/2005 Barba 

AB 2882 Los Mangos Municipalidad de Belén       Barba 

Naciente San Antonio Nº 1 Municipalidad de Belén 0   25/02/2005 Barba 

  San Antonio Nº 2 Municipalidad de Belén 0   25/02/2005 Barba 

Naciente La Gruta, Asunción Privado 0   01/03/2005 Barba 

Naciente Los Sánchez Municipalidad de Belén 0,5 0 01/03/2005 Barba 

 
13. Que es más que evidente que la zonificación impuesta por el Plan Regulador a los manantiales y 

pozos en el cantón de Belén ha permitido controlar las cargas contaminantes por nitratos y si 
hay indicios de ellos son productos de prácticas agrícolas y el creciente desarrollo urbano hacia 
el este y noreste de Belén, lo cual sin duda alguna debe ser mitigado con alcantarillado sanitario. 
Asimismo, el caso de presencia VOC corresponde a un derrame localizado fuera del cantón para 
lo cual se debe prestar mayor atención al almacenamiento y trasiego de hidrocarburos cerca de 
pozos.  

 
14. Que las denuncias planteadas por la Dra. Reynolds, informe del que a la fecha no se ha podido 

obtener tiene copia, y otros aportes sobre la problemática de contaminación de acuíferos en el 
Calle Central por supuesto que son de recibo, y la Municipalidad de Belén ha hecho esfuerzos 
desde hace muchos años en esta materia, incluyendo la protección de manantiales y pozos, 
establecimiento de una Area de Servicios Públicos que entre otras funciones monitorea dichas 
fuentes, y constitución de una Unidad Ambiental. Por supuesto que falta mucho camino por 
recorrer para el tratamiento de las aguas residuales, establecimiento de planes reguladores en 
los cantones que comparten las cuencas de los ríos Bermúdez y Quebrada Seca y zonas de 



recarga de los acuíferos Barva y Colimas, así como normativa más estricta por el Ministerio de 
Salud y MINAE para los vertidos de procesos agrícolas, industriales y domiciliares. 

 
15. Que consideramos inoportuno, alarmista y carente de sustento técnico la argumentación para 

denegar disponibilidad de agua basado en la tesis del Principio Precautorio y el Principio In 
Dubio Pro Natura, pues la Municipalidad al igual que hoy, desde la década de los 90´s viene 
trabajando bajo el principio de que el desarrollo urbano del cantón se dará en armonía con el 
ambiente, el progreso de su gente y sus intereses. No en vano el Décimo Informe del Estado de 
la Nación del año 2004 señala que Belén comparte con Flores y Montes de Oca el primer lugar 
en índice de rezago social, el segundo lugar en índice de desarrollo social y el sétimo lugar en 
índice de desarrollo humano. Esto no es una casualidad, es producto de muchos factores, uno 
de ellos es que agua, ambiente y desarrollo se han dado la mano en este pequeño territorio. 

 

POR LO TANTO, ante lo expuesto no podemos votar la disponibilidad de agua potable para el 
proyecto denominado Condominio la Arboleda, presentado por GRUPO ROBLE INTERNACIONAL 
DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; DESARROLLO LOS PINOS 
DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A., bajo la tesis seguida por el Principio 
Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura. 

SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Mariana Chaves Rodríguez, 
Marco Tulio Chacón Sánchez, Lorena Venegas Zumbado Y DOS EN CONTRA DE LOS 
REGIDORES Erick Villegas González y William Murillo Montero:  Sostener la tesis seguida por el 
Principio Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura en resguardo a los derechos fundamentales 
de los habitantes del cantón de Belén consagrados en el artículo 50 de la Constitución Política y 
rechazar la solicitud de disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio la 
Arboleda, presentado por GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; 
PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y 
PARQUE CENTRAL, S.A., denegando la disponibilidad de agua potable para dicho proyecto. 

ARTICULO 8.  En virtud de estar pendiente la discusión y votación, de la solicitud que ha 
presentado, VIVICOM DESARROLLOS S.A. y MONTARAS DEL NORTE S.A. con el fin de que se 
les otorgue disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio Paseo del 
Parque, esta presidencia plantea las siguientes consideraciones y la respectiva propuesta de 
acuerdo : 

RESULTANDO.  Conoce este Concejo Municipal de la solicitud que ha presentado VIVICOM 
DESARROLLOS S.A. y MONTARAS DEL NORTE S.A. con el fin de que se les otorgue 
disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio Paseo del Parque, en 
razón de los cual este Concejo procede a dar respuesta, con fundamento en las siguientes 
consideraciones: 

CONSIDERANDO 



PRIMERO: Que el artículo 169 de la Constitución Política, los artículos 4º y 113 de la ley General de 
la Administración Pública, el artículo 58 inciso 6 de la Ley de Planificación Urbana, los artículos 3º y 
4º inciso c del Código Municipal, La  ley de Aguas, la Ley General de Agua Potable, La Ley General 
de Salud, el Reglamento para la calidad de Agua Potable, los artículos 4º, 5º y 11 del Reglamento 
para la Operación y administración del Acueducto de la Municipalidad, y las Políticas de Requisitos 
mínimos para la Valoración de Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de 
Estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos residenciales emitida 
por la Municipalidad de Belén, consagran la competencia exclusiva de la Municipalidad de Belén, de 
atender lo intereses y servicios locales de su jurisdicción, específicamente en lo referente al servicio 
de agua potable del Cantón de Belén. 

SEGUNDO: Que la Jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha 
reconocido las atribuciones citadas en el aparte anterior, a través de las resoluciones 1684-91,3019-
91, 6706-93,144-95, 1108-96, 2002-08696, 5445-99,y 2001-00591, entre otras.  De interés para la 
resolución de la petición que se presenta en este momento consideramos oportuno indicar que la 
Sala Constitucional desde hace mucho años ha dejado claro en sus resoluciones que “la esfera de 
competencia y definición de atribuciones que tienen encomendadas las municipalidades se 
determinan en la propia Carta Fundamental, en tanto se refieren estrictamente a lo "local". Debe 
entenderse el mandato constitucional como una reserva de competencia material en favor de los 
gobiernos locales y de su reglamento para definir "lo local", ámbito que sólo puede ser reducido por 
ley -por tratarse de materia constitucional y de un verdadero derecho a favor de estas instituciones-, 
de manera tal que conduzca al mantenimiento de la integridad de los servicios e intereses 
locales”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil 
novecientos noventa y nueve). 

Pero además de lo anterior, la Sala Constitucional ha sido mucho más amplia al explicar los 
verdaderos alcances de la autonomía municipal en lo que al manejo político administrativo de los 
intereses locales se refiere; situación que en el caso que nos ocupa en relación a la solicitud de 
disponibilidad de agua potable para el proyecto que se pretende desarrollar, adquiere una mayor 
relevancia, dado que estamos en presencia del recurso hídrico, el cual resulta un recurso estratégico 
para la actuación y gestión municipal en todos su ámbitos; un recurso que en caso de llegar a faltar 
(total o parcialmente) afectaría la esencia misma de esta Municipalidad, su razón de ser y que es EL 
PUEBLO, LA COMUNIDAD DE BELEN.  Siendo así es claro entonces que bajo esta autonomía 
municipal tenemos más que el derecho, LA OBLIGACIÓN de velar por el resguardo y salvaguarda 
de los intereses locales que demodo alguno puedan afectar a la comunidad de Belén; autonomía 
que para el caso que nos ocupa ha sido dimensionada por la Sala Constitucional como “la capacidad 
de fijación de planes y programas del gobierno local, por lo que va unida a la potestad de la 
municipalidad para dictar su propio presupuesto, expresión de las políticas previamente definidas 
por el Concejo, capacidad, que a su vez, es política. Esta posición coincide con la mayoritaria de 
la doctrina, en la que se ha dicho que el rango típico de la autonomía local reside en el hecho de que 
el órgano fundamental del ente territorial es el pueblo como cuerpo electoral y de que, 
consiguientemente, de aquél deriva su orientación política-administrativa, no del Estado, sino 
de la propia comunidad, o sea, de la mayoría electoral de esa misma comunidad, con la 
consecuencia de que tal orientación política puede diverger de la del Gobierno de la República y aún 
contrariarla, ahí donde no haya correspondencia de mayorías entre la comunidad estatal y la 



local”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil novecientos 
noventa y nueve). 

Siendo así, mal haría este Concejo Municipal en adoptar acuerdos, que como actos administrativos, 
no se orienten a proteger la esfera de intereses del pueblo belemita como origen de su propia 
existencia, de su autoridad y finalmente de su autonomía, instituida por el constituyente 
precisamente para garantizar esa independencia de acción para la protección de tales intereses 
locales. 

TERCERO: Que en razón de lo anterior la Municipalidad de Belén, está obligada a controlar la 
disponibilidad del recurso hídrico que administra como un servicio propio de su esfera competencial, 
para lo cual debe considerar el establecer un crecimiento planificado y controlado de todo proyecto 
constructivo que requiera del servicio de agua potable, atendiendo a los criterios de densidad y 
cobertura, contenidos en el Plan Regulador del Cantón de Belén, entre otros,. 

CUARTO: Que en el ejercicio de las Potestades de Imperio y sobre todo de la Autonomía Municipal, 
la Municipalidad de Belén puede y sobre todo DEBE en virtud del mandato delegado por el pueblo 
de Belén, regular y establecer políticas en todas las áreas de su quehacer, a fin de garantizar una 
prestación adecuada de los servicios. 

QUINTO: SOBRE LA POLÍTICA MUNICIPAL DENOMINADA “REQUISITOS MÍNIMOS PARA 
VALORACIÓN DE DISPONIBILIDAD DE AGUA PARA DESARROLLOS HABITACIONALES O 
ETAPAS DE ESTOS, A CONTABILIZAR EN URBANIZACIONES, FILIALES DE CONDOMINIOS Y 
COMPLEJOS RESIDENCIALES”  Que el acuerdo del Concejo Municipal tomado en la sesión 
ordinaria número 44-2004, y publicado  en La Gaceta número 147 del miércoles 28 de julio de 2004, 
no corresponde a un Reglamento, sino a una “Modificación de la Política de Regulación Anual de 
Crecimiento Urbano”; siendo claro que no se está en presencia de una regulación reglamentaria, 
sino programática de los intereses locales propios que administra y debe resguardar la 
Municipalidad, que ha sido emitida por   el Concejo Municipal de Belén en ejercicio de su autonomía 
política y en estricto apego a lo indicado por la Sala Constitucional, quien ha dicho “..., que la 
autonomía política es una posición jurídica, que se expresa en la potestad de conducir una 
línea política propia entendida como posibilidad, en orden a una determinada esfera de 
intereses y competencias, de establecer una línea propia de acción o un programa propio, 
con poderes propios y propia responsabilidad acerca de la oportunidad y la utilidad de sus 
actos.” ”.(Voto 5445-99 de las catorce horas con treinta minutos del catorce de julio de mil 
novecientos noventa y nueve). 

Por lo anterior es claro que este Concejo Municipal siempre ha mantenido la posibilidad de valorar a 
partir de la información mínima exigida en dicha política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria 
de la disponibilidad de agua. En este aspecto y en esta materia tan sensible por afectar los derechos 
fundamentales de los habitantes del Cantón de Belén, no podría considerarse que el Concejo 
Municipal habría de modo alguno renunciado a la discrecionalidad que le corresponde en la 
valoración de los intereses locales y que le han sido conferidos por el artículo 169 constitucional, 
concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 13 inciso d) del Código Municipal, dado que 
esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en un Reglamento, que en tal caso podría ser 



inconstitucional en la medida que afecte esa valoración amplia requerida en materia de la 
administración de los intereses locales.  En el mismo sentido, se hace necesario precisar, que se 
deben interpretar las disposiciones del Concejo Municipal, en la dirección más racional, en la que 
mejor corresponda al bienestar de la Colectividad Belemita, acorde a las necesidades y 
conveniencias del pueblo integrante del Cantón. Es decir, para su correcta interpretación las normas 
inmersas en el ordenamiento jurídico vigente, deberán relacionarse con la realidad social del tiempo 
en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas. Además, 
las reglamentaciones municipales, así como las normas jurídicas no deben interpretarse 
aisladamente sino en armonía con otras que regulen la misma materia o sean conexas." (BRENES 
CORDOBA, Alberto; Tratado de las Personas, Volumen I, San José, Editorial Juricentro, 1986, pp. 
74- 75, 76-77)  

Por lo anterior que este Concejo Municipal haya establecido la política de “Valoración de la 
Disponibilidad de Agua Potable”, implica, y así debe entenderse, que con el cumplimiento de las 
condiciones indicadas en dicho documento, el solicitante del servicio o los servicios, adquiere el 
irrestricto derecho a que su solicitud sea valorada de conformidad con los principios elementales de 
la ciencia, la técnica, la justicia, la lógica o conveniencia, de acuerdo a las condiciones del momento 
en que se debe tomar la decisión, mediante la aplicación de la Potestad discrecional del Gobierno 
Municipal en esta valoración, la cual evidentemente debe considerar la no afectación de una 
colectividad con derechos fundamentales constitucionalmente consagrados, por los que este 
Concejo Municipal debe velar.  En el mismo sentido se debe comprender, que con la presentación y 
cumplimiento de las condiciones solicitadas al administrado en la política de “Valoración de la 
Disponibilidad de Agua Potable”, lo que se pretende, es previamente someter a nivel interno, la 
valoración de la disponibilidad de agua potable que pueda ser abastecida, a los nuevos solicitantes 
juntamente con la totalidad  de la población actual; sin que sea posible que esto implique de modo 
alguno obligatoriedad de otorgar tal disponibilidad ante la posibilidad de que uno u otro (solicitante y 
comunidad) puedan verse afectados por un desabastecimiento, en cantidad o calidad del agua. Por 
consiguiente tal otorgamiento de una disponibilidad de agua debe contar con los elementos de juicio 
suficientes para proceder afirmativa o negativamente, y así poder determinar la viabilidad de dicho 
otorgamiento.  Es decir, el cumplimiento de las políticas de regulación, de manera alguna implica 
que el Concejo Municipal esté en la obligación de otorgar dicho servicio.  

Cabe destacar y reiterar, que dentro de la etapa previa de Valoración propia del Concejo Municipal 
en cuanto a la disponibilidad de agua, además de las condiciones requeridas al urbanizador, o 
cualquiera que sea su denominación, se debe garantizar a la población del Cantón, que el servicio 
que se les brinda actualmente, no desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este 
peligro evidentemente no solo se limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua 
potable suministrada.  De ahí que, estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de la 
Administración Municipal de otorgar o no los servicios solicitados, por un asunto de conveniencia 
colectiva, como corolario del respeto a los derechos fundamentales de los munícipes del cantón que 
se puedan ver afectados con una decisión que no se ajuste a esos criterios de conveniencia que el 
Concejo Municipal debe valorar. 

SEXTO: Que respecto al tema de las potestades regladas y discrecionales de un acto administrativo 
relacionado con el principio de legalidad que rige toda actuación de la Administración Pública, debe 



recordarse que un principio fundamental de todo el actuar administrativo es el contenido en los 
numerales 11 de nuestra Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública; 
esto es el principio de legalidad, de acuerdo con el cual la Administración se encuentra sujeta a todo 
el ordenamiento jurídico y sus funcionarios públicos no pueden arrogarse facultades que la Ley, y 
el ordenamiento jurídico nos les concede.  Así las cosas, toda actuación administrativa debe estar 
autorizada en el ordenamiento jurídico. Ello no significa que todos y cada uno de los elementos del 
acto deban estar previstos en el ordenamiento jurídico, pero sí debe estar expresamente previsto su 
ejercicio. Así, aquellos aspectos que se encuentren regulados expresamente son de obligatorio 
acatamiento para los funcionarios públicos. En otras ocasiones el ejercicio de la potestad remite a la 
estimación subjetiva de la Administración, sujeta a los límites que en cuanto a discrecionalidad 
contiene nuestro ordenamiento (véase por ejemplo los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la 
Administración Pública). (Ver sobre el tema Dictamen de la Procuraduría General de la República 
número C-181-2003, del 16 de junio del 2003). 

Doctrinariamente se distingue entre las potestades regladas y las discrecionales de la siguiente 
forma:  "El ejercicio de las potestades regladas reduce a la Administración a la constatación 
(accertamento, en el expresivo concepto italiano) del supuesto de hecho legalmente definido de 
manera completa y a aplicar en presencia del mismo lo que la propia Ley ha determinado también 
agotadoramente. Hay un proceso aplicativo de la Ley que no deja resquicio a juicio subjetivo 
ninguno, salvo a la constatación o verificación del supuesto mismo para contrastarlo con el tipo legal. 
La decisión en que consista el ejercicio de la potestad es obligatoria en presencia de dicho supuesto 
y su contenido no puede ser configurado libremente por la Administración, sino que ha de limitarse a 
lo que la propia Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo…   Por diferencia 
de esa manera de actuar, el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta 
un elemento sustancial diferente: La inclusión en el proceso aplicativo de la Ley una estimación 
subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que condiciona el 
ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa estimación 
subjetiva no es una facultad extra–legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración, anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter. (…) No hay, pues, discrecionalidad al 
margen de la Ley, sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya 
dispuesto." (Eduardo García de Enterría y Tomás–Ramón Fernández, Curso de Derecho 
Administrativo, Editorial Civitas, España, 1978, pág. 268)" (Dictamen C-174-98 de 20 de agosto de 
1998). 

  

En lo que estamos claros, es que el Concejo Municipal, tiene la potestad discrecional de autorizar o 
denegar el suministro de los servicios que presta, cuando existan motivos reales que justifiquen 
cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que  tal discrecionalidad se encuentra sujeta a los 
dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública, que a la letra 
disponen:  "Artículo 15.-  1. La discrecionalidad podrá darse incluso por ausencia de ley en el 
caso concreto, pero estará sometida a los límites que le impone el ordenamiento jurídico 
expresa o implícitamente, para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable. 2. El Juez 



ejercerá contralor de legalidad sobre los aspectos reglados del acto discrecional y sobre la 
observancia de sus límites.  
 

Artículo 16.-  1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la 
ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 2. El 
Juez podrá controlar la conformidad de estas reglas no jurídicas de los elementos discrecionales del 
acto, como si ejerciera contralor de legalidad.  
 

Artículo 17.-  La discrecionalidad estará limitada por los derechos del particular frente a ella, 
salvo texto legal en contrario." (Los resaltados no son del original).  Y sobre el tema de la 
discrecionalidad, la Sala Constitucional ha señalado que:  "En el ejercicio de su actividad 
discrecional la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no jurídicos, vale decir, no 
legislativos, constituidos por datos que, en la especie concreta, se vinculan a exigencias de la 
técnica o de la política, y que representan el mérito, oportunidad o conveniencia del respectivo acto; 
al emitir éste, la Administración debe acomodar su conducta a dichos actos, valorándolos, de ahí lo 
discrecional de su actividad.- En el proceso teleológico que se verifica en la emisión del reglamento 
de ejecución, la Administración debe acatar los límites de la ley y a su vez agregar experiencia y 
juicios propios.- Es una valoración de las circunstancias que rodean la materia. La potestad 
discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores." 
(Resolución Nº 2478-94 de 26 de mayo de 1994).  En el mismo sentido, pero en fecha más reciente, 
la Sala Constitucional ha afirmado lo siguiente:  

"I. - BENEFICIOS Y DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA.- En el Estado de Derecho, la 
actuación de la Administración Pública se desarrolla dentro del orden jurídico y de acuerdo con los 
fines de la ley. Este principio esencial puede hallar satisfacción en grados diferentes, dando lugar a 
dos formas en que la Administración ejerce su poder: la actividad reglada, o vinculada, y la actividad 
discrecional. Así, los actos que la Administración emite en ejercicio de una u otra de ellas son 
llamados actos reglados o discrecionales, respectivamente. Si bien, ambos tipos de actividad 
persiguen ejecutar la ley, entendida aquí en un sentido amplio (Constitución, ley formal y ley 
material), en el ejercicio de la primera –la actividad reglada–, la Administración permanece 
estrictamente vinculada a una o más normas cuyo contenido establece reglas precisas de conducta, 
que deben ser observadas celosamente, y que predeterminan y reglan la emisión del acto 
resultante. Es por esta razón que, comúnmente, se habla de una predeterminación específica de la 
conducta administrativa: en presencia de una determinada situación de hecho, se espera que la 
Administración adopte una decisión también determinada; en otras palabras, ella puede elegir entre 
varias posibles decisiones qué conducta a seguirse le está señalada de antemano por la regla de 
derecho. En el ejercicio de la actividad discrecional, en cambio, la Administración actúa con mayor 
libertad, ya que su conducta no está predeterminada por normas legales, sino por una finalidad 
legal (o supra legal) que la actividad administrativa está llamada a realizar. Por consiguiente, se ha 
afirmado que esta predeterminación de la conducta administrativa puede calificarse de genérica. La 
Administración no está aquí constreñida por una norma a adoptar determinada decisión: en 
presencia de determinados hechos o situaciones, queda facultada para valorarlos o apreciarlos, y 
resolver luego si, de acuerdo a tales hechos o situaciones, se cumple o no la finalidad perseguida 
por la norma. Por ello, se ha afirmado que más que un juicio de legalidad, la Administración realiza 



aquí un juicio de oportunidad, pues al respecto la Administración tiene libertad para la selección de 
criterios y de fórmulas. Sin embargo, la dicotomía resultante en la actividad administrativa según si 
ésta es reglada o discrecional, es, de alguna manera, más aparente –epidérmica, si se quiere– que 
real: en efecto, sin importar si la actividad administrativa se desarrolla de uno u otro modo, se 
entiende que debe desenvolverse siempre dentro del ámbito jurídico–legal. Por eso se ha dicho, 
con acierto, que la división de la Administración en reglada y discrecional, vale como clasificación 
de los modos de ejecutarse la ley. En ejercicio de la actividad reglada la Administración actúa de 
acuerdo a normas legislativas, sean éstas formales o materiales. En contraste, en el ejercicio de su 
actividad discrecional, la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no legislativos –pues 
la actividad administrativa en este caso no está predeterminada por normas legales, sean éstas 
constitucionales o meramente legislativas, formales o materiales–, pero en el entendido de que tal 
actividad queda determinada, por un lado, por datos revelados por la técnica o la política con 
relación al caso concreto que se considere (datos que representan el mérito, oportunidad o 
conveniencia del acto) y, por el otro, por una finalidad esencial que le impone el ordenamiento 
jurídico. Por lo tanto, al emitir el acto discrecional, la Administración debe acomodar su conducta a 
dichos datos, valorándolos de conformidad con el objetivo perseguido –de ahí lo discrecional de su 
actividad –; y por eso se ha dicho que potestad discrecional es, pues, elección de comportamiento 
en el marco de una realización de valores. De ahí que, a la sazón, potestad discrecional significa 
que el orden jurídico presta validez jurídica a todo medio considerado como adecuado para la 
realización del valor de que se trate. En este punto, queda claro que aunque se califique a la 
actividad discrecional de la Administración como enteramente libre, en realidad su ejercicio ha de 
mantenerse dentro del ámbito que le es impuesto por el orden jurídico vigente, que obliga al órgano 
administrativo a respetar celosamente la finalidad de la norma y los respectivos valores morales que 
la informan (el elemento moral es fundamento indispensable de todo acto administrativo, sea éste 
reglado o discrecional). En consecuencia, discrecionalidad no equivale –ni puede equivaler– a 
arbitrariedad. La primera está rodeada de juridicidad; la segunda de antijuridicidad. Así, el acto 
administrativo discrecional es necesariamente legítimo y el acto arbitrario, en cambio, es siempre 
ilegítimo: el acto administrativo discrecional tiende a satisfacer los fines de la ley, es decir, los 
intereses públicos, mientras que el acto arbitrario, aun aparentando a veces legitimidad, se aparta 
de la finalidad a que el acto emitido debe responder, y produce el vicio conocido como desviación 
de poder. La diferencia entre acto discrecional y acto arbitrario es evidentemente teleológica. La 
arbitrariedad, se ha dicho, hace caso omiso de los fines de la ley para evadirlos o contrariarlos. Y 
aunque ambas –discrecionalidad y arbitrariedad– están inmersas en la noción del ejercicio de 
libertad, en realidad son sustancialmente diferentes, en virtud de que la primera responde al 
ejercicio de una libertad que se ve limitada por el fin a que debe responder el acto correspondiente, 
en tanto que la segunda se corresponde con una libertad desenfrenada y mal orientada. 
Consecuentemente, cualquier acto discrecional de la Administración debe ser capaz de resistir una 
análisis de la razonabilidad de su contenido y sus fundamentos, como es el caso de las normas 
previstas al emitirse un Reglamento como el que aquí nos ocupa." (Resolución 01-12953 de 18 de 
diciembre del 2001)  

Por lo tanto, no puede pretenderse otorgar una discrecionalidad sin restricciones, puesto que el fin 
que la norma se convierte en un parámetro para valorar la razonabilidad del acto de ejecución de 
ésta, así como los criterios de las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, los principios 
elementales de justicia, lógica o la conveniencia.  Conveniencia que al estar debidamente 



respaldada y motivada, permitiría al Concejo Municipal entrar a VALORAR en cuanto a la 
disponibilidad de agua, además de las condiciones requeridas al urbanizador, la existencia de 
condiciones que garanticen a la población del Cantón, que el servicio que se les brinda 
actualmente, no desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este peligro 
evidentemente no solo se limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua potable 
suministrada.  De ahí que, estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de otorgar o 
no los servicios solicitados, por un asunto de conveniencia colectiva, como corolario del respeto a 
los derechos fundamentales de los munícipes del cantón que se puedan ver afectados con una 
decisión que no se ajuste a esos criterios de conveniencia que el Concejo Municipal debe valorar. 

En el mismo sentido, tanto la doctrina como la jurisprudencia han definido la discrecionalidad, por 
oposición a la potestad reglada, como la "libertad de elección" del ente administrativo entre 
alternativas igualmente válidas en cuanto a motivo y contenido del acto. La Sala Constitucional ha 
manifestado al respecto:  "…característico de la potestad discrecional es la pluralidad de soluciones 
posibles como consecuencia de su ejercicio, que lleva implícita una libertad de elección, inclusive 
aplicando, de estimarse conveniente, otros criterios materiales diferentes a lo jurídico…" (Voto N° 
1684-91 de las dieciséis horas del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y uno).  "…La 
potestad discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de 
valores…" (Voto 2478-94 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de mayo de mil 
novecientos noventa y cuatro).  En ese sentido, la Sala Constitucional sigue la posición de la 
doctrina sobre el carácter de la potestad discrecional. En efecto, García de Enterría señala sobre 
este punto:  « ...el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta un 
elemento sustancialmente diferente : la inclusión en el proceso aplicativo de la Ley de una 
estimación subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que 
condiciona el ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa 
estimación subjetiva no es una facultad extra-legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter. Por eso la discrecionalidad, frente a lo que 
pretendía la antigua doctrina, no es un supuesto de libertad de la Administración frente a la norma ; 
más bien, por el contrario, la discrecionalidad es un caso típico de remisión legal : la norma remite 
parcialmente para completar el cuadro regulativo de la potestad y de sus condiciones de ejercicio a 
una estimación administrativa, sólo que no realizada por vía normativa general, sino analíticamente, 
caso por caso, mediante una apreciación de circunstancias singulares, realizable a la vez que 
precede al proceso aplicativo…… No hay, pues, discrecionalidad al margen de la Ley, sino 
justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya dispuesto". E, GARCIA DE 
ENTERRÍA, T, FERNÁNDEZ: Curso de Derecho Administrativo, I, Editorial Civitas, 1998, pp. 444.  

Cabe resaltar, que como es bien sabido, la discrecionalidad administrativa es la posibilidad que le 
otorga el ordenamiento jurídico a la Administración para elegir entre varias alternativas, a aquella 
que satisfaga de mejor manera el interés general. Desde este punto de vista, la discrecionalidad 
conlleva una actuación dentro del ordenamiento jurídico, a diferencia de la arbitrariedad, cuya 
actuación es al margen o contrapelo de éste. En el caso de la discrecionalidad, la Administración 
debe realizar una valoración de las circunstancias, para determinar cuál es la alternativa más viable 
y realizar una ponderación de intereses o una actividad tendente a la concreción del interés público. 



A diferencia de lo que ocurre con las potestades regladas, donde no existe ningún margen de 
apreciación, reduciéndose la actividad de la Administración a la comprobación del supuesto de 
hecho que prevé la norma para su ejercicio, en esta modalidad de función administrativa, la 
Administración tiene un mayor margen de actuación.  En vista de que la discrecionalidad está sujeta 
a control, para lo cual la doctrina jurídico-administrativa ha desarrollado una serie técnicas, entre 
ellas: la de los hechos determinados, la de los conceptos jurídicos indeterminados y los principios 
generales del Derecho, y que la Ley General de la Administración Pública incorpora, en sus 
numerales 16 y 17 -evidentemente se incluye el supuesto del uso de potestades discrecionales- en 
ningún caso pueden dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a 
los principios elementales de justicia, lógica y conveniencia. (Ver en este sentido dictamen de la 
Procuraduría General de la República C-213-2003, del 14 de julio del 2003). 

En el caso concreto que nos ocupa, puede verificarse del mismo objeto o materia que regula la 
política invocada, que no existe violación al ordenamiento jurídico administrativo aplicable a la 
materia, en virtud de que la decisión del Concejo Municipal no constriñe de manera alguna dicho 
ordenamiento, pues la decisión de no autorizar la disponibilidad de agua potable para la cantidad de 
pajas requeridas, implicando ello un fuerte impacto negativo para los intereses de la población del 
Cantón según la valoración realizada por el Concejo, está dentro de las facultades establecidas en el 
artículo 169 de la Constitución Política en cuanto a la autonomía municipal, y con ello evidentemente 
se habilita la potestad discrecional del Concejo Municipal sobre la materia, siendo que estamos en 
presencia de un interés evidentemente local, y regulado como parte de las políticas, cuales normas 
programáticas, que ha emitido este Concejo. 

SETIMO: Que la cantidad de pajas de agua solicitadas por el petente, se encuentra fuera del 
promedio del crecimiento del cantón, y ante los elementos técnicos que se encuentran incorporados 
al expediente administrativo que analizamos, y a los que hacemos referencia más adelante se podría 
sostener que existirá un impacto importante en el desarrollo normal del suministro del servicio, por lo 
cual, el caso requirió ser detenidamente evaluado por parte de este Concejo Municipal, recurriendo 
necesariamente a la Conveniencia del otorgamiento del servicio, además de los elementos lógicos, 
científicos y objetivos verificables técnicamente e incorporados al expediente. 

OCTAVO: Que este Concejo Municipal ha analizado responsablemente este caso, y ha estudiado 
con detenimiento el expediente administrativo de la solicitud que se analiza, verificándose que al día 
de hoy los estudios técnicos han sido debidamente incorporados al expediente, lo cual nos permite 
resolver el asunto con propiedad dotando a este acuerdo de una motivación y de un contenido 
pertinentes. En los estudios incorporados al análisis, se fundamenta la necesidad de tomar medidas 
inmediatas, en que la precaución y la prevención sean los principios dominantes. El fundamento 
último de estas medidas, radica en el interés público superior que el Concejo Municipal está obligado 
a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación administrativa.  

NOVENO: EN CUANTO AL TEMA DE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS INTERESES Y SERVICIOS 
LOCALES EN DEFENSA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALS DE LOS HABITANTES DE ESE 
CANTÓN.  La  Ley General de la Administración Pública, somete la actividad administrativa a un 
pleno ajuste con los fines establecidos en el ordenamiento jurídico para el ejercicio de sus 
potestades de imperio.  Es por ello, que la competencia pública no puede ser utilizada para 



satisfacer una finalidad diferente a la que le es inherente, y la finalidad inherente aludida es: 
“administrar los intereses y servicios locales en defensa de los derechos Fundamentals de 
los habitantes de ese cantón”. (Voto No. 5758-98 de la Sala Constitucional), y no simplemente 
otorgar indiscriminadamente servicios para un beneficio particular de una persona jurídica, en 
detrimento de los derechos del resto de la población del cantón.  Por su parte, dentro de la 
administración de los intereses y servicios locales está, el tomar medidas inmediatas, en las cuales 
la precaución y la prevención sean los principios dominantes, siendo por ello que, el fundamento 
último de estas medidas, radica en el interés público, y no en uno particular, que está el Concejo 
Municipal obligado a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación 
administrativa.  

Debido a las razones anteriores, y con fundamento en la documentación técnica pertinente; el 
Concejo Municipal del Cantón de Belén de manera responsable, realiza monitoreos de las fuentes 
de agua potable del sector, y ante el eventual cierre de algunos pozos, tiene preparadas medidas de 
contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos de la zona, pero sin obviar las medidas 
necesarias precautorias, que garanticen a la población el abastecimiento de agua potable.  Para este 
Concejo Municipal, lo más preocupante es que, se indica que los análisis realizados en los acuíferos 
Barva y Colima, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la contaminación por 
nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, de persistir el manejo actual del recurso hídrico, 
en 10 o 15 años esas fuentes dejarán de ser potables, provocando una fuerte reducción en la 
disponibilidad de agua potable para consumo humano, lo que afectará directamente al Gran Área 
Metropolitana, la zona más densamente poblada del país.  Es entonces, que ante tales situaciones 
apremiantes, el Concejo Municipal ha debido tomar las medidas necesarias para garantizar el 
suministro de agua potable, tanto en cantidad como en calidad, evaluando cuidadosamente todos lo 
elementos necesarios, como lo son los científicos, técnicos, lógicos y los de conveniencia, que 
tienen y tendrán impactos negativos en la prestación de servicios a la población.  De no hacerlo de 
esta manera, y actuando de acuerdo a lo requerido por cualquier interesado en procura de su interés 
particular, y no evaluando el interés colectivo, se estaría colocando la salud de la población en un 
estado de peligro eventual, porque la carencia de agua potable produciría graves problemas de 
salud en la población del cantón, y ello no lo podemos ni debemos permitir, surgiendo de ahí la 
conveniencia de permitir o no un proyecto como el cuestionado. 
 

DECIMO : Que en el expediente administrativo al que ha tenido acceso este Concejo Municipal, se 
ha incorporado y consta el estudio denominado: “ANALISIS SECTORIAL DE AGUA POTABLE Y 
SANEAMINTO AMBIENTAL EN COSTA RICA”, de fecha, Julio, 2002. Este estudio ha sido 
elaborado con la participación de:  El Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  
Ministerio de Salud, MINSA.  Ministerio de Ambiente y Energía, MANAE.  Ministerio de Planificación 
Nacional. MIDEPLAN.  Autoridad Reguladora de Servicios Públicos, ARESEP.  Instituto de Fomento 
y Asesoría Municipal. IFAM.  Empresa de Servicios Públicos de Heredia. E.S.P.H. 
Contraloría General de la República. CGR.  Defensoría de los Habitantes.  Organización 
Panamericana de la Salud., OPS/OMS.  Se determinó en este estudio técnico que, en los mantos 
acuíferos Barva y Colima, (específicamente en el aparte 2.8.6.6, página 185) se indica que: “fue 
detectado que los límites de Nitratos permitidos (50 mg/l) fueron sobrepasados.  Sin embargo, es 



preocupante la tendencia al crecimiento en los Acuíferos Colima y Barva que son explotados para 
las regiones de Heredia, y del Gran Área  Metropolitana de San José.” 
 

En ese sentido, el aparte 2.13.3 página 259, del Saneamiento y ambiente, del mismo estudio revela 
que, “(…) solo el 22% de la población es servida con alcantarillado sanitario, y únicamente el 4% de 
las aguas recolectadas tiene tratamiento. Del resto de la población un 68% posee tanque séptico, y 
un 10% usa otros sistemas de disposición con alcantarillado sanitario o tanque séptico es del orden 
del 97% y a nivel rural es del orden del 79%.”  Es decir, la baja cobertura de redes de alcantarillado 
sanitario unida al uso de agroquímicos en las áreas de recarga y producción de aguas subterráneas, 
se torna en un factor de riesgo ambiental muy considerable.  Esta situación es crítica en la parte 
norte y este de la cuenca del río Virilla, donde se asientan los acuíferos Barva y Colima, de los 
cuales depende el abastecimiento de aproximadamente un 20% de la población nacional, y que se 
han definido como la fuente de agua potable de Heredia y el Área Metropolitana de San José, para 
los próximos 15 años.  El ritmo actual de aumento de las concentraciones de nitratos en las aguas 
de los acuíferos Colima, indica que esta fuente se podría perder en un lapso no mayor de 15 años.  
Este es quizás el problema más grave en el tema del agua potable, saneamiento y gestión 
ambiental, porque involucra el suministro actual y futuro de un millón de personas aproximadamente.  
 

Siendo que el acueducto del Cantón de Belén se abastece de los acuíferos Barva y Colima, 
conforme a esta información, los problemas detectados nos competen y nos afectan de modo 
directo, y no solo eventual. 
 

DECIMO PRIMERO: Que del estudio denominado “CONTAMINACION DE HIDROCARBUROS EN 
EL POZO AB-1089. E.S.P.H.S.A (PRI-II)”, elaborado por los Geólogos: Jesson Chávez Gamboa, y 
Sigifredo Morera Guillén, en el mes de  Setiembre, 2004, del Servicio Nacional de Aguas 
Subterráneas, Riego y Avenamiento, área de Aguas Subterráneas, se determinó que, en los 
alrededores de la Zona Industrial de Heredia, e incorporado al expediente administrativo que al 
efecto lleva este Concejo en relación con la solicitud presentada y que se analiza y resuelve en este 
acto, se ha verificado que existen reportes de contaminación del acuífero Colima Superior con 
hidrocarburos, en un pozo de abastecimiento público (AB-1089), perteneciente a la Empresa de 
Servicios Públicos de Heredia (E.S.P.H).  Además, se indica que el acuífero denominado “Colima” se 
divide en Colima inferior, Puente de Mulas, Colima Superior y la Libertad, afloran en varios tramos 
del cantón al norte del río Virilla.  Y del acuífero Colima inferior, se captan numerosos pozos de 
agua, como los son los ubicados en las zonas de: Santo Domingo de Heredia, y San Antonio de 
Belén; además origina importantes manantiales que descargan en el río Virilla, al oeste de San 
Antonio de Belén. 
 

DECIMO SEGUNDO: Que un estudio elaborado por el Laboratorio de Hidrología  Ambiental de la 
Universidad Nacional (UNA), financiado por el Organismo Internacional de Energía Atómica, la 
Fundación CR-USA y con el apoyo de la Comisión de Energía Atómica y del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología de Costa Rica; y en cuyo equipo profesional se encuentran:  MSc. Julio 
Fraile Merino, Lic. Helga Madrigal Solís, Bach. Melissa Rodríguez, Ing. Alex González, Ing. 
Gonzalo Gainza, Lic. Jorge Brenes, Bach. Lautaro Ramírez, el cual se ha incorporado al 



expediente administrativo que al efecto lleva este Concejo en relación con la solicitud 
presentada y que se analiza y resuelve en este acto,  determinó la presencia de gran 
concentración de nitratos en algunos pozos y manantiales, que en ocasiones alcanzó el nivel 
máximo recomendado por las autoridades de salud (10 mg/L como NO3-N) e incluso 
mostraron una tendencia creciente en varios sitios.  Siendo que los nitratos provienen de 
desechos humanos y de fertilizantes nitrogenados, y que el simple hecho de que dichos 
nitratos estén presentes, indica que ya se está dando un proceso activo de contaminación en 
los mantos acuíferos. 
 

Para lo cual, como resultados se determinó la definición de perímetros de protección de pozos y 
manantiales, procediendo a su vez a delimitar las zonas de protección a los Acuíferos de Influencia 
alrededor de los pozos y manantiales más importantes, en donde las actividades humanas –según el 
estudio- deben ser reguladas; ya que dicha presencia de contaminantes en el agua, exige una 
vigilancia sistemática y la identificación y eliminación de las fuentes de contaminación, porque de no 
tomarse medidas, en algunos años, esas aguas no podrían continuar siendo utilizadas para 
consumo humano (sobre el tema: la delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en el 
Área de Influencia del Manantial de Belén, ver estudio elaborado por la Geóloga, Sandra Arredondo 
Li, setiembre de 1994). La cual de acuerdo al diagrama de Piper para la clasificación de aguas, el 
manantial de San Antonio clasifica como aguas hidrocarbonatadas cálcicas y de acuerdo a las 
normas de potabilidad recomendados por el A y A, y la Organización Mundial de la Salud la mayoría 
de los iones analizados son aceptables para consumo humano excepto en los valores de nitratos, ya 
que en algunos casos superan el valor máximo permisible recomendado por el A y A, y la OMS. 
 

DECIMO TERCERO: Que la contaminación por hidrocarburos en los acuíferos Barva y Colima, 
acreditado en los referidos estudios, y de la que ya se han encontrado rastros en los análisis 
realizados en pozos de la zona de los Arcos, ha provocado la conformación a nivel nacional de una 
comisión interinstitucional para valorar el problema.  Por su parte, la Municipalidad de Belén, se ha 
basado y ha justificado su actuar, en los criterios técnicos señalados, y dentro de dichas actuaciones 
necesarias, está la adopción de ciertas medidas, como lo han sido los monitoreos de las fuentes de 
agua potable del sector; que le permitiría justificar que ante el eventual cierre de algunos pozos, se 
verían obligados a adoptar medidas de contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos 
del cantón que se vean afectados, todo con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales. Este 
abastecimiento deberá ser suplido desde la zona de La Ribera. 
 

DECIMO CUARTO: Como refuerzo de los anteriores argumentos, encontramos además el resultado 
de la investigación realizada por el Laboratorio de Hidrología Ambiental de la Universidad Nacional, 
hecho público por la prensa nacional en los últimos días, y cuyas conclusiones han sido 
incorporadas al expediente administrativo relacionado con la solicitud presentada por los petentes 
que por este acuerdo se analiza, a efecto de que el mismo sirva de base para dotar al acuerdo, cual 
acto administrativo, de un motivo y un contenido claro y preciso.  En este estudio se justifica a nivel 
técnico que los análisis realizados en los acuíferos de Barba y Colima que abastecen las tomas de 
agua del acuerrducto de Belén, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la 
contaminación por nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, ello obligaría a la 



Municipalidad de Belén a considerar que de persistir el manejo actual del recurso hídrico, en 10 o 15 
años algunas de esas fuentes dejarán de ser potables, provocando una fuerte reducción en la 
disponibilidad de agua potable para consumo humano, generando con ello más que una duda 
razonable a partir de la cual la aplicación del Principio Precautorio y el Principio de In dubio Pro 
Natura son de necesaria observancia en el caso que nos ocupa por parte de este Concejo. 

DECIMO QUINTO:  Que al existir los estudios técnicos elaborados por las investigaciones 
realizadas, las cuales se han incorporado al expediente administrativo que al efecto lleva este 
Concejo en relación con la solicitud que resuelve en este acuerdo, a partir de los cuales se establece 
claramente la existencia de un peligro inminente, que tendría como efecto la escasez de agua 
potable a mediano plazo ante el cierre de algunos pozos y tomas de abastecimiento, lo cual obliga al 
Gobierno Municipal a tomar las medidas pertinentes para brindarle el suministro de dicho líquido a la 
población que se vería afectada, mediante el otorgamiento debidamente evaluado de los servicios 
solicitados; se ha procedido a incorporar, la documentación pertinente de dichos estudios técnicos al 
expediente administrativo relacionado con la solicitud que nos ocupa, en virtud de que los elementos 
fácticos invocados en este acuerdo constan demostrados para el petente y para cualquier tercero 
interesado. 

DECIMO SEXTO: SOBRE EL PRINCIPIO PRECAUTORIO Y SU TUTELA CONSTITUCIONAL Y 
ADMINISTRATIVA.  Que sobre la protección del medio ambiente, y en amparo a las políticas 
protectoras del mismo, el Principio de Precaución, aparece consagrado en el Principio 15 de la 
Declaración de Ambiente y Desarrollo (Río, 1992), al establecer que para proteger el ambiente los 
Estados deberán aplicar el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro 
de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón 
para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la 
degradación del ambiente.  Estos principios han sido considerados y reconocidos por la Sala 
Constitucional en algunos votos entre los cuales se encuentran los siguientes:  “Asimismo, en la 
Declaración de Río sobre Medio Ambiente y el Desarrollo, entre otras cosas, quedó establecido el 
derecho soberano de los estados a definir sus políticas de desarrollo. Se enuncia también, el 
principio precautorio (principio 15 de la Declaración de Río), según el cual "con el fin de proteger el 
ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus 
capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los 
costos para impedir la degradación del ambiente." De modo que, en la protección de nuestros 
recursos naturales, debe existir una actitud preventiva, es decir, si la degradación y el deterioro 
deben ser minimizados es necesario que la precaución y la prevención sean los principios 
dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de plantear el principio "in dubio pro natura" que 
puede extraerse, analógicamente, de otras ramas del Derecho y que es, en un todo, acorde con la 
naturaleza. No obstante, la tarea de protección al ambiente, se dificulta toda vez que arrastramos un 
concepción rígida con respecto al derecho de propiedad, que impide avanzar en pro del ambiente, 
sin el cual no podría existir el derecho a la vida, al trabajo, a la propiedad o a la salud. No se debe 
perder de vista el hecho de que estamos en un terreno del derecho, en el que las normas más 
importantes son las que puedan prevenir todo tipo de daño al ambiente, porque no hay norma 
alguna que repare, a posteriori, el daño ya hecho; necesidad de prevención que resulta más urgente 
cuando de países en vías de desarrollo se trata. En este sentido, la Declaración de Estocolmo afirmó 



"...que en los países en desarrollo la mayoría de los problemas ambientales son causados por el 
mismo subdesarrollo. Millones continúan viviendo por debajo de los estándares mínimos de salud y 
salubridad. Por lo tanto los países en desarrollo deben dirigir todos sus esfuerzos hacia el desarrollo, 
teniendo en mente las prioridades y necesidades para salvaguardar y mejorar el ambiente. Por la 
misma razón los países industrializados deberían hacer esfuerzos para reducir la brecha entre ellos 
y los países en desarrollo." (Sala Constitucional, Voto N° 5893-95, el resaltado no es del original). 
 

Así las cosas no resulta ni arbitrario ni ilegal, que el Concejo Municipal invoque estos principios ante 
los documentos técnicos que lo llevan a la conclusión de que debe existir una actitud preventiva de 
su parte, con el fin último de que la degradación y el deterioro de los recursos naturales que 
administra la Municipalidad y dentro de los cuales se encuentra el recurso hídrico, sean minimizados 
e implicando que la precaución y la prevención sean los principios dominantes con el fin de 
salvaguardar los derechos fundamentales de los habitantes del cantón y que se desprenden del 
artículo 50 de la Constitución Política, ya que es un principio básico que se desprende de esta norma 
constitucional el deber de proteger el ambiente, que es de todos y cada uno de los habitantes, y en 
el caso que nos ocupa concretamente de los munícipes del Cantón de Belén.  En este sentido la 
Sala Constitucional ha afirmado que “(…) La prevención pretende anticiparse a los efecto negativos, 
y asegurar la protección, conservación y adecuada gestión de los recursos. Consecuentemente, el 
principio rector de prevención se fundamenta en la necesidad de tomar y asumir todas las medidas 
precautorias para evitar contener la posible afectación del ambiente o la salud de las personas.  De 
esta forma, en caso de que exista un riesgo de daño grave o irreversible- o una duda al respecto, se 
debe adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad de que se trate. Lo 
anterior debido a que en materia ambiental, la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de 
haberse producido ya las consecuencias biológicas socialmente nocivas, la represión podrá tener 
una trascendencia  moral, pero difícilmente compensará los daños ocasionados en el ambiente”, 
(Voto de la Sala Constitucional No. 1250-99 de las 11:24  horas del 19 de febrero de  1999, reiterado 
en los votos Nos. 9773-00 de las 9:44 horas del 3 de noviembre del 2000, 1711-01 de las 16:32 
horas del 27 de febrero del 2001 y 632-03 de las 14:14 horas del 03 de julio del 2003. 
Posteriormente, en el Voto No. 3480-03 de las 14:02 horas del 2 de mayo del 2003, este Tribunal 
indicó que “Bien entendido el Principio Precautorio, el mismo se refiere a la adopción de medidas no 
ante el desconocimiento de hechos generadores de riesgo, sino ante la carencia de certeza respecto 
de que tales hechos efectivamente producirán efectos nocivos e el ambiente”. Para el caso de las 
Aguas subterráneas y contenidas en los mantos acuíferos  y áreas de carga y descarga, el principio 
precautorio o de in dubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados 
conforme a la reglas unívocas y de aplicación exacta de la ciencia  y de la técnica que permitan 
arribar a un estado de certeza absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende 
desarrollar sobre el medio ambiente o estos sean contradictorios entre sí, los entes y órganos 
de la administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o 
permitir todo solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que 
se despeje el estado dubitativo y, paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su 
protección y preservación con el objeto de garantizar el derecho a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado.  En esencia una gestión ambiental segura de las aguas subterráneas 
pasa por proteger el recurso antes de su contaminación o degradación”. (Sala Constitucional Voto 
2004-01923). 



Así las cosas, este Concejo Municipal ha procedido a VALORAR la solicitud presentada conforme a 
la Política Municipal aplicable en esta materia, y según las condiciones fácticas y técnicas que 
existen al día de hoy, y llega la conclusión en el análisis de la solicitud para de que se otorgue 
disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio Paseo del Parque, 
presentada por VIVICOM DESARROLLOS S.A. y MONTARAS DEL NORTE S.A., de que lo 
procedente es rechazar dicha solicitud y denegar la disponibilidad de agua potable presentada; ello 
por cuanto que ante la existencia de los estudios técnicos citados e incorporados al expediente, 
según el análisis realizado como parte de las consideraciones, motivaciones y contenido de este 
acuerdo y que están apoyados en elementos objetivos verificables técnicamente, bajo la tesis de la 
denominada discrecionalidad técnica, el Concejo Municipal debe actuar apoyado en elementos 
científicos, lógicos, objetivos y sobre todo de Conveniencia a favor de los intereses de la colectividad 
y de los derechos fundamentales de sus munícipes a gozar de un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado, mientras no exista un estado de certeza absoluta de que no existe un riesgo en el 
abastecimiento de agua potable conforme a los condiciones dichas en que se encuentran los mantos 
acuíferos que abastecen el Agua Potable que la Municipalidad de Belén administra y distribuye en el 
cantón. 

POR LO TANTO:  A partir del referido análisis, y motivados en las consideraciones expuestas, este 
Concejo Municipal acuerda sostener la tesis seguida por el Principio Precautorio y al Principio In 
dubio Pro Natura en resguardo a los derechos fundamentales de los habitantes del cantón de Belén 
consagrados en el artículo 50 de la Constitución Política; y rechazar la solicitud de disponibilidad de 
agua potable para el proyecto denominado Condominio Paseo del Parque, presentado por 
VIVICOM DESARROLLOS S.A. y MONTARAS DEL NORTE S.A., denegando la disponibilidad de 
agua potable para dicho proyecto. 

El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, plantea que en este caso son extensivas sus 
apreciaciones sobre la disponibilidad de agua para la solicitud del Grupo Roble, por lo que solicita se 
transcriban las mismas. Pregunta si puede operar el silencio positivo o significa que se debe aprobar 
por una consideración para con las empresas.  Aclara que así como la Presidencia Municipal plantea 
una tesis y propuesta de acuerdo, entonces cualquier Regidor tiene el derecho de plantear su tesis o 
puntos de vista. Denuncia que el documento que presenta la Presidencia Municipal lo conocían de 
previo los Regidores Propietarios Lorena Venegas Zumbado y Marco Tulio Chacón Sánchez, caso 
contrario, su persona y el Vicepresidente Municipal Erick Villegas González.  Señala que tiene claro, 
aunque se vote hoy, que hay instrumentos para plantear argumentos y justificaciones contra el 
acuerdo, por ejemplo presentar la próxima semana un Recurso de Revisión. En todo caso señala 
que no está de acuerdo con la propuesta de acuerdo para rechazar la disponibilidad de agua, porque 
no comparte la argumentación para rechazar la disponibilidad, pues la misma difiere de los principios 
y valores que ha defendido para la regulación del crecimiento urbano en el cantón, principalmente no 
está de acuerdo en fundamentar la oposición en el Principio Precautorio y el Principio del In dubio 
Pro Natura. Considera fundamental que los Regidores analicen el alcance de invocar estos dos 
principios para rechazar una solicitud de disponibilidad de agua y hasta donde al acogernos a ellos 
como vanguardia en la decisión del Concejo Municipal, pueda generar un estancamiento absoluto 
del desarrollo del cantón, y principalmente de la gente y la tierra belemita, por eso no está de 
acuerdo con la propuesta y se reserva una serie de observaciones sobre el fondo de la misma y de 



sus argumentos con respecto a la disponibilidad de agua para proyectos urbanísticos en este 
Cantón. 
  
La siguiente es una exposición de motivos del Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero y el 
VicePresidente Municipal Erick Villegas González para justificar su voto en contra al rechazo de la 
solicitud de disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio Paseo del 
Parque, VIVICOM DESARROLLOS S.A. y MONTARAS DEL NORTE S.A., bajo la tesis seguida por 
el Principio Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura. 
 
1. Que una vez más se plantea como tesis central para el rechazo de la disponibilidad de agua el 

fallo de la Sala Constitucional, Expediente 2004-1923, invocando la APLICACIÓN DEL 
PRINCIPIO PRECAUTORIO O INDUBIO PRO NATURA, cuando en el caso del cantón de 
Belén, desde enero de 1997 se cuenta con un Plan Regulador, mismo que fuese aprobado por 
la Junta Directiva del INVU en Sesión Ordinaria No. 4657 con base en lo dispuesto en la Ley de 
Planificación Urbana, y publicado en el Alcance No. 4 a La Gaceta No. 19 del 28 de enero de 
1997, esto quiere decir que desde 1997 en Belén se aplica lo que a Poás se le exigió:  

 
“a) elaborar y aprobar, en el plazo de 24 meses, como parte de un eventual o futuro plan regulador, 
un reglamento de zonificación de las áreas protegidas o reservadas que incluya las localizaciones 
cartográficas, mapas hidrogeológicos y alineamientos de protección y vulnerabilidad de los 
manantiales, nacientes, mantos acuíferos y  áreas de recarga de éstos existentes en el Cantón de 
Poás, que hayan efectuado el MINAE, el ICAA, el SENARA y el INVU;  
b) incluir en el reglamento de zonificación de áreas protegidas o reservadas restricciones o 
limitaciones para actividades humanas, sea urbanísticas, agropecuarias, comerciales o industriales 
para evitar la eventual impermeabilización de los suelos y la contaminación  de los mantos acuíferos 
y, por consiguiente, de los manantiales, nacientes y pozos del Cantón de Poás;  
c) abstenerse de otorgar permisos de construcción de urbanizaciones, fraccionamientos, 
segregaciones, condominios o cualquier otro asentamiento urbano, industrias, actividades agrícolas 
intensivas y comercios ubicados en tales áreas protegidas o de reserva;  
d) otorgar permisos de construcción de industrias, urbanizaciones, fraccionamientos, segregaciones, 
condominios o cualquier otro asentamiento urbano, en caso de no estar en las áreas de reserva o 
protegidas, que cuenten con plantas de tratamiento y, en el caso de las casas de habitación y otros 
locales, cuando sus aguas residuales y negras sean descargadas al alcantarillado público;  
e) construir, en asociación con el ICAA, en el plazo de 24 meses las plantas necesarias de 
tratamiento de las aguas residuales y negras provenientes del alcantarillado público para no ser 
vertidas en las cuencas hidrográficas del Cantón;  
f) suspender el otorgamiento de permisos para la construcción de industrias, urbanizaciones, 
fraccionamientos, segregaciones, condominios o cualquier otro asentamiento urbano hasta tanto no 
sea promulgado el reglamento de zonificación de las áreas de reserva y protección de los 
manantiales, nacientes, mantos acuíferos y áreas de recarga de éstos;  
g) diseñar e implementar programas, en coordinación con la iniciativa privada, para reforestar las 
áreas de recarga y descarga de los mantos acuíferos de Poás con fundamento en los perímetros, 
alineamientos y zonificaciones que se han indicado anteriormente.” 
 



2. Que sobre este mismo asunto en Resolución 2004-05181 de la Sala Constitucional ante las 
gestiones de aclaración y adición a la sentencia No. 1923-04 señaló “… Es menester indicar que 
la paralización de los nuevos permisos y de los que están en trámite es directamente imputable 
a la Municipalidad, por su reiterada actitud omisa en regular y proteger lo relativo a los mantos 
acuíferos y no a este Tribunal Constitucional, por lo que los daños y perjuicios en que incurran 
los vecinos del cantón por los atrasos que sufran en el ejercicio de sus legítimos derechos de 
edificación y transformación, podrán éstos, reclamar su resarcimiento en la vía administrativa y, 
eventualmente, ante la jurisdicción contencioso administrativa…” 

 
3. Que la actual zonificación del territorio del cantón de Belén contenida en el Plan Regulador 

vigente se realizó considerando las condiciones urbanas existentes, la Zona Industrial de la 
Ribera, los aspectos jurídicos relativos al desarrollo urbano, los efectos contaminantes de la 
actividad humana y principalmente la delimitación de las Zonas de Protección a los acuíferos 
existentes en el cantón de Belén. Cabe destacar que con el interés de determinar el efecto que 
tendría en el uso de suelos, la capacidad de infiltración, los tiempos de tránsito de bacterias por 
el subsuelo y su efecto en la contaminación de acuíferos, se realizó en el año 1995 el estudio de 
Delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en el Área de Influencia de los 
Manantiales del Cantón de Belén: Manantiales de Ojo de Agua, San Antonio, Los Sánchez, La 
Gruta y Puente Mulas, realizado por el Departamento de Hidrogeología de la Dirección de 
Estudios Básicos del SENARA, los cuales fueron la base fundamental para determinar los usos 
actuales del suelo dentro del cantón, incorporados al Plan Regulador vigente desde el año 1997. 

 
4. Que evidentemente el actual Plan Regulador ha cumplido con el objetivo de establecer una política 

a nivel cantonal en donde se regule el crecimiento urbano en el territorio desde el punto de vista 
físico - espacial, de zonificación, de ordenamiento territorial y protección del ambiente, sin embargo, 
es pertinente una actualización del mismo para que entre otros aspectos contemple políticas que 
regulen el crecimiento o desarrollo poblacional y de servicios a lo largo del tiempo. 

 
5. Que mientras tanto, se estableció una política u ordenanza municipal para regular o establecer las 

pautas de crecimiento poblacional a lo largo del tiempo, que permita satisfacer el natural desarrollo 
urbano del cantón, pero sin que se perjudique o colapse la prestación de servicios ni la 
infraestructura urbana requerida, para garantizar el bienestar y un ambiente urbano más sano y 
sostenible para los pobladores actuales y futuros del cantón de Belén. Es así como se aprobó la 
Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano en el Cantón de Belén, publicada en el Diario 
Oficial La Gaceta No.162 del 25 de agosto del 2003, su Modificación publicada en La Gaceta 
No.124 del 25 de junio del 2004, y los requisitos mínimos para la evaluación de la disponibilidad de 
agua para desarrollos publicado en La Gaceta No. 147 del 28 de julio del 2004. 

 
6. Que el objetivo de la Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano dentro del cantón de 

Belén, es que se regule o limite el número de lotes para viviendas en urbanizaciones y en filiales 
de condominios, a ser autorizados anualmente, para garantizar que se satisfaga el natural 
desarrollo urbano del cantón,  pero sin que se perjudique o colapse la prestación de servicios ni la 
infraestructura urbana requerida, garantizando el bienestar y el ambiente urbano más sano y 
sostenible para los pobladores actuales y futuros del cantón de Belén. 

 



7. Que precisamente dentro de los Requisitos Mínimos para Valoración de Disponibilidad de Agua 
para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales de 
Condominios y Complejos Residenciales publicado en La Gaceta No. 147 del 28 de julio del 2004, 
se contemplan, entre otros, los siguientes documentos:  

 
xv) Plano de Catastro de la propiedad. 
xvi) Certificación de Uso de Suelo. 
xvii) Anteproyecto acorde con el área de ubicación, firmada por un Profesional Responsable. 
xviii) Nota del propietario de la finca autorizando el desarrollo o contrato preliminar entre las 

partes de venta o asociación. 
xix) Descripción del anteproyecto: fraccionamiento, urbanización, o condominio en verde o 

Finca Filial Primaria Individualizada (FFPI). 
xx) Plan de demanda de Pajas de Agua. 
xxi) Propuesta de suministro de agua para los usuarios actuales y futuros del sector, 

planteada para un período mínimo de 10 años, previa consulta al Plan Maestro del 
Acueducto del Cantón y al Área de Servicios Públicos sobre las condiciones de operación 
del sistema de acueducto municipal. 

xxii) Propuesta para tratamiento de aguas residuales. 
xxiii) Propuesta sistemas de conducción y amortiguamiento de pluviales antes de ser vertidos a 

cauces que provoquen inundaciones hacia aguas abajo. Dicha propuesta deberá incluir el 
cálculo de pluviales y sus soluciones para una intensidad de lluvia con una frecuencia de 
10 años y un estudio del impacto del desfogue de los pluviales del proyecto en la 
infraestructura externa existente. 

xxiv) Propuesta de acciones en materia de ampliación y señalamiento vial.  
xxv) Propuesta de acciones del proyecto que aseguren un desarrollo urbano ordenado y 

proporcionado y garanticen un impacto ambiental urbano mínimo, que refleje la 
responsabilidad social del proyecto planteado. 

xxvi) Cronograma de ejecución preliminar del proyecto. 
xxvii) Documento idóneo del representante legal o de la sociedad cuando se es persona 

jurídica. 
xxviii) Llenar y firmar solicitud de disponibilidad de agua. 

(Subrayado no es del original) 
 
8. Que coincidimos con la apreciación contenida en el Dictamen LA-MB-018-2005 del Lic. Luis 

Antonio Alvarez Chaves que el Concejo Municipal mantiene la posibilidad de valorar a partir de 
la información mínima exigida en esta política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria de la 
disponibilidad de agua al señalar “En este aspecto y en esta materia tan sensible por afectar los 
derechos fundamentales de los habitantes del Cantón de Belén, no podría considerarse que el 
Concejo Municipal habría de modo alguno renunciado a la discrecionalidad que le corresponde 
en la valoración de los intereses locales y que le han sido conferidos por el artículo 169 
constitucional, concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 13 inciso d) del Código 
Municipal, dado que esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en un Reglamento, que 
en tal caso podría ser inconstitucional en la medida que afecte esa valoración amplia requerida 
en materia de la administración de los intereses locales.”  Precisamente es en ese marco de 
discrecionalidad donde se ubica la Política de Regulación Anual del Crecimiento Urbano en el 



Cantón de Belén aprobada, la cual busca una proporcionalidad y gradualidad en el crecimiento 
habitacional, considerando el legítimo derecho de los ciudadanos de desarrollar sus bienes 
inmuebles, sin dejar de lado la valoración de los derechos fundamentales de los habitantes del 
Cantón.  

 
9. Que diferimos del criterio de mayoría en cuanto a que la potestad discrecional de autorizar o 

denegar el suministro de agua que presta la Municipalidad debe fundamentarse en motivos 
reales que justifiquen cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que tal discrecionalidad se 
encuentra sujeta a los dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la 
Administración. En este caso, la mayoría de las argumentaciones expuestas parten de 
denuncias públicas sobre la vulnerabilidad de los recursos hídricos subterráneos en el Valle 
Central. 

10. Que uno de los argumentos más invocados es la oportuna información aparecida en un artículo 
del Periódico La Nación del 14 de abril del 2005, página 4A, titulado “Aumentan posibles agentes 
de cáncer en fuentes de agua”, que ante declaraciones del Dra. Jenny Reynolds de la UNA 
apunta “…El nivel máximo de nitrato recomendado es 10 microgramos por litro. Una fuente como 
Ojo de Agua en Belén, llegó a registrar un 9.94 por ciento y otro como Belén, en el mismo 
cantón, un 18.94...” Además se señala que “…El estudio citó que aunque la presencia de VOC 
no alcanza niveles tóxicos para la salud, es preocupante que hayan ingresado a los acuíferos 
subterráneos e incluso a los más profundos. De 32 fuentes evaluadas, se halló presencia de 
VOC en nueve, de las cuales cinco son usadas para abastecimiento público...”  

 
11. Que precisamente el estudio de Delimitación de las Zonas de Protección a los Acuíferos en el 

Área de Influencia de los Manantiales del Cantón de Belén: Manantiales de Ojo de Agua, San 
Antonio, Los Sánchez, La Gruta y Puente Mulas, realizado en el año 1995 por el Departamento 
de Hidrogeología de la Dirección de Estudios Básicos del SENARA, había evidenciado estas 
vulnerabilidades, aspecto fundamental en la zonificación contenida en el Plan Regulador vigente: 

 
Manantial de Ojo de Agua: Brota del acuífero Barba específicamente del Miembro Bermúdez, por lo 
que sus características hidráulicas, áreas de recarga y alteraciones en la calidad del agua están 
intrínsecamente relacionados con el comportamiento y estructura del acuífero mismo. 
 
De acuerdo a la OMS, la concentración máxima permisible para consumo humano de nitratos es de 
50 mg/l y el A y A toma un valor más conservador de 45 mg/l. 
 
La presencia de nitratos en las aguas subterráneas obedece a varios factores: 
 
1. La concentración natural de nitratos en el acuífero, de acuerdo a Rodríguez (1993) es 
aproximadamente 1 mg/l de NO3 como nitrógeno (NO3-N). 
 
2. El aporte de nitrógeno al acuífero por desechos fecales.   
Se estima que la masa de nitrógeno producido por persona en su materia fecal es de 4 kg/año 
(CEPIS, 1991) la cual es distribuida diariamente y diluída en el flujo de retorno y de la cual sólo un 
50% del nitrógeno es lixiviado hacia las aguas subterráneas. (Walker et al 1973; Thompson & Foster, 
1986 en Rodríguez, 1993). 



 
3. El aporte de agroquímicos en las áreas de cultivos. 
De acuerdo a Reynolds (1990) la cantidad de fertilizante aplicado en la zona norte de Heredia es de 
300 kg N/ha/año. De esa cantidad se estima que un 75 % es tomado por las plantas, se evapora, se 
absorbe y/o sufre otros procesos; por lo que sólo un 25% es capaz de alcanzar el acuífero. 
(Rodriguez, 1993). 
 
De los análisis físico-químicos realizados por el A y A las concentraciones de nitratos no superan los 
28 mg/l este resultado se considera como un valor intermedio de nitratos en las aguas y por lo tanto 
se debe de tener precaución por un posible aumento, por eso es importante realizar muestreos 
periódicos y así determinar cambios temporales de concentración. 
 
Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en las figura No. 12 y 13 . 
ZONA 1:  ZONA DE PROTECCIÓN ABSOLUTA: En este sector el radio de protección al Manantial de 
Ojo de Agua es de aproximadamente 250 m. Esta distancia se determinó con base en los datos 
anteriormente expuestos y pretende evitar la contaminación al Manantial tanto por la infiltración de 
fluidos contaminantes como por los que puedan discurrir por las pendientes del terreno circundante. 
 
Manantial de San Antonio: El acuífero Barba es el que alimenta al manantial de San Antonio y se 
alberga en las lavas del Miembro Bermúdez de la Formación del mismo nombre que se encuentra 
cubierto en algunos sectores por los materiales que comprenden al Miembro Carbonal los cuales 
presentan espesores variables en todo el área de estudio, debido a la génesis de depositación del 
mismo. 
 
En este caso se considera que la cercanía de cafetales al manantial ha perjudicado la calidad química 
del mismo, por ello es importante realizar un control continúo todo el año para verificar los valores 
máximos de nitratos en el acuífero y aplicar la zonificación recomendada para este manantial. 
 
Además es importante analizar el control cruzado de laboratorios que se presentó en la tabla anterior, 
debido a que no existe consistencia en el resultado de nitratos presentado por la UNA en relación con 
los otros laboratorios.  Esto puede ser debido a la sensibilidad del método empleado para su medición. 
 
De la TABLA No.3 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores sobre nitratos: 
 

ION (mg/l) 
AQYLASA 

23/8/94 
UNA(*) 

22/88/92 
ICE 

 8/8/92 
A Y A 

3/12/91 
A Y A 

26/2/92 
A Y A 

04/12/92 
A Y A 

21/09/93 

NITRATOS 30 ND;0.122 30 40 38 45 52 

 
Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en la figura No. 13. 
 
ZONA 1:  En este sector el radio de protección al Manantial de San Antonio es de 220 m.  Esta distancia 
se determinó con base en los datos anteriormente expuestos y pretende evitar la contaminación al 
Manantial tanto por la infiltración de fluidos contaminantes como por los que puedan discurrir por las 



pendientes del terreno circundant.. Los límites laterales corresponden con el límite del acuífero y 
aproximadamente con el río Burio, debido a que las direcciones de los tubos de flujo y las disposiciones 
de las isofreáticas indican la influencia de esta área en el Manantial. 
 
Manantial Puente Mulas: El acuífero que compone al manantial Puente Mulas no corresponde con el 
de los manantiales Ojo de Agua, San Antonio, Los Sánchez y La Gruta. 
 
El acuífero Colima Superior alimenta al manantial Puente Mulas y se alberga en las lavas del Miembro 
Linda Vista de la Formación Colima, este se encuentra cubierto en algunos sectores por los materiales 
que comprenden a la Formación Tiribí, los cuales presentan espesores variables en todo el área de 
estudio. 
 
Es importante resaltar que sistema Puente Mulas presenta concentraciones de nitratos relativamente 
altas, sobre todo si se considera que el acuífero Colima Superior está cubierto en casi toda su extensión 
por una gruesa cubierta de materiales piroclásticos de la Formación Tiribí.  Esto puede estar indicando 
que existe contaminación por fertilizantes y aguas negras que ya ha alcanzado a los mantos acuíferos 
más profundos del Valle Central. 
  
De la TABLA No 2 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores sobre nitratos: 
.   

ION (mg/l) 14/12/87 01/02/88 03/06/91 04/07/91 29/05/95 

NITRATOS 34 32 22 29 16 

 
Debido a la limitante de que existen pocos datos acerca de las permeabilidades de la Formación Tiribí 
en el área de estudio y el cálculo realizado utilizando la fórmula de Darcy,  se recomienda para el caso 
del manantial Puente Mulas que se limite un área como ZONA 1, de protección absoluta de 200 metros 
de acuerdo a la Ley Forestal No. 7174, Artículo 68, inciso 1. (figura No. 7). 
 
Manantial de Los Sánchez: El acuífero Barba es el que alimenta al manantial de Los Sánchez y se 
alberga en las lavas del Miembro Bermúdez de la Formación del mismo nombre que se encuentra 
cubierto en algunos sectores por los materiales que comprenden al Miembro Carbonal, los cuales 
presentan espesores variables en todo el área de estudio debido a la génesis de depositación del 
mismo. 
 
De acuerdo al diagrama de Piper para clasificación de aguas (fig. 7) el manantial Los Sánchez clasifica 
como aguas hidrocarbonatadas cálcicas con transición a magnésicas y de acuerdo a las normas de 
potabilidad recomendadas por el AyA y la Organización Mundial de la Salud los iones analizados son 
aceptables para consumo humano 
. 
De la TABLA No 3 ANALISIS FISICO-QUIMICOS se extraen los siguientes valores sobre nitratos: 
 

ION (mg/l) 
UNA 

17/10/94 
AQYLASA 
14/10/94 

ICE 
27/9/94 

NITRATOS 16.6 12.0 11.2; 11.7 ** 

 



Con base en los análisis de pruebas de infiltración, geología y tiempos de tránsito se obtuvo la 
zonificación presentada en la figura No. 13. 
 
ZONA 1:  En este sector el radio de protección al Manantial de Los Sánchez es de 280 m.  Esta 
distancia se determinó con base en los datos anteriormente expuestos y pretende evitar la 
contaminación al Manantial tanto por la infiltración de fluidos contaminantes como por los que puedan 
discurrir por las pendientes del terreno circundante.  Los límites laterales corresponden con el límite del 
acuífero y el río Segundo. 
 
12. Que en los últimos años la Municipalidad de Belén ha venido realizando monitoreos de los 

manantiales y pozos que alimentan los acueductos municipales, cuyos resultados fueron 
tabulados por el Area de Servicios Públicos. En ninguno de los muestreos realizados se supera 
la norma de concentración máxima permisible para consumo humano de nitratos de 45 mg/l o 
bien de 10 mg/l de NO3 como nitrógeno (NO3-N). En la siguiente tabla se muestran los 
resultados señalados:  

 
Nitratos presentes en los pozos y nacientes del Acueducto Municipal 1998-2004 

 

Nitratos Asunción Chico Nuevo Sánchez Mango San Antonio Soledad  
Santa. 

Bárbara 
Doña 

Claudia 
Doña 
Rosa 

Parque 
Residencial 

       1 2   1 2           

Feb-05 3,40 3,01 3,01 3,18 3,42 4,11 2,67 3,56 2,89 3,88 3,02 2,55 3,15 

May-04 11,70 3,76 4,11 3,79 3,92 3,80 4,06 4,07 4,06 3,02 4,20 7,54 7,43 

Dic-03 12,80 10,30 8,60 10,80 7,60 5,40 11,60 10,60 6,50 4,40 9,70 3,10 2,80 

Set-03 0,16 0,18 0,17 0,19   0,18 0,18 0,21     0,20 0,17 0,19 

Dic-02 0,62 0,78 1,24 0,65 0,65 1,66 2,88 2,88 1,44 0,35 1,03 0,30 0,24 

Jul-02 1,74 0,58 1,78 0,92 0,92 1,27 2,72 3,35 2,56 2,79 0,51 0,53 0,15 

Dic-01     2,10 2,13 2,13 3,00               

Abr-01 3,00 4,00 4,00 3,00 3,00 5,00 0,60 0,60 0,60 0,60 4,00 0,60 2,00 

Oct-00 3,80 2,54 2,10 2,30 2,30 3,00 3,40 2,90 3,20 0,08 1,20 2,63 1,22 

Mar-00 4,50 3,40 3,70 4,50 4,50 4,30 3,90 4,50 3,90 0,70 5,10 6,20 6,50 

Set-99 3,00 12,20 14,40 12,20 12,20 13,40 14,40 8,00 3,00 0,70 2,40 3,00 11,40 

Mar-99 3,00 9,60 14,40 11,40 11,40 12,20 13,40 8,00 1,10 0,20 0,80 2,40 1,40 

Set-98 10,70 5,40 10,40 7,20 7,20 12,00 14,00 10,20 9,20 3,80 1,30 2,60 11,00 

Mar-98 14,90 14,20 23,40 13,20 13,20 20,50 19,80 26,30 13,70 6,20 22,60 3,10 1,80 

 
Componentes Volátiles muestreados en Marzo del 2005 

       

Pozo o Naciente Nombre Propiedad de: VOC´s O.C. Fecha Muestreo Acuifero 

AB 1234 Nuevo Municipalidad de Belén 0 0 01/03/2005 Barba 

AB 2882 Los Mangos Municipalidad de Belén       Barba 

Naciente San Antonio Nº 1 Municipalidad de Belén 0   25/02/2005 Barba 

  San Antonio Nº 2 Municipalidad de Belén 0   25/02/2005 Barba 

Naciente La Gruta, Asunción Privado 0   01/03/2005 Barba 

Naciente Los Sánchez Municipalidad de Belén 0,5 0 01/03/2005 Barba 



 
13. Que es más que evidente que la zonificación impuesta por el Plan Regulador a los manantiales y 

pozos en el cantón de Belén ha permitido controlar las cargas contaminantes por nitratos y si 
hay indicios de ellos son productos de prácticas agrícolas y el creciente desarrollo urbano hacia 
el este y noreste de Belén, lo cual sin duda alguna debe ser mitigado con alcantarillado sanitario. 
Asimismo, el caso de presencia VOC corresponde a un derrame localizado fuera del cantón para 
lo cual se debe prestar mayor atención al almacenamiento y trasiego de hidrocarburos cerca de 
pozos.  

 
14. Que las denuncias planteadas por la Dra. Reynolds, informe del que a la fecha no se ha podido 

obtener tiene copia, y otros aportes sobre la problemática de contaminación de acuíferos en el 
Calle Central por supuesto que son de recibo, y la Municipalidad de Belén ha hecho esfuerzos 
desde hace muchos años en esta materia, incluyendo la protección de manantiales y pozos, 
establecimiento de una Area de Servicios Públicos que entre otras funciones monitorea dichas 
fuentes, y constitución de una Unidad Ambiental. Por supuesto que falta mucho camino por 
recorrer para el tratamiento de las aguas residuales, establecimiento de planes reguladores en 
los cantones que comparten las cuencas de los ríos Bermúdez y Quebrada Seca y zonas de 
recarga de los acuíferos Barva y Colimas, así como normativa más estricta por el Ministerio de 
Salud y MINAE para los vertidos de procesos agrícolas, industriales y domiciliares. 

 
15. Que consideramos inoportuno, alarmista y carente de sustento técnico la argumentación para 

denegar disponibilidad de agua basado en la tesis del Principio Precautorio y el Principio In 
Dubio Pro Natura, pues la Municipalidad al igual que hoy, desde la década de los 90´s viene 
trabajando bajo el principio de que el desarrollo urbano del cantón se dará en armonía con el 
ambiente, el progreso de su gente y sus intereses. No en vano el Décimo Informe del Estado de 
la Nación del año 2004 señala que Belén comparte con Flores y Montes de Oca el primer lugar 
en índice de rezago social, el segundo lugar en índice de desarrollo social y el sétimo lugar en 
índice de desarrollo humano. Esto no es una casualidad, es producto de muchos factores, uno 
de ellos es que agua, ambiente y desarrollo se han dado la mano en este pequeño territorio. 

 

POR LO TANTO, ante lo expuesto no podemos votar la disponibilidad de agua potable para el 
proyecto denominado Condominio Paseo del Parque, VIVICOM DESARROLLOS S.A. y 
MONTARAS DEL NORTE S.A., bajo la tesis seguida por el Principio Precautorio y al Principio In 
dubio Pro Natura. 

SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Mariana Chaves Rodríguez, 
Marco Tulio Chacón Sánchez, Lorena Venegas Zumbado Y DOS EN CONTRA DE LOS 
REGIDORES Erick Villegas González y William Murillo Montero:  Sostener la tesis seguida por el 
Principio Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura en resguardo a los derechos fundamentales 
de los habitantes del cantón de Belén consagrados en el artículo 50 de la Constitución Política; y 
rechazar la solicitud de disponibilidad de agua potable para el proyecto denominado Condominio 
Paseo del Parque, presentado por VIVICOM DESARROLLOS S.A. y MONTARAS DEL NORTE 
S.A., denegando la disponibilidad de agua potable para dicho proyecto. 



CONSULTAS A LA PRESIDENTA MUNICIPAL. 
 
ARTICULO 9.  El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, solicita a los Regidores Mariana 
Chaves Rodríguez y Marco Tulio Chacón Sánchez, que en virtud de sus declaraciones respecto a la 
Audiencia Pública para exponer la inclusión de un Transitorio en el Plan Regulador vigente, que se le 
excluya en dichas declaraciones porque se han referido al acuerdo del Concejo Municipal y no han 
hecho el señalamiento de que la aprobación fue por mayoría simple, por eso con todo respeto 
solicita que en futuras declaraciones hagan ver que la votación no fue unánime y si es del caso 
hagan saber que en su caso voto en contra la iniciativa de incluir un Transitorio al Plan Regulador 
vigente para suspender por tiempo indefinido disponibilidad de agua y permisos de construcción 
para desarrollos urbanísticos en el cantón de Belén. 
 

CAPITULO III 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
 

ARTICULO 10.  Se conoce el Oficio 2332 de Raimond Zamora Z.  Explicación de porque se niega 
el visado de los planos de los lotes de la finca perteneciente a  Agrícola Ganadera Zamora 
Chaves, tramite 2005-0002118, No.242, Plano Catastrado H-601724-99.  Hace una consulta para 
ver si le pueden aclarar varios puntos: 
 
 Porque les solicitan el 10% de la finca para zona municipal, si Residencial Villas Margot ya les 

dio el 10% para zona municipal al cual pertenecía la finca en cuestión. 
 No es cierto que se solicita el 10% de zona municipal cuando se va a solicitar permiso para 

desarrollar un proyecto de vivienda y en este caso están solicitando un visado para vender y 
no desarrollar ningún tipo de proyecto. 

 Tiene entendido de que se solicita zona municipal cuando el terreno mide mas de una 
hectárea y es para construir un proyecto de vivienda no para vender. 

 Porque a Don German Zamora Chaves no se le negó el visado de un lote de la misma finca. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Mariana Chaves 
Rodríguez, Erick Villegas González, Lorena Venegas Zumbado, William Murillo Montero Y EL 
REGIDOR Marco Tulio Chacón Sánchez, se excusa de votar conforme al Articulo 31 del 
Código Municipal:  Solicitar a la Alcaldía Municipal que brinde una explicación al interesado e 
informe al Concejo Municipal. 
 
ARTICULO 11.  Se conoce Oficio de la Licda. Rocío Barrientos Solano, Jefa de Area, Comisión 
Permanente de Gobierno y Administración, Asamblea Legislativa.  Atendiendo instrucciones de la 
Presidenta de la Comisión Permanente de Gobierno y Administración, Diputada Carmen María 
Gamboa Herrera, procede a consultar el criterio de la Municipalidad sobre el proyecto “Modificación 
del tramite de las autorizaciones municipales para descongestionar la agenda legislativa”, 
Expediente 15.534, publicado en La Gaceta 110 del 7 de junio de 2004. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Dirección Jurídica para análisis y recomendación.  
 



ARTICULO 12.  Se conoce Oficio de Dr. José Alb. Sáenz Renauld.  En vista de las numerosas 
conjeturas y especulaciones circulantes en relación al acuerdo del Concejo para estudiar y modificar 
el Plan Regulador, solicita que se divulgue, por medio de los parlantes deambulatorios que se 
utilizan para los más diversos mensajes, el verdadero alcance y propósito del citado acuerdo del 
Concejo. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Incorporar el presente oficio al expediente de la “Audiencia 
Pública”, para que sea analizado por la Comisión Especial de Seguimiento al Plan Regulador y 
brinde respuesta al interesado, cuando sean analizadas todas y cada una de las gestiones que se 
formulen con ocasión de la Audiencia Pública. 
 
ARTICULO 13.  Se conoce el Oficio 2213 del Lic. Milton Obando Rojas, Representante Legal, Crown 
Centro Americana, S.A.  En su condición de Apoderado Generalísimo sin Límite de Suma de Crown 
Centro Americana, S.A., expone lo siguiente: 
 
 Que a nombre de su representada se compromete a firmar el contrato de Compromiso de 

Intenciones para el otorgamiento de facilidades comunales a que se refiere la ley respectiva. 
 Los honorarios profesionales de abogado que se genere de la firma de esos compromisos, así 

como de la compra de los terrenos que escojan en su oportunidad, correrán por cuenta de 
CROWN. 

 
Solicita aprobación de lo expuesto, con el fin de proceder a implementar los alcances de dichas 
gestiones. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Analizar en el Informe de la Asesoría Jurídica. 
 
ARTICULO 14.  Se conoce el Oficio EMPZ-052-05 del Lic. Abraham Alberto Bermúdez Quesada, 
Director de la Institución, Escuela de Excelencia Manuel del Pilar Zumbado.  Están agradecidos por 
la invitación que les hicieron a la actividad del Día del Cantonato e Imposición de la Orden Billo 
Sánchez; sin embargo comunica que no fue posible asistir ya que se encontraban con muchas 
actividades a lo interno de la Institución, por lo que ofrece una disculpa. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota e incorporar en el expediente de la presente Acta. 
 
ARTICULO 15.  Se conoce el Oficio 2390, EE-96-2005 de Msc. Carmen Chaves Fonseca – 
Directora, Prof. Ricardo Cedeño Calvo, Coordinador, Construcción Gimnasio Multiuso, Escuela 
España.  Tal y como corresponde solicitan que con motivo de la próxima construcción del gimnasio, 
se proceda a otorgar los alineamientos y recomendaciones necesarias.  Comunica que la profesional 
responsable que velará por el cumplimiento de las disposiciones es la arquitecta Rocío Mora. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Transferir a la Alcaldía Municipal para el trámite pertinente. 
 
ARTICULO 16.  Se conoce el Oficio 2393 de Lic. Claudio Arce Venegas, Padre de Karen Vanesa 
Arce Murillo.  Informa que la señorita Karen Vanesa Arce Murillo, tiene el honor de representar a 
Costa Rica en su segundo Campeonato Mundial de Atletismo, a celebrarse en Marruecos del 13 de 



julio al 18 de julio.  Este boleto se lo ha ganado por su esfuerzo, dedicación, disciplina durante 
muchos años, también le da la opción de poder participar en charlas antes del evento para poder 
fortalecer ciertos aspectos psicológicos, técnicos, entre otros.  Para esta parte se abre un 
campamento en donde están invitados todos los participantes del campeonato, el cual empieza el 9 
de julio hasta el 12 de julio.  Tienen invitaciones para poder participar en eventos europeos en 
España respectivamente el 19 de julio hasta el 22 de julio, con el objetivo de obtener experiencia y 
manejar aspectos técnicos con entrenadores a nivel mundial.  Como se pueden imaginar muchos de 
estos rubros no son gratis, es por la razón que solicita colaboración económica, que les pueda 
brindar tranquilidad en los gastos que su hija pueda tener en Europa. 
 
Su labor durante seis años de su vida la han destacado en la mayor organización de Costa Rica 
como es la Federación Costarricense de Atletismo y sus logros están bien definidos, logrando con 
ellos ser la representación nacional en la prueba de 800 metros planos, con un record conquistado 
desde el año pasado en los Juegos Centroamericanos, su nueva meta es poder clasificar a la 
segunda fase de estas justas y poder seguir cosechando logros en tan dura disciplina.  Todo este 
sacrificio económico y coraje de esta niña de apenas 16 años han tenido que ver con la participación 
de su familia, en dietas, tenis, uniformes, viajes dentro y fuera del país para fogueos, tratamientos de 
acondicionamiento físico, etc.  Saben que están analizando en reglamento de ayudas a los atletas, 
que propuso el Comité Cantonal de Deportes y Recreación, pero este caos es importante, ya que es 
una belemita representando a Costa Rica en unas justas a nivel Mundial. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, felicita a Karen Vanesa Arce Murillo por 
representar a Costa Rica en su segundo Campeonato Mundial de Atletismo y manifiesta que está en 
la mejor disposición de apoyar a esta destacada atleta belemita.  
 
El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González, avala que ojalá la Municipalidad pudiera ayudar 
a belemitas, pero es un portillo para muchos belemitas que han llegado a nivel mundial y nunca se 
les ha colaborado. 
 
La Regidora Suplente Lorena Vargas Víquez, manifiesta que es importante apoyar las iniciativas de 
superación, en la medida que los presupuestos lo permitan para reconocer el esfuerzo que se haga 
para representar a nuestro país, eso es de vital importancia para estimular. 
 
El Sindico Suplente José Joaquín Arguedas Miranda, presenta que se debe establecer con el Comité 
de Deportes un mecanismo para premiar a los belemitas que nos representen, o sea por parte de 
este Concejo Municipal con un pergamino, porque son muchos los belemitas que han competido 
internacionalmente. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Transferir al Alcalde Municipal para analizar si 
procede la colaboración e informe al Concejo Municipal.  SEGUNDO:  Solicitar al Comité Cantonal 
de Deportes y Recreación que agilice el trámite del Reglamento de Ayudas y Becas para Cursos de 
Capacitación y Participación en Competencias Deportivas. 
 
ARTICULO 17.  Se conoce el Oficio 2359 de Juan Francisco Escobar Crespo, en su condición de 
Apoderado Generalísimo sin límite de suma de la sociedad de esta plaza “Hogares de Costa 



Rica, S.A.”, Jorge Solano Méndez, en su condición de Apoderado General sin límite de suma de la 
“Mutual Cartago de Ahorro y Préstamo”, NOTIFICACIONES.  Fax 221-7679, se presenta ante el 
Concejo a interponer formal Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio y Nulidad 
Concomitante en contra de los acuerdos municipales tomados por el Concejo Municipal en el 
artículo segundo del capítulo segundo de la Sesión número treinta y dos-dos mil cinco celebrada el 
día treinta y uno de mayo del año dos mil cinco; los cuales les fueron notificados el día tres de junio 
del año en curso; con fundamento en los siguientes: 
 
Hechos: 
 
Primero:  La compañía “Hogares de Costa Rica, S.A.”, como empresa desarrolladora de 
proyectos urbanísticos se encuentra gestionando los tramites respectivos para la construcción en el 
Cantón, del Condominio que se denominará “Miraluna”.  No omiten indicar, que el citado proyecto se 
ajusta en un todo a las regulaciones establecidas por nuestro ordenamiento lega, tanto en materia 
constructiva, como en lo que respecta al régimen de propiedad en condominio. 
Segundo:  Una vez otorgada, por parte del Concejo Municipal, la disponibilidad de agua para el 
proyecto; la desarrolladora se avocó a la tarea de completar los requisitos legales y reglamentarios 
necesarios para la obtención del visado de planos por parte del INVU y demás entidades 
involucradas, tales como SETENA y MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES.  El 
relacionado visado se obtuvo el día 3 de mayo del año en curso.   
 
Tercero:  En fecha tres de mayo del dos mil cinco, se solicitó ante el Departamento de Urbanismo 
de la Municipalidad el otorgamiento de Permiso de Construcción del Condominio Miraluna.  Toda vez 
que se cumplió con los requisitos legales correspondientes, específicamente lo determinado por el 
Decreto No.27967-MP-S-MIVAH-MEIC publicado en el Alcance No.49 a La Gaceta No.130 del 6 de 
junio de 1999, con los requisitos de la Municipalidad y con el Plan Regulador, el Departamento de 
Urbanismo, como ente técnico recomendó al  Concejo Municipal la aprobación del permiso de 
construcción.  El Concejo Municipal a su vez acordó, en sesión celebrada el 10 de mayo del año 
2005, remitir a la Comisión de Obras para el análisis y recomendación del proyecto. 
 
Cuarto:  La Comisión de Obras de la Municipalidad comprobó que el Proyecto Miraluna cumplió con 
los siguientes requisitos: 
 
 Que mediante tramite 1741 del 3 de mayo del 2005, Mutual Cartago de Ahorro y Préstamo 

(MUCAP) hace solicitud de Permiso de Construcción en la finca plano catastrado H-967456-
2004. 

 Que la disponibilidad de agua del Proyecto Condominio Miraluna fue otorgada por la 
Municipalidad según Artículo 2 de la Sesión Ordinaria No.69-2004 del dos de noviembre del 
2004. 

 Que la Unidad de Obras mediante oficio O-001-2005, autoriza la descarga de pluviales al Río 
Segundo. 

 Que mediante visado No.11015 del 7 de febrero del 2005 la Dirección de Urbanismo del INVU 
certifica el alineamiento de cauce fluvial según artículo 33 y 34 de la Ley Forestal No.1675. 

 Que mediante oficio 20052069 de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del MOPT se 
autoriza el diseño de accesos a la Ruta 129 del Proyecto Condominio Miraluna.  Además, 



mediante nota 5-0629 del Departamento de Derechos de Vía del MOPT de fecha 27 de enero 
del 2005 se establece la línea de construcción a 13 metros del centro de vía. 

 Que mediante Resolución No.794-2005 – SETENA del 14 de abril del 2005 se otorga la 
viabilidad ambiental al Proyecto Condominio Miraluna y se aprueba el Plan de Gestión 
Ambiental (PGA). 

 Que el Proyecto Condominio Miraluna tiene los planos constructivos aprobados por CFIA 
mediante nota OC 349570, esta aprobado por la Dirección de Urbanismo del INVU con fecha 
3 de mayo del 2005 y cuenta con visado sanitario del Ministerio de Salud del 2 de mayo del 
2005. 

 Que los planos de la Planta de Tratamiento de Aguas Negras y Residuales tiene los planos 
constructivos aprobados por CFIA mediante nota OC-350864-350865. 

 Que la articulación del Proyecto Condominio Miraluna con el Plan Regulador se establece a 
partir del Certificado de Uso del Suelo, el cual establece que la finca 170017, plano catastrado 
H-967456-20004, se ubica en la Zona Residencial de Alta Densidad, cuya densidad máxima 
es de 330 habitantes por hectárea.  El Proyecto plantea 277 lotes en condominio, cuya 
densidad equivale a 113 hab/Ha., por lo que se considera que el Condominio se ajusta al uso 
y requisitos de área, frente, cobertura y densidad exigidos para la ZRAD y de vialidad del Plan 
Regulador. 

 
Sin embargo y a efectos de aclarar o adicionar algunos aspectos sobre el Proyecto, la Comisión de 
Obras recomendó al Concejo  Municipal solicitar al desarrollador del proyecto:  “a)  Aclaración sobre 
la nota en la Lámina C8/20:  “El alcantarillado sanitario se construirá, pero el mismo funcionara hasta 
que se construya el colector de la zona, mientras tanto, los lotes deberán contar con sus respectivos 
tanques sépticos”.  b)  Propuesta del sistema de alcantarillado pluvial alrededor de la finca plano 
catastrado H-967456-2004, así como las obras de cordón y acera que lo deben acompañar desde la 
entrada principal al oeste por la Ruta 129 y al norte hasta el Río Segundo por la Ruta 116, dado que 
se tiene descargas pluviales al sur y oeste de la finca señalada.  c)  Lámina con detalle de tapias en 
colindancia.  d)  Memoria de Cálculo del diseño del espesor del pavimento contenido en la lámina 
5/20.  e)  Memoria Descriptiva de la Planta de Tratamiento de Aguas Negras y Servidas.  f)  Indicar al 
señor Francisco Escobar Crespo en calidad de Presidente de Inversiones Don Bosco, S.A., que de 
previo a resolver el Permiso de Construcción del Condominio Miraluna deben quedar asegurados los 
compromisos de aportes económicos ante la Municipalidad, lo cual debe de contemplarse en un 
documento formal debidamente firmado por los representantes legales de ambas partes.   
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal.  “A efectos de cumplir 
con el Principio de Economía Procesal Administrativa, hemos de decir que todos los 
cuestionamientos y omisiones hechas al proyecto por la Comisión de Obras, verificadas a través de 
las actas públicas de dicha Comisión, han sido solventadas por medio de documentación aportada el 
27 de mayo del año en curso.  Sin omitir que ya se otorgó a favor de la Municipalidad una garantía 
de cumplimiento por un valor de DIECISÉIS MILLONES SEISCIENTOS NOVENTA MIL 
QUINIENTOS TRES COLONES para garantizar la ejecución de las obras de infraestructura de 
alcantarillados pluvial, cordón y caño, zona verde y acera de las dos rutas nacionales que rodean la 
finca (rutas nacionales 111 y 129). 
 



Quinto:  El Concejo Municipal en el artículo 2, Capítulo II de la Sesión 32-2005 del 31 de mayo del 
año dos mil cinco, tomo dos acuerdos: 
 

a. Sin razonar ni motivar el porque, en votación dividida rechazó el dictamen de la Comisión de 
Obras, conocido en el artículo 15 del acta número 31-2005, en cuanto a la recomendación 
de la Comisión de Obras de solicitar las aclaraciones antes citadas al desarrollador del 
proyecto. 

b. De nuevo sin razonar, ni motivar de forma clara y precisa, en votación unánime se acordó 
rechazar la solicitud de Permiso de Construcción No.1741-2005, del Condominio Residencial 
de Finca Filiales Individualizadas denominado Miraluna con fundamento (de forma resumida 
y casi interpretativa) en lo siguiente: 

b.1.  Que la vigencia de la disponibilidad de agua del Proyecto Condominio Miraluna venció el 2 
de mayo del año en curso. 
b.2.  Que existe confusión en cuanto al sistema de tratamiento de aguas negras que se utilizará 
en el proyecto (tanque séptico para cada lote o planta de tratamiento). 
b.3.  Que existe duda sobre la legalidad (a la luz de la Ley de Enriquecimiento Ilícito) de la 
compensación social acordada entre el desarrollador y la Municipalidad. 

 
Sexto:  Debemos recordar que la Ley General de la Administración Pública (LGAP) claramente 
establece que:  a.  Todo acto administrativo “deberá aparecer objetivamente como una 
manifestación de voluntad libre y consciente, dirigida a producir el efecto jurídico deseado para el fin 
querido por el ordenamiento” (artículo 130.1. de la LGAP). b. Todo acto administrativo para devenir 
en válido debe ser conforme sustancialmente con el ordenamiento jurídico (artículo 128 de la LGAP). 
c. Todo acto jurídico, en su contenido, debe ser “... lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas las 
cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo, ...” (artículo 132 de la LGAP). d. Entre otros 
supuestos, todo acto administrativo deberá motivarse cuando: i. Denieguen derechos subjetivos del 
administrado; ii. Se separen del dictamen de órganos consultivos. (artículo 136 de la LGAP). De 
igual forma el artículo 6 de la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites 
Administrativos (Ley 8220) señala: “Dentro del plazo legal o reglamentario dado, la entidad, órgano o 
funcionario deberá resolver el trámite, verificar la información presentada por el administrado y podrá 
prevenirle, por una única vez y por escrito, que complete requisitos omitidos en la solicitud o el 
trámite o que aclare información. Tal prevención suspende el plazo de resolución de la 
Administración y otorgará, al interesado, hasta diez días hábiles para completar o aclarar; 
transcurridos los cuales, continuará el cómputo del plazo previsto para resolver.” 
 
SETIMO: En virtud de lo expuesto es opinión de los suscritos, que los acuerdos citados y recurridos 
resultan totalmente nulos, arbitrarios e ilegales, tomando en cuenta lo siguiente: 
 

A. En cuanto al rechazo del dictamen de la Comisión de Obras: El artículo 6 de la Ley 8220, 
provee al administrado del derecho de rectificar o aclarar, los errores u omisiones en sus gestiones, 
previo al eventual rechazo de la misma por parte de la Administración. En el acuerdo de marras, la 
Comisión de Obras, previo a continuar con el análisis del permiso relacionado, solicito una serie de 
aclaraciones y adiciones a la información suministrada por el administrado. Sin embargo, el Concejo 
Municipal, sin motivo alguno, rechaza la petición de la Comisión de Obras violentando todo debido 
proceso. (y además violentando el inciso c del artículo 136 de la LGAP).  



B. En cuanto al rechazo a la solicitud de Permiso de Construcción No. 1741-2005:  
B.1. En primer lugar el citado acuerdo violenta lo establecido por el artículo 132 de la LGAP toda vez 
que el mismo no resulta ni claro, ni preciso. No es factible determinar con certeza cuales son las 
verdaderas razones o motivos que justifican el rechazo del permiso de construcción toda vez que no 
existen formalmente conclusiones al respecto. Eventualmente, de la discusión ocurrida durante la 
sesión del Concejo que dio origen al acuerdo de marras, se pueden inferir los argumentos (no 
fundamentos) que motivaron a las autoridades municipales a resolver como en efecto lo hicieron y 
los que procedemos a enumerar con su respectiva defensa: 
B.1.1. La supuesta pérdida de vigencia de la disponibilidad de agua: Argumenta el Concejo 
Municipal que, de conformidad con el inciso f del artículo 6 del REGLAMENTO PARA LA 
OPERACION Y ADMINISTRACION DEL ACUEDUCTO DE LA MUNICIPALIDAD DE BELÉN, la 
disponibilidad de agua tiene una vigencia seis meses, plazo dentro del cual se debe iniciar la 
construcción del proyecto; en virtud de lo cual el 2 de mayo del año en curso venció la vigencia de la 
disponibilidad de agua otorgada al Proyecto Miraluna. El relacionado argumento, en opinión de los 
suscritos, peca de simplista por literal, sobre todo si se toma en cuenta lo siguiente: 
- El derecho (en general) y las normas (en particular) son instrumentos y no fines en si mismos. El 
ordenamiento jurídico como un todo debe resultar  sistemático, en razón de lo cual Constitución, 
leyes, decretos, reglamentos y actos administrativos deben armonizar para la consecución de los 
fines sociales. El inciso f del artículo 6 del Reglamento (en cuanto a la vigencia de la disponibilidad 
de agua) y en general todo el REGLAMENTO PARA LA OPERACION Y ADMINISTRACION DEL 
ACUEDUCTO DE LA MUNICIPALIDAD DE BELÉN debe aplicarse (y por lo tanto necesariamente 
interpretarse) como parte de toda una normativa (Ley de Construcción y su Reglamento, Ley de 
Planificación Urbana, etc.) que persigue un fin mayor: La regulación para el desarrollo ordenado de 
la actividad constructiva, sea a nivel individual o urbanístico. El administrado no solicita una 
disponibilidad de agua como un elemento individual o aislado, sino como parte de toda una serie de 
requisitos administrativos y legales tendientes a tramitar ante el INVU el visado de planos 
constructivos (con vigencia de un año) para posteriormente solicitar a la Municipalidad respectiva el 
permiso de construcción correspondiente. En el caso que nos ocupa, la vigencia disponibilidad de 
agua para el Proyecto Miraluna se obtuvo el día dos de noviembre del 2004, y dentro de su vigencia, 
se tramitó ante el INVU el visado de planos respectivo, el cual generó una nueva vigencia de un año. 
Entender el concepto de la vigencia de la disponibilidad del agua de forma distinta haría nugatorio el 
derecho del administrado por cuanto lo obligaría a lo imposible. De hecho, existen antecedentes en 
la misma Municipalidad de Belén que avalan lo expuesto y que son del conocimiento del propio 
Concejo Municipal (Proyecto Prados de Belén). 
- En general, los plazos perentorios pretenden “castigar” la inercia del interesado. En otras palabras, 
la Administración concede un permiso o habilitación “x” por un tiempo determinado con el fin de que 
el interesado realice o gestione los actos necesarios que le fueron autorizados. Todo acto 
administrativo conlleva un fin o motivo; con respecto a la disponibilidad de agua, la misma se 
concede para el desarrollo de un proyecto constructivo y en el caso del Proyecto Miraluna, el 
desarrollador ha gestionado de forma diligente y constante todos los trámites y autorizaciones 
necesarios para la construcción del Condominio Miraluna. Aún más, la propia Comisión de Obras en 
su dictamen al Consejo detalla todos los permisos y autorizaciones obtenidas para el desarrollo del 
Proyecto. Ahora bien, para nadie es un secreto que la tramitología ante las instituciones públicas no 
resulta para nada expedito, situación que no se le puede endilgar al administrado. 



-Finalmente debemos tener en cuenta que “construcción” no significa únicamente la aplicación de 
fuerza bruta. Para construir se requieren permisos, autorizaciones, planos, diseños, en fin más que 
construcción se trata de un proceso constructivo que se debe ver como un todo y no simplemente 
como la colocación de blocks o cemento. Desde esta óptica, y desde antes que le fuera otorgado la 
disponibilidad de agua, el Proyecto Miraluna se ha encontrado en constante ejecución. 
B.1.2. El supuesto uso de tanques sépticos como método de tratamiento de aguas negras en el 
Proyecto Miraluna. De una lectura integral del Proyecto Miraluna resulta más que evidente que el 
método de tratamiento de aguas negras que se utilizará es el de Planta de Tratamiento de Aguas 
para el cual se aporta en el expediente el diseño en planta y perfil en los planos constructivos, el 
diseño de la red sanitaria, planos constructivos aprobados por el Ministerio de Salud para la Planta 
de Tratamiento y permiso de ubicación de la Planta. La referencia a la utilización de tanques 
sépticos se debió a un error que, de haberse aprobado la recomendación de la Comisión de Obras, 
se hubiese aclarado sin mayor problema. De hecho, el Condominio Miraluna es totalmente 
respetuoso y riguroso en el cumpliento de la normativa en materia ambiental y de protección de los 
recursos hídricos del Cantón. Nada más fácil y económico que haber planteado la alternativa de uso 
de tanques sépticos para el tratamiento de aguas negras; pero conocedores que la alternativa de 
Planta de Tratamiento resulta más amigable al ambiente se planificó el desarrollo bajo esta premisa. 
B.1.3. La supuesta ilegalidad de la denominada “Compensación Social”: Resulta que el origen del 
requisito de la denominada “Compensación Social” se encuentra en el inciso xi del Informe de la 
Comisión de Obras de la Municipalidad de Belén publicado en La Gaceta número 147 del miércoles 
28 de junio del 2004. En otras palabras, es un requisito exigido por la propia Administración para la 
valoración de disponibilidad de agua para desarrollos urbanísticos. Lo cuestionable es: ¿Cómo la 
Administración “castiga” al administrado con la denegatoria  de un permiso de construcción con 
fundamento en la supuesta ilegalidad de un requisito que ella misma exige? O sea, la Administración 
primero hace “delinquir” al Administrado y luego lo trata de “delincuente”. Lo que ordena la lógica es: 
Si los señores miembros del Concejo Municipal consideran que la “Compensación Social” violenta la 
Ley de Enriquecimiento Ilícito, pues entonces se prescinde del mismo, se valora el cumplimiento de 
los demás requisitos y se aprueba o rechaza el otorgamiento del permiso; pero no se utiliza este 
elemento como un pretexto para denegar un permiso de construcción que, como el presentado para 
el Condominio Miraluna, cumple con todos los requisitos de ley. Ahora bien, a juicio de los suscritos, 
todo proyecto urbanístico efectivamente conlleva un carácter solidario y de responsabilidad social 
que se manifiesta a través de los aportes que los desarrolladores puedan hacer en pro de la 
comunidad, y por lo no vemos inconveniente en ratificar el compromiso de hacer los aportes  
previamente acordados. 
B.1.4. La falta de requisitos para la aprobación del Proyecto Miraluna: Nuevamente cabe la pregunta: 
¿Cómo se aclaran o adicionan las dudas u omisiones al Proyecto, si no se le otorga al desarrollador 
la posibilidad de hacerlo? Esto no es más que una flagrante violación a la Ley 8220 que pretende 
precisamente proteger al Administrado de este tipo de abusos por parte de la Administración. 
 
En resumen y reitero, todo lo resuelto por el Concejo Municipal de Belén (violentando los artículos 
citados de la LGAP y Ley 8220) resulta ilegal y nulo. La negativa al otorgamiento del permiso de 
construcción solicitado, no se ampara a ninguna clase de criterio técnico o legal, únicamente se 
arropa en argumentos que se alejan totalmente del marco legal que debe primar en todo acto 
administrativo. 



 
FUNDAMENTO JURÍDICO:  Fundamentamos el presente recurso en la Ley 8220 y los artículos 128, 
130, 132, 136, 140, 342 siguientes y concordantes todos de la Ley General de la Administración 
Pública. 
 
PRUEBAS.  Aportamos como prueba el expediente administrativo para el Permiso de Construcción 
No. 1741-2005, en el cual consta el cumplimiento cabal de todos los requisitos legales y 
administrativos establecidos  por el Decreto No. 27967-MP-S-MIVAH-MEIC publicado en el Alcance 
No. 49 a La Gaceta No. 130 del 6 de junio de 1999, por la Municipalidad de Belén y por el Plan 
Regulador de Belén 

 
PETITORIA.  En virtud de lo anterior solicitamos se revoquen los actos administrativos de marras y 
consecuente se apruebe el otorgamiento del Permiso de Construcción para el Condominio Miraluna, 
toda vez que como se indicó ya fueron evacuadas y aclaradas, todas las dudas u omisiones sobre el 
proyecto. Caso contrario se apruebe el dictamen de la Comisión de Obras a efectos de nuevamente 
aclarar, adicionar o corregir los errores u omisiones que hayan podido presentar o en su defecto se 
eleve la apelación en subsidio ante el Superior correspondiente. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a análisis de la Dirección Jurídica. 
 
ARTICULO 18.  Se conoce el Oficio 2369 de Lic. Luis Orlando Rodríguez González, Presidente, 
Asociación de Desarrollo Integral La Asunción, dirigido al Alcalde Víctor Víquez Bolaños.  Expone 
que en el año 2004, la Municipalidad giró mediante transferencia la suma de ¢1.000.000.00 (un 
millón de colones), para la construcción del martillo al final de la calle “Los Tilianos”, en La Asunción.  
Recientemente se han dado a la tarea de ejecutar dicho proyecto, sin embargo se les ha presentado 
la situación que expone:  El detalle del presupuesto de los trabajos a realizar es el siguiente: 
 
1. Construcción de 20 m2 de cordón y caño         

¢140.000.00. 
2. Construcción de 30 m2 de acera          

¢270.000.00. 
3. Construcción de caja tragante de 2 parrillas y demolición de caja existente     

¢450.000.00. 
4. Construcción de una caja tragante de 1 parrilla        

¢200.000.00. 
5. Construcción de un cruce de 3 m2 de 18” de diámetro       

¢115.500.00. 
6. Colocación de sub-base y preparación de carretera       ¢300.000.00. 
7. Asfaltado de 235 m2 de carretera      

 ¢1.175.000.00. 
8. Levantamiento de un pozo existente           ¢50.000.00. 
9. Total de presupuesto       

 ¢2.700.500.00. 
 



Como podrá darse cuenta el monto girado a la Asociación no alcanza para ejecutar la totalidad de la 
obra, por lo que propone, que la Asociación realizará de los trabajos enumerados anteriormente del 
No.1 al No.5 y el No.8, que la Municipalidad realice los trabajos enumerados No.6 y No.7.  La 
Asociación invierte ¢1.225.500.00 y la Municipalidad ¢1.475.000.00, con lo que estaríamos logrando 
solucionar el problema que durante muchos años los vecinos de la Calle “Los Tilianos” han tenido. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota e incorporar en el expediente de la presente Acta.  
 
ARTICULO 19.  Se conoce el Oficio 2413 de Ing. Leonard Ferris Aguilar, Apoderado Generalísimo, 
Vivicon.  Solicitud de otorgamiento de pajas de agua potable Proyecto Paseo del Parque.  En 
calidad de representante judicial y extrajudicial de las empresas Vivicon Desarrollos, S.A., y 
Montaras del Norte, S.A., sociedades de esta plaza, empresas que han tramitado en forma ordenada 
y conforme a las leyes y reglamentos vigentes en esta Municipalidad la disponibilidad de agua para 
el proyecto Paseo del Parque, manifiestan: 
 
 Sus representadas hicieron expresa solicitud para que se le confiera el otorgamiento de 

trescientas pajas de agua para el proyecto Paseo del Parque desde el 2 de febrero del año 
2005. 

 Expresamente viene a dar por notificada a sus representadas acerca de la resolución en virtud 
de la cual, el Concejo Municipal anula el acuerdo municipal del Acta de la Sesion Ordinaria 23-
2005 del 19 de abril del 2005. 

 Ello equivale a no haberse tomado por parte del Concejo Municipal, dentro del termino de ley, 
acuerdo alguno tendiente a aprobar o improbar la solicitud de concesión de agua potable para 
el proyecto dicho. 

 Por haber transcurrido el termino de ley sin haber resuelto la solicitud y siendo que han 
cumplido con todos y cada uno de los requisitos de ley, ha operado entonces el silencio 
positivo y por ende, solicita tener por aprobada la solicitud de otorgamiento de pajas de agua 
potable para el Proyecto Paseo de Parque por aplicación del instituto del silencio positivo 
conforme lo dicta la ley. 

 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, manifiesta que el tema del agua es tan 
complejo y delicado que el artículo 4 del Proyecto de Ley del Recurso Hídrico, expediente 14585, no 
deja ninguna duda al respecto: 
ARTÍCULO 4.- Silencio Positivo: En materia de recurso hídrico no operará el silencio positivo, contemplado 
en los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública, No. 6227 de 2 de mayo de 1978. 
Cuando la Administración no resuelva los asuntos sometidos a su conocimiento, dentro de los plazos 
estipulados en la presente Ley, el funcionario responsable se expondrá a las sanciones dispuestas en las 
leyes. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Alcaldía Municipal para análisis y recomendación. 
 
ARTICULO 20.  Se conoce el Oficio SM-774-05 de Zahyra Artavia Blanco, Jefa Depto. de 
Secretaría, Municipalidad de Goicoechea.  La Comisión de Hacienda y Presupuesto, analizaron 
recorte de Periódico de La Nación titulado “Municipios denuncian que Plan Fiscal les elimina 
exoneraciones”.  Recomiendan: 



 
 Enviar comunicado a los Jefes de Fracción de la Asamblea Legislativa en el que se exprese la 

oposición de este Gobierno Local a la eliminación de las exoneraciones, por sus 
consecuencias económicas para los municipios, lo cual repercutirá directamente en el 
desarrollo de las comunidades. 

 Que se consulte al IFAM si se ha realizado por parte de esa Institución un estudio de las 
consecuencias en el desarrollo de las comunidades de aprobarse el Plan Fiscal. 

 Que se envíe copia del acuerdo a las Municipalidades y Concejos Municipales del país, 
instándolos a que se adhieran a esta oposición. 

 Que se envíe copia del acuerdo a la Unión Nacional de Gobiernos Locales. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, expresa que debemos analizar todo el Plan 
Fiscal en el contexto de las modificaciones que se le han realizado en los últimos días, para 
pronunciarnos. 
 
El Regidor Propietario Marco Tulio Chacón Sánchez, informa que el tema se ha discutido y la 
Dirección Jurídica se ha pronunciado. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota e incorporar en el expediente de la presente Acta.  
 
ARTICULO 21.  Se conoce el Oficio GM-1717-2005 de Bach. Johanna González Camacho, Jefe 
Depto. Transferencia y Promoción, VB. Lic. Guillermo Badilla Jiménez, Subdirector, Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes.  Solicitud de implementación de un sistema eficiente y expedito 
de convenios.  Con instrucciones del Despacho del Ministro de Obras Públicas y Transportes, así 
como del Director de Gestión Municipal del MOPT –cursadas mediante memorando DM-2532-2005 
del 17 de mayo y trasladado de correspondencia DGM-1545-2005 del 2 de junio de 2005 
respectivamente, reiterando en el memorando DM-2664-2005 del 23 de mayo y traslado de 
correspondencia DGM-1543-2005 del 2 de junio, procede a atender las notas remitidas al Ministro, 
aprobadas mediante acuerdos adoptados por el Concejo Municipal en la Sesión Ordinaria No.26-
2005 del 3 de mayo anterior y en la Sesión Ordinaria No.28-2005 del 10 de mayo anterior, mediante 
la cual solicitan se implemente un sistema eficiente y expedito para el tramite de convenios con las 
Municipalidades para mejorar las redes viales cantonales.   
 
Indica lo siguiente:  Como fue del conocimiento de los Alcaldes e Intendentes Municipales que 
asistieron a la convocatoria formulada por el Ministro para la reunión del 14 de abril, el Ministerio ha 
hecho –en los últimos meses- significativos esfuerzos por ofrecer a los ayuntamientos un marco 
normativo propicio para ordenar y agilizar las actividades tendientes a atender la Red Vial Cantonal.  
Durante el encuentro de referencia –al que no asistió el Alcalde de Belén, fue objeto de una amplia 
explicación y debate de las nuevas políticas, procedimientos y modalidades de ejecución de obras y 
prestación de servicios a cargo de la División de Obras Públicas, de tal forma que los esfuerzos 
conjuntos por atender dicha red, sean regidos por criterios de claridad, sencillez, agilidad y 
transparencia.  Incluso al final del evento se les entrego a las autoridades municipales presentes –
por parte de funcionarios de la Dirección- un disco compacto conteniendo la información mas 
relevante sobre los procedimientos en cuestión, en los que incluye –obviamente- los concernientes a 
la modalidad de Convenios de Cooperación Interinstitucional.   



 
Esos propósitos han sido traducidos en resultados concretos tal y como lo representa el hecho de 
que, solo durante el mes de abril, se tramitaron 16 convenios de cooperación con 8 distintos 
gobiernos locales, de los cuales finalmente se suscribieron 15 de ellos.  De lo anterior pueden dar 
cuenta los ayuntamientos de Goicoechea, Alfaro Ruiz, Santa Cruz, San Isidro, Barva, Jiménez, La 
Unión y León Cortés.  De la misma forma las municipalidades de Tarrazú, Valverde Vega, Siquirres, 
Alfaro Ruiz y Alvarado pueden dejar constancia de la celeridad que se les ha brindado a sus 
solicitudes.  Informa al Concejo Municipal que, con esos antecedentes de respaldo, el Ministerio ha 
dado muestras fehacientes –pese a las limitaciones presupuestarias y operativas- de su interés y 
preocupación por mejorar y concretar los niveles de cooperación con las municipalidades para la 
atención conjunta de la infraestructura vial de los distintos cantones del país.  Reitera la Dirección de 
Gestión Municipal, puede ofrecerle al Concejo Municipal una asesoría específica sobre el tema en 
cuestión, para aclarar eventualmente cualquier duda que al respecto tengan. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir al Alcalde Municipal para lo que corresponda. 
 
ARTICULO 22.  Se conoce el Oficio 117-2005, 2360 de Gerardo Mata Araya – Director Ejecutivo, 
Víctor Alfaro Ulate – Presidente, Federación de Municipalidades de Heredia.  Convoca a la 
Asamblea General Ordinaria de la Federación, última del periodo electoral y probablemente la 
mas importante de cuantas han realizado.  Esta Asamblea ha sido diseñada por la UNA en forma de 
“Juicio”, con el propósito de que la temática se enfoque con la profundidad técnica y profesional que 
requiere.  El Recurso Hídrico y el Desarrollo Urbano son temas ineludibles cuyo enfoque 
demanda de una propuesta futurista que resuelva apropiadamente la conflictividad que hoy 
manifiesta; no les cabe duda que es un tema de carácter regional de interés para todas y cada una 
de las Municipalidades.  Abrigan la esperanza de que habrán de acompañarlos y participarán en las 
propuestas de solución como responsables del diseño de la ciudad que queremos y protección de 
los recursos que permiten la vida.  El evento se desarrollará a partir de las 9:00 am., el sábado 
25 de junio, en las instalaciones del INBIO – Parque en Santo Domingo. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Informar a la Federación de Municipalidades de Heredia, que 
aunque no formamos parte de la citada Federación, asistirán como oyentes los Regidores Ing. 
William Murillo Montero y Desiderio Solano Moya. 
 
ARTICULO 23.  Se conoce el Oficio DGM-1165-SF-174-05 de MSc. Maribel Sequeira Gutiérrez, 
Directora de Gestión Municipal, Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, dirigido al Alcalde Víctor 
Víquez Bolaños.  En coordinación con el Departamento de Contabilidad Nacional del Ministerio de 
Hacienda, de conformidad con la normativa establecida en la Ley de Administración Financiera de la 
Republica y Presupuestos Públicos y el Decreto Ejecutivo No.30903-H-MP-PLAN, artículo 120, 
publicado en el Alcance No.94, a La Gaceta No.251, de fecha 30-12-2002, en donde se define lo 
correspondiente a la presentación de los estados financieros consolidados por parte de las 
municipalidades, han preparado la actividad denominada Seminario sobre “Clasificadores 
Presupuestarios y Uniformidad de Estados Financieros del Sector Público”, el cual se ha 
programado para que los Gobiernos Locales cumplan a cabalidad con los lineamientos definidos por 
el Ministerio de Hacienda y la Contraloría General de la República, con el fin de que conozcan y 
adopten las acciones necesarias que les permitan realizar los cambios en los programas de 



Presupuesto – Contabilidad – Facturación y otros, a efecto de incorporar nuevos Clasificadores 
Presupuestarios a partir del año 2006, así como la presentación de los estados financieros 
consolidados. 
 
Dentro de los objetivos definidos en el desarrollo de la actividad, esta el dar a conocer la situación 
sobre el avance y estado actual de la implementación de los nuevos Clasificadores del Sector 
Público.  Otro objetivo es informar sobre las directrices y aspectos para la presentación de los 
estados financieros ante la Contabilidad Nacional, para propósitos generales, con el propósito de 
asegurar la propia entidad, como los de otras entidades.  Los contenidos del programa a desarrollar 
son:   
 
Antecedentes sobre la Contabilidad Nacional: 
 Misión y Visión de la Contabilidad Nacional.   
 Clasificadores presupuestarios.   
 Definiciones contables.   
 
Marco referencial. 
 Marco Jurídico para la presentación de Estados Financieros. 
 
Normas Internacionales de Contabilidad Aplicables al Sector Público Nic SP. 
 Norma Internacional sector Público (NIC SP) 1 
 Norma Internacional sector Público (NIC SP) 2 
 Norma Internacional sector Público (NIC SP) 17 
 
Generalidades Contables 
 Partida doble. 
 Naturaleza de las Cuentas 
 Registros Contables 
 Auxiliares 
 
Caso práctico de Contabilidad 
 Desarrollo. 
 Revisión. 
 
Dicha actividad esta dirigida a los Contadores Municipales, dada la especialidad del tema.  El evento 
se estará celebrando el 20 de junio, con un horario de 8:30 am a 4:00 pm, en la Sala de 
Capacitación de la Institución.  El IFAM esta financiado los refrigerios durante el evento, por lo que le 
solicita tomar las previsiones del caso para que el funcionario cuente con los viáticos de la 
Municipalidad, correspondientes al almuerzo y cuando se requiera el hospedaje. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota e incorporar en el expediente de la presente Acta.  
 
ARTICULO 24.  Se conoce el Oficio 2344 de MGA. Ana Isabel Barquero, Coordinadora PRIGA – 
UNA, Ing. Higinia Rodríguez, Coordinadora CIMH, dirigido a la Presidenta Municipal.  Invita a 
participar del Foro sobre Vertidos que se realizará en la Sala de Ex Rectores de la Biblioteca 



Joaquín García Monge de la Universidad Nacional el viernes 17 de junio de 8:30 am a 12:00 md.  El 
objetivo de la actividad es conocer y discutir, en forma general, sobre la situación actual de los 
vertidos en Costa Rica y sobre las estrategias de instituciones públicas y de la UNA para contribuir a 
solucionar esta problemática ambiental.  El evento es organizado por el Programa Interdisciplinario 
de Investigación y Gestión del Agua (PRIGA), conjuntamente con el Programa Cambio Social, 
Biodiversidad y Sostenibilidad (CAMBIOS) de la Escuela de Planificación y Promoción Social (EPPS) 
y la Comisión Interinstitucional de Microcuencas de Heredia (CIMH).  Considera de gran importancia 
los aportes que pueda brindar para enriquecer las discusiones del foro.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Transferir al Alcalde Municipal para lo que corresponda. 
 
ARTICULO 25.  Se conoce Invitación del Personal Docente y Administrativo de la Escuela España, 
al Traspaso de Poderes del Gobierno Estudiantil, a realizarse el jueves 16 de junio del 2005 a las 
8:30 am, en las instalaciones de la Institución. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Informar a la Directora de la 
Escuela España, que asistirá en representación del Concejo Municipal la Secretaria Municipal Ana 
Patricia Murillo Delgado. 
 
ARTICULO 26.  Se conoce Invitación del Tribunal Electoral Estudiantil, Dirección el Personal 
Docente y Administración de la Escuela Fidel Chaves Murillo, Patronato Escolar y Junta de 
Educación, al Traspaso de Poderes del Gobierno Estudiantil Estudiantil 2005-2006.  Dicho evento se 
llevará a cabo en el Centro Educativo el 16 de junio de 2005 a las 10:00 am. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Informar a la Dirección de la 
Escuela Fidel Chaves el agradecimiento del Concejo Municipal por la invitación a participar en tan 
importante evento en la vida estudiantil y cívica de este Centro Educativo y expresar las disculpas 
del caso por no poder asistir.  
  
ARTICULO 27.  Se conoce Oficio DGM-1172-DL-84-05 de MSc. Maribel Sequeira Gutiérrez, 
Directora de Gestión Municipal, Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, dirigido al Alcalde Víctor 
Víquez Bolaños.  El 29 de junio, de 9:00 am a 12:00 pm, se realizará en las instalaciones del IFAM 
un nuevo encuentro de los enlaces municipales, que participan en el proyecto que lleva a cabo el 
MINAE en coordinación con el IFAM, denominado “Fortalecimiento de Mecanismos de Coordinación 
y Comunicación con las Municipalidades del Area de Conservación de la Cordillera Volcánica 
Central”.  Solicita incentivar la participación del enlace de la Municipalidad en este proyecto. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, manifiesta que el enlace puede ser el Regidor 
Suplente Desiderio Solano Moya. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota e incorporar en el expediente de la presente Acta.  
 
ARTICULO 28.  Se conoce Oficio de Licda. Giselle Mora Peña, Directora Ejecutiva, Unión Nacional 
de Gobiernos Locales.  Reforma Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 
Función Pública (Pago de dietas).  En La Gaceta No.99 del 24 de mayo de 2005, se publico la Ley 



No.8445 del 10 de mayo de 2005, por medio de la cual se reformó el artículo 17 de la Ley contra la 
Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, No.8422 del 06 de octubre de 2004.  
Con base en el estudio brindando por el Asesor Legal, Lic. Randall Marín Orozco, informa los 
alcances de la reforma:   
 
 Se modifica el párrafo cuarto y se le adicionan dos párrafos al artículo 17, estableciéndose un 

nuevo marco jurídico sobre el pago de dietas a personas que, ocupando un cargo público, 
fungieren como miembros de órganos colegiados públicos. 

 Se establece como marco general, que las personas que desempeñen un cargo dentro de la 
función pública no podrán devengar dietas como miembros de órganos colegiados públicos, 
salvo que no exista superposición horaria entre la jornada laboral y las sesiones en esos 
órganos.  Cambia así la norma original, de manera que, en adelante y en sentido contrario, las 
personas sí podrán devengar las dietas cuando las sesiones del órgano, colegiado al que 
pertenezcan se celebren fuera del horario de su jornada como servidor público. 

 Quienes no desempeñen ningún cargo dentro de la función pública podrán ser miembros de 
hasta tres órganos públicos y recibir las dietas correspondientes, siempre y cuando no exista 
superposición horaria entre las sesiones de dichos órganos.  Si por razones de interés público 
se requiere que la persona forme parte de mas de tres órganos colegiados, será necesaria la 
autorización de la Contraloría General de la República. 

 A los Regidores (as) municipales, síndicos (as) y concejales (as) municipales de distrito que 
ocupen cargos en la función pública, no se les aplicarán los impedimentos señalados en el 
artículo 17 sobre dietas.  Lo anterior significa que, en todo caso, deberán recibir dietas por su 
asistencia a las sesiones del Concejo, aún cuando exista interposición horaria entre la jornada 
como servidor público y las sesiones del Concejo Municipal. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota e incorporar en el expediente de la presente Acta. 
 

CAPITULO IV 
 

INFORME DE COMISIONES 
 
INFORME DE LA COMISIÓN DE BECAS A ESTUDIANTES DEL CANTON. 
 
ARTICULO 29.  Se conoce el Oficio ADS-131-2005 de la Sindica Propietaria Rita Guido Quesada.  
Ha procedido a revisar las apelaciones de los estudiantes solicitantes no beneficiados hasta la fecha.  
Con el visto bueno de la Dirección del Area de Desarrollo Social y la Trabajadora Social, que estuvo 
a cargo de efectuar los estudios socio-económicos, la señorita Claudia Martínez.  Se recomienda 
incluir como nuevos beneficiarios del Programa, con pago retroactivo a los siguientes estudiantes 
(¢6.000.00 cada becada, en el periodo comprendido entre marzo a octubre del 2005. 
 

NOMBRE CENTRO EDUCATIVO MONTO 

Andrés Gutiérrez Mena  Liceo de Belén ¢ 48.000.00 

Jonathan Gerardo Marín Rodríguez Liceo de Belén ¢ 48.000.00 

Gabriel Zumbado Cerdas Escuela Manuel del Pilar ¢ 48.000.00 

Carolina Bosque Solano Escuela Fidel Chaves ¢ 48.000.00 



Daniela María Salazar Rodríguez Liceo de Belén ¢ 48.000.00 

 TOTAL ¢240.000.00 

 
A la vez se le solicita sea incluido en el presupuesto extraordinario No.2 – 2005, la suma de 
¢240.000.00 para cubrir a estos beneficiarios. 
 
El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González, consulta si los muchachos estaban dentro de la 
lista inicial. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO: Aprobar la inclusión de los estudiantes Andrés 
Gutiérrez Mena, Jonathan Gerardo Marín Rodríguez, Gabriel Zumbado Cerdas, Carolina Bosque 
Solano, y Daniela María Salazar Rodríguez, en el programa de Becas de la Municipalidad de Belén, 
con un subsidio de ¢6.000,00 por mes rectroactivo a marzo y hasta octubre del 2005. SEGUNDO:  
Solicitar a la Alcaldía Municipal que se incluya en el próximo Presupuesto Extraordinario el monto de 
¢240.000.000.00, para reforzar la partida de becas. 
 

CAPITULO V 
 

INFORME  DEL ALCALDE,  AREAS Y UNIDADES. 
 

El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DEL ALCALDE. 
 
ARTICULO 30.  Se conoce el Oficio AM-M-278-2005 del Alcalde Víctor Víquez Bolaños.  Remite 
copia del Memorando DAF-MEM 168-2005, suscrito por el Lic. Jorge Luis González González, 
Director del Area Administrativa Financiera, por cuyo intermedio traslada los proyectos de partidas 
específicas, presentados por los diferentes Consejos de Distrito.  Lo anterior para el análisis 
respectivo y tramite correspondiente. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir copia a los miembros del Concejo Municipal para su 
análisis. 
 
ARTICULO 31.  Se conoce el Oficio DAF-MEM 176-2005 del Director Area de Asistencia 
Administrativa y Financiera, dirigido al Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños.  
 
Considerando que: 
 
 El día 16 de marzo del 2005, mediante oficio MEM-63-2005, la Unidad Tributaria, procedió a 

informarle que la Contraloría General de la República en su oficio 01355, informo que se veía 
imposibilitada a aprobar las tarifas por Estacionómetro en las vías públicas, por no ajustarnos 
a los requerimientos que sobre el particular establece la normativa vigente. 

 El 15 de marzo del año en curso, mediante acuerdo el Concejo Municipal remite a la Comisión 
Especial de Estacionamiento y Administración para análisis y recomendación el oficio 01355, 
de la Contraloría General de la República.  Hasta la fecha la Comisión Especial no ha remitido 



dictamen, al respecto.  Al 14 de junio existen para la venta solamente 8000, boletas de 
estacionamiento.   

 
Por lo tanto:  Solicita, definir si la administración debe iniciar el proceso de contratación 
administrativa correspondiente con el fin de confeccionar las boletas de estacionamiento con la tarifa 
actual o esperar el dictamen de la Comisión Especial, esto para evitar gastos innecesarios 
confeccionando boletas y que posteriormente se apruebe la nueva tarifa o cualquier otra decisión 
que se tome al respecto. 
 
El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González manifiesta que cuando se ha convocado a 
reuniones solo llega él y la Regidora Suplente Lorena Vargas Víquez. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, informa que se puede nombrar como Asesores 
a Gonzalo Zumbado Zumbado de la Unidad Tributaria, Marco Vinicio Valenciano Mora de la Unidad 
de Obras y Christopher May Herrera de la Policía Municipal. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Nombrar como Asesores de la Comisión Especial que se 
encarga de analizar y presentar posibles reformas al Reglamento para el Estacionamiento y 
Administración de Zonas Públicas de la Municipalidad a los señores Gonzalo Zumbado Zumbado de 
la Unidad Tributaria, Marco Vinicio Valenciano Mora de la Unidad de Obras y Christopher May 
Herrera de la Policía Municipal y solicitarles que propongan una fecha para brindar su dictamen al 
Concejo Municipal. 
 
ARTICULO 32.  Se encuentra pendiente de aprobar la Propuesta de “Manual de Modificaciones 
Administrativas, presentada por la Dirección del Area Administrativa Financiera y conocida en el Acta 
12, Artículo 23. 
 
CONSULTAS A LA ALCALDÍA MUNICIPAL. 
 
ARTICULO 33.  La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, consulta: 
 
 Que ha pasado con el Convenio con la Universidad Nacional de Costa Rica, para iniciar con la 

modificación del Plan Regulador. 
 
El Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís, informa que el Convenio Marco se encuentra en trámite 
en la Contraloría General de la República. 
 
 Que ha pasado con INDECA. 
 
El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, presenta el Oficio AM-M-277-2005 del Alcalde Víctor 
Víquez Bolaños, que cita:  En respuesta al oficio AM-O-157-2005 con fecha 18 de mayo de 2005, 
enviado por la Alcaldía, remite copia de la nota CON-036/A-2005, suscrita por el Ingeniero Saúl 
Trejos Bastos, Presidente de la Empresa Consultores Centroamericanos en Ingeniería, S.A., 
(CONCESA) respecto a los cuestionamientos hechos por ese Concejo Municipal, relacionados con el 
contrato para la elaboración del Plan Maestro de Alcantarillado Sanitario (PLAMABELEN). 



 
Oficio CON-036/A-2005 del Ing. Saúl Trejos Bastos, Presidente CONCESA.  Da respuesta por su 
orden a los aspectos planteados en su nota, la cual procede a contestar, dado que como le había 
informado, al recibido de su nota estaba por salir del país.   
 
AA) El alcance del trabajo contratado con su representada, era básicamente el siguiente:   
 Preparar un informe sucinto de la revisión de los documentos de contratación entre la 

Municipalidad y el Consorcio Indeca Typsa, consistentes en los términos de referencia y en la 
oferta.  Este informe le fue remitido a la Municipalidad el 07 de junio de 2002. 

 Preparar un informe sucinto de análisis de cada uno de los informes del Consorcio Indeca – 
Typsa, donde emitieran su opinión técnica sobre el contenido de dichos informes, incluyendo 
conclusiones y recomendaciones.  En total se debían preparar seis informes. 

 Asistir a reuniones quincenales para monitorear el desarrollo de la ejecución del contrato del 
Consorcio conjuntamente con la Municipalidad.  Estas labores se esperaba ejecutarlas, de 
acuerdo con el Contrato del Consorcio, en un plazo de siete meses, entre mayo y diciembre 
del 2002.  De acuerdo con la ejecución real del Consorcio, además del informe de revisión de 
documentos contractuales, se prepararon diez informes de revisión, correspondientes a los 
informes que el Consorcio entregó a la Municipalidad y se asistió a veintidós reuniones de 
trabajo, diecinueve con la Municipalidad y el Consorcio y tres con la Municipalidad, todo ello a 
lo largo de veinticuatro meses, entre mayo del 2002 y mayo del 2004. 

BB) Con respecto a las preguntas planteadas en su nota de la referencia, informa lo siguiente: 
 
Que productos de los entregados por el Consorcio Indeca – Typsa, pueden ser recibidos a entera 
satisfacción por la Municipalidad.  Anota que el Consorcio Indeca – Typsa, debía entregar, en el 
plazo de siete meses, los informes siguientes, para cada una de las dos etapas del estudio: 
 
Etapa 1:  Plan Maestro: 
Informe de Diagnóstico. 
Informe de Pronóstico de Población, Demanda y Criterios de Diseño. 
Informe de Análisis y Selección de Alternativas. 
 
Etapa 2:  Factibilidad y Diseño Preliminar: 
Informe de Diseño Preliminar. 
Informe de Estimación Preliminar de Costos. 
Informe de Factibilidad. 
 
Durante los dos años de ejecución del contrato (mayo 02/ mayo 04), el Consorcio entregó cuatro 
versiones del Informe de Diagnóstico, tres versiones del Informe de Pronóstico de Población,  
Demanda y Criterios de Diseño y dos versiones del Informe de Análisis y Selección de Alternativas, 
no llegando a elaborar los informes de la Etapa 2.  Del Informe de Diagnóstico no se aprobaron las 
tres primeras versiones en razón de las múltiples observaciones indicadas en los informes de 
revisión y en las revisiones propias de la Municipalidad.  Finalmente la cuarta versión se considero 
razonablemente aceptable, aunque se sugirió a la Municipalidad que el Consorcio debería corregir, 
en el documento final a presentar, los errores, imprecisiones y aspectos de calidad que se indicaron 
en el cuadro adjunto al Oficio CON-031/A-2004 del 14 de mayo del 2004.  Del Informe de Pronóstico 



de Población, Demanda y Criterios de Diseño, no se aprobaron las tres versiones presentadas en 
razón de las múltiples observaciones indicadas en los informes de revisión y en las revisiones 
propias de la Municipalidad.  Como indicaron en el Oficio CON-021/A-2004 del 5 de abril del 2004, 
solo para los Capítulos III y IV de la tercera versión, por ejemplo, se hicieron cincuenta (50) 
observaciones, de las cuales a la fecha no han recibido respuesta del Consorcio. 
 
Del Informe de Análisis y Selección de Alternativas, no se aprobaron las dos versiones presentadas 
en razón de las múltiples observaciones indicadas en los informes de revisión y en las revisiones 
propias de la Municipalidad.  Como indicaron en el Oficio CON-023/A-2004 del 14 de abril del 2004, 
solo para los Capítulos III de la segunda versión, por ejemplo, se hicieron veintinueve (29) 
observaciones, de las cuales a la fecha no ha recibido respuesta del Consorcio.  Se indica en ese 
Oficio, para poder estrictamente revisar este informe se requiere que primero se efectúen las 
correcciones al Informe de Pronóstico de Población, Demanda y Criterios de Diseño, que es el que 
brinda los datos y criterios básicos para el Informe de Alternativas.  De acuerdo con lo indicado, 
solamente el Informe de Diagnóstico, con las correcciones indicadas a realizar por el Consorcio, 
puede ser recibido a entera satisfacción por la Municipalidad.  De existir tales productos, que 
porcentaje significan los mismos del 100 por ciento del objeto contractual.  Este asunto es propio de 
la administración financiera del Contrato, que no es de la responsabilidad. 
 
También se requiere que indique cuales informes preparados por CONCESA fueron remitidos a la 
Dirección de Servicios Públicos, en la persona de Allen Moya Solano.  Los informes elaborados y 
remitidos por la representada a la Dirección de Servicios Públicos en la persona de Allen Moya 
Solano, fueron los siguientes: 
 
 Informe de revisión de los documentos de contratación, 7 junio 02. 
 Informe Avance del Diagnóstico, 19 ago 02. 
 Informe Diagnóstico 1 era. Versión, 18 oct 02. 
 Informe Diagnóstico 2 nda. Versión, 10 feb 03. 
 Informe Avance Etapa II:  Población, Demanda y  Criterios, 20 mar 03. 
 Informe Avance Etapa II:  Alternativas de Solución, 27 mar 03. 
 Informe de Diagnóstico Versión 3, 22 jul 03. 
 Informe de Etapa II Versión 2, 22 jul 03. 
 Informe de Etapa II Versión 3, 5 abr 04. 
 Informe de Etapa III:  Análisis y selección de Alternativas, Versión 2, 14 abr 04. 
 Informe de Diagnóstico, Versión 4, 14 may 04. 
 
 En los informes enumerados en el párrafo anterior se encuentra toda la información referente a 
cada informe del Consorcio. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
ARTICULO 34.  El Sindico Suplente José Joaquín Arguedas Miranda, le consulta al Alcalde 
Municipal como le fue con la reunión con personeros del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, 
a lo que en materia de seguridad y destacado de transito que se iban a conocer. 
 



El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, informa que a la reunión asistieron 18 personas, donde 
se hizo un planteamiento de las necesidades en el Cantón, a través de las diferentes Unidades de la 
Municipalidad, por parte del Ministerio de Obras Públicas y Transportes estuvieron funcionarios de 
Ingeniería de Transito, del Consejo Nacional de Transporte Remunerado, donde se hablo de los 
furgones estacionados en la vía pública, falta de semáforos, falta de zonas peatonales, 
mantenimiento de vías, señalizaciones.  También estuvieron los funcionarios de COLOSEVI y se 
planteo un Plan de Trabajo que se inicio el día de hoy, de 9:00 am a 12:00 md, pero hoy no participo 
así que no conoce el resultado de la reunión, pero la idea es hacer el Plan Maestro en Belén porque 
se debe incorporar en el Plan Regulador y también hoy se le presentaban al MOPT fotografías para 
evidenciar la problemática, aclara que por parte del Ministerio asistieron bastantes funcionarios. 
 
El Sindico Suplente José Joaquín Arguedas Miranda, manifiesta que un Plan Maestro nos va a 
aliviar en gran medida, los padecimientos que tenemos hoy por hoy, por ejemplo el paso de furgones 
por las vías públicas a todas horas.   
 
ARTICULO 35.  El Sindico Suplente José Joaquín Arguedas Miranda, consulta: 
 
 Que ha pasado con la meta de realizar los proyectos para el presente año y también los que 

quedaron pendientes del año pasado. 
 
El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, informa que revisara que ha pasado, contra una lista de 
las obras a realizar. 
 
 También consulta sobre la carpeta asfáltica que se iba a colocar en la entrada a Barrio 

Escobal. 
 
El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, expresa que ese proyecto esta para este año. 
 
 Que ha pasado con la posibilidad de construir aceras en el Nuevo San Vicente.   
 Además por la Financiera Belén dejaron gran cantidad de materiales de construcción sobre la 

acera. 
 
El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, detalla que dicho material se utilizo para el tope del Día 
de San Antonio, el domingo 12 de junio. 
 
ARTICULO 36.  La Regidora Propietaria Lorena Venegas Zumbado, denuncia que hay rumores que 
se construirá un salón de eventos, contiguo al parque recreativo del Residencial Belén. 
 
ARTICULO 37.  La Sindica Suplente Ligia Delgado Zumbado, expresa que los vecinos del 
Nacimiento están preocupados porque no se les hace la construcción del muro. 
 
El Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños, especifica que se les ha explicado en varias 
oportunidades que paso con el concurso para la construcción del muro porque ningún oferente 
califico. 
 



ARTICULO 38.  La Sindica Propietaria Rita Guido Quesada, enumera que quedo mucha basura 
después de las fiestas patronales, porque no habían basureros en el lugar de las fiestas. 
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA. 
 
ARTICULO 39.  El Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís, somete a análisis las escrituras entre la 
Municipalidad de Belén y Crown Centro Americana Sociedad Anónima para el otorgamiento de 
facilidades comunales. 

NUMERO--------------------------. Ante mí, CLAUDIO ANTONIO HERNANDEZ GUERRERO, Notario 
Público con oficinas en la Ciudad de San José, comparecen los señores VICTOR MANUEL VIQUEZ 
BOLAÑOS, mayor, casado una vez, empresario, vecino de San Antonio de Belén, con Cédula de 
Identidad número cuatro-ciento dos-novecientos cincuenta y cinco, en su calidad de Alcalde 
Municipal con facultades suficientes para este acto, personería de la cual el suscrito Notario da fe, 
con vista de la Certificación extendida por la señora Patricia Murillo Delgado,  Secretaria Municipal 
del Concejo Municipal del Cantón de Belén, y de la Resolución del Tribunal Supremo de Elecciones 
número dos mil treinta y cinco-E, de las quince horas cincuenta minutos del veinte de diciembre del 
año dos mil dos, que declara al señor Víquez Bolaños como Alcalde Municipal y el señor MILTON 
OBANDO ROJAS, mayor, casado, Contador Público, con Cédula de Identidad número tres-
doscientos ochenta y cuatro-novecientos treinta y seis, vecino de Cartago, Guadalupe, Santa Cecilia, 
cien metros al sur de la Capilla, en su condición de APODERADO GENERALÍSIMO  SIN LIMITE DE 
SUMA, de la empresa denominada “CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD ANONIMA”, 
cédula de persona jurídica tres-ciento uno-cero once mil trescientos noventa y cuatro, personería 
jurídica número tres-ciento uno-cero once mil trescientos noventa y cuatro, personería que consta 
inscrita en la Sección Mercantil  del Registro Público, Tomo mil seiscientos cincuenta y ocho. Folio 
ciento treinta y cinco, Asiento cincuenta y siete y Tomo quinientos veintisiete. Asiento diecisiete mil 
quinientos veinte, Secuencia uno, de lo cual el suscrito Notario da fe y DICEN: Que la 
MUNICIPALIDAD DE BELÉN y CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD ANÓNIMA han 
acordado suscribir el presente compromiso mutual, el cual se regirá por las siguientes disposiciones: 
PRIMERO: CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD ANÓNIMA, es propietaria de la finca 
inscrita en el Registro de la Propiedad, Partido de Heredia, Folio Real Matrícula Número noventa y 
dos mil veintinueve-cero cero cero. SEGUNDO: Que CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD 
ANÓNIMA solicito a la MUNCIPALIDAD DE BELEN el visado de plano H- novecientos noventa y 
seis mil ochocientos noventa y dos – dos mil cinco, que se tramita bajo el expediente DOSCIENTOS 
CINCUENTA Y CINCO -DOS MIL CINCO que contempla un fraccionamiento del terreno. TERCERO: 
Que la MUNICIPALIDAD DE BELEN realizará el visado del plano respectivo. CUARTO: Que con 
base en la reordenación de terrenos que hace CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD 
ANÓNIMA, el área total de segregación es de veinticuatro mil trescientos ochenta metros con 
noventa y ocho decímetros cuadrados. De forma tal que de acuerdo con la interpretación de la 
MUNICIPALIDAD DE BELEN sobre los alcances del artículo cuarenta de la Ley de Planificación 
Urbana, CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD ANÓNIMA, debe ceder a la 
MUNICIPALIDAD DE BELEN, es de dos mil cuatrocientos treinta y ocho metros con nueve 
decímetros cuadrados. QUINTO: Las partes acuerdan que dicha cesión de terrenos se hará de la 
siguiente manera: a) un tercio del área, equivalente a ochocientos cuarenta metros con ochenta y 
seis decímetros cuadrados, en la finca de la Provincia de Heredia, Matrícula Número noventa y dos 



mil veintinueve-cero cero cero. Los dos tercios restantes que son mil quinientos noventa y siete 
metros con veintitrés decímetros cuadrados, serán trasladados mediante la compra de un terreno de 
interés público en el Cantón de Belén, destinado a facilidades comunales. El precio por metro 
cuadrado le ha fijado la MUNICIPALIDAD DE BELEN y lo ha aceptado  CROWN CENTRO 
AMERICANA SOCIEDAD ANÓNIMA, en la suma de cincuenta y dos dólares con cincuenta y ocho 
centavos, moneda de curso legal de los Estados Unidos de América, de forma tal que al momento 
de realizarse la compra del terreno que corresponda, el precio no será superior a dicho monto. 
SEXTO: Con el fin de que realice la donación de los dos tercios restantes, queda sujeto a que la 
MUNICIPALIDAD DE BELEN identifique el terreno para facilidades comunales. Una vez definido el 
terreno CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD ANÓNIMA suscribirá el documento de 
donación en forma inmediata, cancelando al propietario de dicho terreno el monto correspondiente 
de conformidad con el avalúo mencionado en la cláusula QUINTA anterior. SETIMO: Que el terreno 
a donar equivalente a un tercio, será destinado a un parque de zonas verdes, al cual mediante un 
convenio con la  MUNICIPALIDAD DE BELEN,  CROWN CENTRO AMERICANA SOCIEDAD 
ANÓNIMA brindará los servicios de mantenimiento y cuido. Extiendo un primer y segundo testimonio 
para cada parte compareciente. Es todo. Leí lo escrito a los comparecientes, lo encuentran conforme 
y  firmamos en la Ciudad de Belén, a las_________ horas del  de junio del dos mil cinco.- 

NUMERO DOSCIENTOS CINCUENTA Y UNO. Ante mí, CLAUDIO ANTONIO HERNANDEZ 
GUERRERO, Notario Público con oficinas en la Ciudad de San José, comparecen el señor MILTON 
OBANDO ROJAS, mayor, casado, Contador Público, con Cédula de Identidad número tres-
doscientos ochenta y cuatro-novecientos treinta y seis, vecino de Cartago, Guadalupe, Santa Cecilia, 
cien metros al sur de la Capilla, en su condición de Apoderado Especial para este acto, según 
consta de Escritura Número Ciento Sesenta y Tres, visible al Folio Ciento Dieciocho Vuelto del Tomo 
Tercero de la Notario Público Laura María Vargas Herrera, otorgada por el señor Fillotas, cuyas 
calidades se indican infra, a las diez horas del diecinueve de mayo del dos mil cinco, el cual 
conservo en mi Protocolo de Referencias, de la empresa denominada “CROWN CENTRO 
AMERICANA SOCIEDAD ANONIMA”, cédula de persona jurídica tres-ciento uno-cero once mil 
trescientos noventa y cuatro, el cual le fuera conferido por el Presidente de la Junta Directiva, señor 
William Stephen Fillotas, mayor, casado, de único apellido en razón de su nacionalidad 
canadiense, empresario, con pasaporte de ese país número BC-cero ocho seis uno siete tres, vecino 
de Avenida de Las Fuentes, número cuatrocientos treinta, casa tres, Colonia Tecamachalco, 
Naucalpan de Juárez, Estado de México, República de México, cuya personería consta inscrita en la 
Sección Mercantil del Registro Público, Tomo mil treinta, Folio ciento treinta y uno, Asiento ciento 
sesenta y cuatro, de lo cual el suscrito Notario da fe y la MUNICIPALIDAD DE BELEN, cédula de 
persona jurídica tres-cero catorce-cero cuarenta y dos mil noventa-trece, representada en este acto 
por el señor VICTOR MANUEL VIQUEZ BOLAÑOS, mayor, casado una vez, empresario, vecino de 
San Antonio de Belén, con Cédula de Identidad número cuatro-ciento dos-novecientos cincuenta y 
cinco, en su calidad de Alcalde Municipal con facultades suficientes para este acto, personería de la 
cual el suscrito Notario da fe, con vista de la Certificación extendida por la señora Patricia Murillo 
Delgado,  Secretaria Municipal del Concejo Municipal del Cantón de Belén, y de la Resolución del 
Tribunal Supremo de Elecciones número dos mil treinta y cinco-E, de las quince horas cincuenta 
minutos del veinte de diciembre del año dos mil dos, y DICEN: PRIMERO: El compareciente 
OBANDO ROJAS a nombre de su representada, que aquella es única propietaria en pleno dominio 
del inmueble inscrito en el Registro Público, Sección Propiedad, Partido de Heredia, Matrícula CERO 



NOVENTA Y DOS MIL VEINTINUEVE-CERO CERO CERO, situada en el Distrito Segundo -La 
Ribera-, Cantón Sétimo -Belén-, de la Provincia de Heredia, que es planta industrial y zonas verdes 
sin cultivar, lindando al norte con calle pública La Rivera con una distancia de doscientos doce 
metros con cuarenta decímetros cuadrados, al sur con María Rosa Duarte con una distancia de 
ciento cincuenta y cinco metros y cuarenta y tres centímetros lineales, al este con calle pública a 
Asunción con una distancia de doscientos noventa y ocho metros y ochenta y siete centímetros 
lineales y al oeste con carretera pública, Autopista General Cañas con una distancia de trescientos 
cincuenta y un metros y cincuenta y dos centímetros lineales. Mide cincuenta y cuatro mil quinientos 
noventa y siete metros con noventa y tres decímetros cuadrados, plano de catastro número H-cinco 
mil sesenta y siete-mil novecientos sesenta y ocho. SEGUNDO: Sigue manifestando el 
compareciente OBANDO ROJAS a nombre de su representada, que de la finca descrita 
anteriormente, segrega un lote en este acto, el cual se describe de la siguiente manera: Finca del 
Partido de Heredia, situada en el Distrito Segundo -La Ribera-, Cantón Sétimo -Belén-, de la 
Provincia de Heredia, que es terreno sin cultivar o zona verde, con una medida de ochocientos 
cuarenta metros con ochenta y seis decímetros cuadrados, de figura triangular con el vértice hacia el 
rumbo suroeste, lindando al norte, al sur y al oeste con resto reservado y al este con calle pública a 
Asunción, con una distancia de treinta y un metros con sesenta y nueve centímetros lineales, todo 
de conformidad con el plano catastrado número H-nueve nueve tres nueve ocho cinco-dos mil cinco, 
debidamente visado por la Municipalidad de Belén, El resto reservado se describe así: Finca del 
Partido de Heredia, situada en el Distrito Segundo -La Ribera-, Cantón Sétimo -Belén-, de la 
Provincia de Heredia, que es planta industrial y zonas verdes sin cultivar, lindando al norte con calle 
pública La Rivera con una distancia de doscientos doce metros con cuarenta decímetros cuadrados, 
al sur en medio y en parte con lote segregado con una distancia de sesenta y cuatro metros y 
veintidós centímetros lineales y con María Rosa Duarte con una distancia de ciento cincuenta y cinco 
metros y cuarenta y tres centímetros lineales, al este en parte con lote segregado y con calle pública 
Asunción en dos segmentos que dan una distancia de doscientos sesenta y siete metros y dieciocho 
centímetros lineales y al oeste con carretera pública, Autopista General Cañas con una distancia de 
trescientos cincuenta y un metros y cincuenta y dos centímetros lineales. Mide: cincuenta y tres mil 
setecientos cincuenta y siete metros con siete decímetros cuadrados. TERCERO: Que el señor 
OBANDO ROJAS a nombre de su representada, manifiesta ahora que en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo cuarenta de la Ley de Planificación Urbana, DONA A LA MUNICIPALIDAD 
DE BELEN, libre de gravámenes hipotecarios y con los impuestos municipales y de bienes 
inmuebles cancelados al día de hoy, la finca segregada en esta escritura y arriba descrita, 
correspondiente a parque; equivalente a una tercera parte del área pública a traspasar. SIN QUE 
TOME NOTA EL REGISTRO: Manifiesta el señor OBANDO ROJAS, que las dos terceras partes 
restantes (facilidades comunales), que por concepto de área pública debe traspasar a la 
Municipalidad de Belén, se suscribirá mediante compromiso  otorgado en escritura pública, todo de 
conformidad con los términos y condiciones pactados por las partes. SIGA TOMANDO NOTA EL 
REGISTRO:   Manifiesta ahora el compareciente VIQUEZ BOLAÑOS que en nombre de la 
MUNICIPALIDAD DE BELEN acepta la presente donación. Se estima la presente donación en la 
suma de DIEZ MIL COLONES. El suscrito Notario da fe: Que la Municipalidad donataria se 
encuentra exenta del pago de timbres, derechos e impuestos de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo ocho del Código Municipal, Ley Número siete mil setecientos noventa y cuatro, que el 
Consejo Municipal de la Municipalidad de Belén, en Sesión Ordinaria 
Número___________________ celebrada el día___________________del mes de junio del dos mi 



cinco, acordó autorizar al citado VICTOR MANUEL VIQUEZ BOLAÑOS para que en su calidad de 
Alcalde Municipal de la Municipalidad de Belén, firmara la presente Escritura de donación, según 
consta de la Certificación emitida por la Secretaria Municipal del Cantón de Belén, 
señora_______________________________ a las _________________horas del día ---------- de 
junio del dos mil cinco, la cual también guardo en mi Protocolo de Referencias. Es todo. Extiendo un 
primer testimonio. Leído que fue lo anterior a los comparecientes, lo aprobaron y todos firmamos en 
la Ciudad de Heredia, a las_________ horas del  de junio del dos mil cinco.- 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Mariana Chaves 
Rodríguez, Erick Villegas González, Lorena Venegas Zumbado, William Murillo Montero Y 
UNO EN CONTRA DEL REGIDOR Marco Tulio Chacón Sánchez:  PRIMERO:  Aprobar las 
escrituras entre la Municipalidad de Belén y Crown Centro Americana Sociedad Anónima para el 
otorgamiento de facilidades comunales.  SEGUNDO:  Autorizar al Alcalde Municipal a firmar dichas 
escrituras. 
 
ARTICULO 40.  Se conoce el Oficio DJ-156-2005 del Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís.  Nos 
referimos al oficio Ref. 3110/2005, del 01 de junio del presente año, por medio del cual nos solicita el 
análisis y recomendación, en relación con el proyecto de ley denominado “Promoción del Turismo 
Local Comunitario”, expediente No 15.778, publicado en La Gaceta No 253 del 27 de diciembre de 
2004, en los siguientes términos: 
 
I- MOTIVACIÓN DEL PROYECTO:  El proyecto pretende establecer algunos mecanismos para que 
las municipalidades participen en promover el turismo local. Con ello se brinda a las comunidades, la 
oportunidad de mejorar y de contribuir  a su desarrollo en el área socioeconómica y ambiental.  El 
término local utilizado y aplicado en el proyecto, implica que la actividad turística se planifica y se 
ejecuta por medio de una organización comunal o por medio de una razón social o física, pero con 
participación de residentes locales, además su gestión debe generar beneficios tangibles a los 
participantes y a la comunidad.  Por otra parte, se indica en el proyecto, que este tipo de turismo 
coincide con el principio general del Plan Nacional de Turismo sostenible, el cual señala: “ El 
desarrollo turístico sostenible es el medio por excelencia que el país tiene para utilizar 
eficientemente su riqueza natural y cultural con el objetivo de generar riqueza que pueda traducirse 
en beneficios reales para toda la sociedad”.  En términos generales, manifiestan los proponentes del 
proyecto, que se busca mostrar el desarrollo de actividades agrícolas, en armonía con el ambiente y 
las bellezas naturales, originando propuestas como albergues turísticos, reservas privadas con 
senderos, centros de rescate y restaurantes. 
 
Para alcanzar los anteriores cometidos, indican que es necesario capacitar a los interesados, 
desarrollar e implementar estrategias,  desarrollar programas de capacitación nacionales para 
empresas, mejorar la infraestructura, coordinar con otros países  que desarrollen proyectos 
similares, entre otros.  Un aspecto, fundamental que señalan los que presentaron la iniciativa, es que 
la política de desarrollo turístico es trazada y ejecutada por el ICT, ente rector del sector, sin 
embargo las municipalidades no participan en forma directa en promover el turismo en su 
jurisdicción, lo que es lamentable, ya que las corporaciones municipales son las que conocen con 
detalle las ventajas existentes en su territorio. Es por ello, que consideran de interés que las 
municipalidades tengan la potestad de coordinar con el ICT, el desarrollo del turismo en cada 
cantón. 
 
II. ANÁLISIS Y  CONTENIDO DEL PROYECTO.  El proyecto es una propuesta interesante y en 
términos generales, el texto legal lo componen ocho artículos, los cuales contemplan los siguientes 



aspectos:  “...Artículo 1. Facúltese a todas las municipalidades del país para que en coordinación 
con el Instituto Costarricense de Turismo (ICT) promuevan el turismo local.   
 
Artículo 2. Por turismo local se entiende la actividad turística que se planifica y se ejecuta por medio 
de una organización comunal o mediante una razón social o física, con participación de residentes 
locales y que genera beneficios tangibles a los participantes y a la comunidad. 
 
Artículo 3. El ICT en conjunto con el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) y el Instituto de Fomento 
Municipal (IFAM), diseñaran programas de capacitación y cooperación para las comunidades que 
potencialmente cuenten con condiciones para desarrollar turismo. 
 
Artículo 4. El ICT, el INA y el IFAM podrán destinar de su presupuesto, en partes iguales, una 
cantidad de dinero para establecer un fondo rotario de fomento de turismo local de al menos 
quinientos millones de colones. Dicho fondo tendrá como objetivo único financiar créditos para 
estudios de factibilidad y créditos para el desarrollo de proyectos de inversión turística en el nivel 
local. La coordinación del fondo corresponde al IFAM. El manejo y administración de este fondo se 
establecerá en el Reglamento de esta Ley. 
 
Artículo 5. Los intereses generados por los créditos deberán ser empleados, en su totalidad, para 
mantener el valor actual del fondo. 
 
Artículo 6. Para hacer efectivos los créditos para estudios de factibilidad y créditos para el desarrollo 
de proyectos de inversión, se debe contar con el visto bueno del Concejo Municipal y del Concejo 
Municipal de Distritos respectivos. 
 
Artículo 7. Para lograr los objetivos de esta Ley, cada municipalidad podrá integrar una comisión de 
fomento del turismo con participación de miembros del municipio que realicen actividades 
relacionadas con el turismo. La operación de la comisión se definirá vía reglamento, el cual deberá 
ser formulado por el IFAM dentro de los noventa días siguientes a partir de la publicidad de esta Ley. 
 
Artículo 8. El poder ejecutivo dictará el Reglamento de la presente Ley en un período máximo de 
noventa días a partir de la fecha de su publicación. ...”.  Una vez analizado y valorado el articulado 
del proyecto, se pueden establecer las siguientes consideraciones: 
 
1)  Desde el punto de vista constitucional, la propuesta es acorde con lo estipulado en  los artículos 
169 y 170 de la Carta Magna, los cuales disponen en lo que resulta de interés:  “...Artículo 169: La 
administración de los intereses y servicios locales en cada cantón, estará a cargo del Gobierno 
Municipal...”.  “...Artículo 170: Las corporaciones municipales son autónomas...”.  En efecto, las 
municipalidades al administrar los intereses y servicios locales, debe atender las necesidades, 
prioridades de los munícipes y de los contribuyentes en cada cantón. Para alcanzar esos cometidos, 
es necesario coordinar con otros entes estatales, y en el caso de la actividad turística, se debe 
entablar la coordinación con el Instituto Costarricense de Turismo, ente rector en el ámbito nacional 
en esa materia.  Para mayor abundamiento, la Sección Tercera del Tribunal Contencioso 
Administrativo, superior jerárquico impropio de las municipalidades, en el voto No 791-2002 dispuso:  
“...Del voto N° 5445-99 también de la Sala Constitucional, dictado a las catorce horas treinta minutos 
del 14 de julio de 1999; en referencia directa a "Las relaciones de las municipalidades con las demás 
instituciones estatales y la sociedad", del considerando "X DE LA OBLIGACIÓN DE 
COORDINACIÓN CON LAS INSTITUCIONES ESTATALES" se extrae en lo de exclusivo interés lo 
siguiente: 



"Es en virtud de lo dispuesto en el artículo 170 constitucional, que las municipalidades (entes 
corporativos locales) gozan de autonomía funcional, administrativa y financiera en la administración 
de los intereses y servicios locales artículo 169 de la Constitución Política, lo que ha sido reconocido 
en la jurisprudencia constitucional en forma reiterada ( en este sentido, entre otras ver sentencias 
número 01119-90, 02934-93, 00140-94, 03494-94, 06000-94, 03930-95, 02231-96, y 06469-97). Y 
como se ha señalado en esa jurisprudencia y en los conceptos contenidos en los anteriores 
considerandos, la esfera de competencia y definición de las atribuciones que tienen encomendadas 
las municipalidades se determinan por la propia Carta Fundamental, en tanto se refieren 
estrictamente a lo "local" continúa dicha sentencia diciendo: "...No puede, entonces, crearse un 
conflicto por antagonismo o protagonismo entre la materia que integra el fin general de "los intereses 
y servicios locales" de los intereses y servicios públicos "nacionales" o "estatales", intrínsecamente 
distintos unos de otros, pero que en realidad están llamados a coexistir; ello es así, porque ambos 
tipos de interés pueden estar, eventualmente, entremezclados y más bien, es frecuente que, 
dependiendo de la capacidad económica y organizativa de los gobiernos locales, sus limitaciones 
propias conduzcan a ampliar el círculo de los que aparecen como nacionales o estatales, lo que 
hace ver que la distinción no debe ser inmutable, sino gradual o variable; pero que en todo caso, 
como lo ha expresado la jurisprudencia antes citada, corresponde en última instancia al juez decidir 
si los criterios de distinción se conforman o no con el dimensionamiento constitucional. Definida la 
competencia material de la municipalidad en una circunscripción territorial determinada, queda claro 
que habrá cometidos que por su naturaleza son exclusivamente municipales, a la par de otros que 
pueden ser reputados nacionales o estatales; por ello es esencial definir la forma de cooparticipación 
de atribuciones que resulta inevitable, puesto que la capacidad pública de las municipalidades es 
local, y la del estado y los demás entes, nacional; de donde resulta que el territorio municipal es 
simultáneamente estatal e institucional, en la medida en que lo exijan las circunstancias. Es decir, 
las municipalidades pueden compartir sus competencias con la Administración Pública en general, 
relación que debe desenvolverse en los términos como está definida en la ley (artículo 5 del Código 
Municipal anterior, artículo 7 del nuevo Código), que establece la obligación de "coordinación" entre 
la (Sic) municipalidades y las instituciones públicas que concurran en el desempeño de sus 
competencias, para evitar duplicaciones de esfuerzos y contradicciones, sobre todo, porque sólo la 
coordinación voluntaria es compatible con la autonomía municipal por ser su expresión. En otros 
términos, la municipalidad está llamada a entrar en relaciones de cooperación con otros entes 
públicos, y viceversa, dado el carácter concurrente o coincidente -en muchos casos-, de intereses en 
torno a un asunto concreto...". 

2) La creación de un fondo rotatorio de fomento de turismo local de al menos quinientos millones de 
colones constituido por partes iguales, con los aportes del ICT, el INA y el IFAM, más los intereses 
que se generen, con el propósito de financiar créditos para estudios de factibilidad y créditos para el 
desarrollo de proyectos de inversión turística a nivel local, resulta novedoso e importante, sin 
embargo, no se establecen criterios objetivos para calificar o seleccionar los diferentes proyectos, ni 
topes o límites máximos para cada estudio, lo que podría originar cierta confusión o dificultad en la 
tramitación de los mismos. 

3) Se establece en el artículo 7 del  proyecto que la operación de las Comisiones de Fomento de 
Turismo en las diferentes municipalidades, se definirá vía reglamento  y que le corresponderá al 
IFAM su formulación. No obstante lo anterior en el artículo 8, se dispone que el Poder Ejecutivo 



dictará un reglamento para la ley que se aprobará. Es decir pareciera que en este último reglamento 
el Poder ejecutivo puede regular todos los aspectos de interés en forma directa, simplemente realiza 
las consultas pertinentes al IFAM  o a la institución que estime conveniente. 

III. CONCLUSIONES 
 
a) Que el proyecto de ley pretende establecer lineamientos para que las municipalidades participen 
en la promoción del turismo local, todo con el propósito de brindar oportunidades a las comunidades 
para mejorar en el ámbito social, ambiental y económico. 
 
b) Que tal y como lo ha sostenido la Sala Constitucional, la esfera de competencia y definición de las 
atribuciones que tienen encomendadas las municipalidades se determinan por la propia Carta 
Fundamental, en tanto se refieren estrictamente a lo "local." Desde esa perspectiva, no puede, 
entonces, crearse un conflicto por antagonismo o protagonismo entre la materia que integra el fin 
general de "los intereses y servicios locales" de los intereses y servicios públicos "nacionales" o 
"estatales", intrínsecamente distintos unos de otros, pero que en realidad están llamados a coexistir. 
En ese sentido es válida y procedente la coordinación de las municipalidades con el ICT, en materia 
de promoción y desarrollo del turismo local 

 
c) Que desde la perspectiva jurídica el proyecto es acorde con los preceptos establecidos en los 
artículos 169, 170 de la Constitución Política y los artículos 5 y 6 del Código Municipal.  
 
IV. RECOMENDACIÓN.  En virtud de todas las consideraciones expuestas,  recomendamos a ese 
concejo Municipal, que en atención a los objetivos y fines que persigue el proyecto, es viable 
jurídicamente brindar el respaldo al proyecto de marras. No obstante lo anterior, podría sugerirse a la 
Comisión Permanente Especial de Turismo de la Asamblea Legislativa,  que se sirvan valorar la 
procedencia de incorporar criterios de selección o calificación para financiar los créditos para 
estudios de factibilidad y desarrollo de los proyectos de inversión turística a nivel local. Asimismo, 
otra sugerencia,  sería  en el sentido que el Poder Ejecutivo ejerza la potestad reglamentaria en 
todos los tópicos, sin tener obligatoriamente que consultar al IFAM  u otra institución para esos 
efectos.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
ARTICULO 41.  Se conoce el Oficio DJ-155-2005 de Francisco Ugarte Soto.  Con instrucciones 
superiores y de manera atenta procedemos a emitir el dictamen solicitado mediante acuerdo tomado 
en el artículo 12 de la Sesión Ordinaria No31-2005 del veinticuatro de mayo del dos mil cinco, en los 
siguientes términos: 
 
I- ANTECEDENTE:  Se indica en el oficio  Ref.3112/2005 del 1 de junio del 2005, remitido por la 
Secretaria del Concejo Municipal, señora Ana Patricia Murillo Delgado, recibido en esta Dirección 
Jurídica el día 6 del mismo mes y año, que la presidenta de la Comisión de Gobierno y 
Administración de la Asamblea Legislativa, diputada Carmen María Gamboa Herrera, procedió a 
consultar el criterio sobre el proyecto “Reforma del inciso i) del artículo 10 y del inciso 3) del artículo 
17 de la Ley de Planificación Urbana No 4240,  expediente 15.262, publicado en La Gaceta No 127 



del 3 de julio del 2003.  Sobre el particular nos permitimos recomendar a ese honorable Concejo 
Municipal se sirvan tomar un acuerdo, para avalar el proyecto de ley, con las  siguientes salvedades: 
 
II- MOTIVACIÓN Y CONTENIDO DEL PROYECTO.  El proyecto tiene por objeto reconocer la 
autonomía municipal, regulada en los artículos 169 y 170 de la Constitución Política, expresada en 
este caso en materia de planificación territorial.  Indican los proponentes que la jurisprudencia 
constitucional ( voto N0 5445-99), aclaró la competencia exclusiva de las municipalidades en este 
tema, lo cual fue también establecido en diversas sentencias de la Sala Constitucional  a saber: 
5305-93, 6706-93, 3494-94 y la 4205-96.  Consideran que el inciso 1) del artículo 10 de la Ley de 
Planificación Urbana, le da a la Administración un carácter permisivo para imponer requisitos de 
eficacia, no tiene un carácter impositivo, de tal manera que no es obligatorio que el Instituto Nacional 
de Vivienda y Urbanismo (INVU) apruebe un plan regulador, solo si el ordenamiento jurídico lo 
expresa, lo cual es precisamente lo que se desea modificar en este momento.  No obstante lo 
anterior, la reforma no pretende alejar al INVU de su tarea de coordinación y asesoramiento a las 
municipalidades, sino lograrlo  con reglas claras, que no permitan abusos de esa institución que 
afecten el ejercicio de la autonomía municipal. 
 
En virtud de lo anterior, se somete a consideración  el siguiente proyecto:  “ a) El inciso 1 del 
artículo 10, cuyo texto dirá:  Revisar los planes reguladores y sus reglamentos y presentar a 
la municipalidad respectiva su criterio técnico, antes de la aprobación por parte de las 
municipalidades. Para este trámite, la Dirección de Urbanismo cuenta con un plazo de treinta 
días naturales, después de remitido el expediente por la municipalidad”. 
 
b) El inciso 3 del artículo 17, cuyo texto dirá:  Acordar su aprobación formal por mayoría 
absoluta de votos”. 
 
III. ANÁLISIS DEL PROYECTO: 
 
1) De conformidad con lo establecido por el artículo 169 de la Constitución Política y 15 de la Ley de 
Planificación Urbana, es competencia de las municipalidades planificar y controlar el desarrollo 
urbano, dentro de los límites de su territorio. Para cumplir con este objetivo las Municipalidades 
pueden implementar planes reguladores, siguiendo el procedimiento establecido en el artículo 17 de 
la Ley de Planificación Urbana, es decir en la actualidad, se debe contar con la aprobación de la 
Dirección de Urbanismo del INVU. ( Ver voto No 2153-93 de las nueve horas veintiún minutos del 21 
de mayo de 1993).  En ese sentido, es importante destacar que tal facultad, a criterio de la Sala 
Constitucional no resulta contraria a la Constitución Política, toda vez que la citada aprobación se 
emite por motivos legales y técnicos. ( Sobre el particular ver voto No  5445-99 de las catorce horas 
treinta minutos del 14 de julio de 1999). 
 
2) Consideramos que en virtud de la autonomía política, normativa, tributaria y administrativa que 
ostentan las municipalidades, sería todo un reto para el régimen municipal aprobar los planes 
reguladores y que el INVU solamente emita un criterio técnico. Es decir en el tanto y cuanto se 
demuestre la capacidad técnica y jurídica para asumir esa competencia sería procedente que las 
diversas municipalidades lo asuman.    
 
3) Ahora bien, no obstante lo anterior consideramos que es absolutamente necesario previo a la 
aprobación del proyecto realizar un estudio técnico que determine los alcances, impacto y 
consecuencias financieras, económicas y técnico-jurídicas  que tendría para las diferentes 
municipalidades, asumir la aprobación de los planes reguladores, así como sus reformas y 
modificaciones.  En punto a lo anterior,  es necesario señalar que en aplicación del principio de 



diferenciación y de proporcionalidad,  uno de los principios rectores dentro del proceso de 
transferencia de competencias, así reconocido en el ámbito doctrinal, sería importante considerar los 
recursos humanos y financieros con los que cuentan las municipalidades para asumir la 
competencia de aprobar los planes reguladores. Es probable que en muchas ocasiones, exista la 
necesidad de realizar grandes inversiones y contrataciones de servicios técnicos y profesionales 
para tener la asesoría necesaria para alcanzar dicho cometido, lo que genera altos costos sobre 
todo para municipalidades con exiguos prepuestos.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
INFORME DE LA UNIDAD DE DESARROLLO URBANO. 
 
ARTICULO 42.  Se conoce el Oficio DU-069-2005 del Arq. Luis Bogantes Miranda.  Por existir un 
acuerdo de Concejo Municipal tomado en la Sesión Ordinaria 77-2004, mediante el cual se rechaza 
el tramite de permiso de construcción para obras en el cauce del Río Quebrada Seca a la sociedad 
Inmobiliaria Enur, se remite para su consideración, el expediente y se recomienda la aprobación de 
las obras de la solicitud original, planos de construcción OC-335370 y obras complementarias 
presentadas mediante la solicitud No.1906-2005, debido a que estas armonizan con los estudios de 
la “Modelación Hidráulica de la Quebrada Seca para el Manejo de Inundaciones en el Cantón, según 
Oficio UO-117-2005 de la Unidad de Obras, en el cual se recomienda su ejecución. 
 

MUNICIPALIDAD DE BELEN 
UNIDAD DE INGENIERIA 

SOLICITUD PERMISO DE CONSTRUCCION                                   #  1906-2005                                                                                                                                                          

PROPIETARIO: Inmobiliaria Enur S.A. 

REPRESENTANTE LEGAL: Rodrigo Uribe Saénz 

CEDULA IDENTIFICACION # 3-101-124956 

DIRECCION DE LA PROPIEDAD: San Antonio, 100 n y 450 m oeste de la Municipalidad de Belén 

DIRECCION PARA NOTIFICAR : Fax: 220-18-16 

FINCA:  40843 

AREA DE CONSTRUCCION:         152 m²   según CFIA 

DESTINO DE LA CONSTRUCCION: Construcción de muro de gaviones, bordos y lagartos, murete de 
bloques de concreto y Plan de Reforestación. 

VALOR DE LA CONSTRUCCION:  21.000.000,00  

PROFESIONAL RESPONSABLE: Ingeniero Rafael Cañas Ruiz, IC-958; Cañas Ingeniería   

PROFESIONAL RESPONSABLE AMBIENTAL: Arq. Jorge Pineda Andrés 

ASPECTOS TECNICOS A CONSIDERAR:  

- Plano Catastrado H-308550-96 
- Planos de Construcción OC- 335370 CFIA 
-Oficio UA-132-2004, emitido por la Unidad Ambiental. 
- Antecedente: Rechazo No. 4341-2003 
- Resolución de SETENA, oficio SG-1239-2003 SETENA. 
- Nota de la Ing. Priscila Vargas dirigida a SETENA, sobre la inclusión del muro en el expediente No. 656-
2003. 
- Plan de Reforestación, suscrito por el Ing. Ricardo Gamboa Martínez 
- Trámite No. 4370, resolución de obra en cause, R-0295-AGUAS-MINAE-2004. 



- Se adjunta lista de documentos del expediente. 
- Trámite No. 1906-2005, nota Inmobiliaria Enur, nueva solicitud de permiso de construcción. 
- Oficio UO-117-2005 suscrito por la Unidad de Obras. 

RECOMENDACIÓN: APROBAR X    RECHAZAR      ESTUDIO   

- Se recomienda la aprobación del trámite No. 1906-2005, debido a que el proyecto de construcción de las 
obras presentadas en el plano de construcción OC-335370 y las obras complementarias. Trámite No. 1906-
2005, corresponden a obras en el cauce del río Quebrada Seca, las cuales armonizan con la Modelación 
Hidráulica de la Quebrada Seca para el manejo de inundaciones en el Cantón de Belén, según oficio UO-
117-2005. 

FECHA DE INFORME:  14-06-2005           UNIDAD DE DESARROLLO URBANO 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a análisis y recomendación de la Comisión de Obras  
 
ARTICULO 43.  Se conoce el Oficio DU-70-2005 del Arq. Luis Bogantes Miranda.  Por existir un 
acuerdo de Concejo Municipal tomado en la Sesión Ordinaria 37-2004, mediante el cual se rechaza 
el tramite de permiso de construcción No.1187-2004 a nombre de María Jeannette Fuentes Murillo, 
se remite para su consideración, el expediente y se recomienda la aprobación de las obras de la 
solicitud No.1799-2005, debido a que a la fecha no existe una resolución judicial que cuestione las 
condiciones de la servidumbre colindante al este de la finca que indica el plano catastrado H-
7996303-2002.  Se presenta el permiso de construcción No.153 de la pared lateral.  Autorizada por 
la Municipalidad el 25 de febrero 1977.  Remite fotografía del corredor y la pared lateral. 
 

MUNICIPALIDAD DE BELEN 
UNIDAD DE INGENIERIA 

SOLICITUD PERMISO DE CONSTRUCCION                                    #   1799-2005                                                                                                                                                          

PROPIETARIO: María Jeannette Fuentes Murillo 

IDENTIFICACION # 9-021-947 

DIRECCION DE LA PROPIEDAD: La Asunción, 25 m oeste del Bar El Almendro 

DIRECCION PARA NOTIFICAR : La Asunción, 25 m oeste del Bar El Almendro 

FINCA:  9364 

AREA DE CONSTRUCCION:     33,60  m²  

DESTINO DE LA CONSTRUCCIÓN: Remodelación de casa de habitación, cocheras 

VALOR DE LA CONSTRUCCIÓN:  2.206.600,00 

ASPECTOS TECNICOS A CONSIDERAR:  

- Plano Catastrado H-799630-2002 
- Artículo 4, inciso 3.3 Retiro Frontal de la Zona Residencial de Alta Densidad del Plan Regulador de Belén. 
- Antecedente revalorización de Permiso de Construcción No. 6179 
- Presenta diseño de la obra a realizar. 
- Alineamiento del MOPT, oficio No. 4-0192, línea No. 04-0139 del 21 de enero del 2004. 
- Artículo IV.11 Cocheras en Antejardín, del Reglamento de Construcciones. 
- Artículo IV.10 Vallas y Verjas, del Reglamento de Construcciones. 
Nuevos Documentos: 
- Permiso de construcción No. 153 del 25 de febrero de 1977, reconstrucción de pared lateral. 
- Alineamiento del MOPT No. 02955 del 19 de abril de 1977. 
- Fotografía del corredor y pared lateral en colindancia con servidumbre. 
- Croquis de las obras  

RECOMENDACIÓN:  APROBAR   X     RECHAZAR  



Se recomienda la aprobación de la solicitud de permiso de construcción No. 1799-2005, al presentarse un 
nuevo diseño que cumple el artículo IV.11 Cocheras en Antejardín. El área de cochera debe permitir un 
80% de visibilidad a través de su superficie, según artículo IV.10 Vallas y Verjas. 
Lo anterior se fundamenta en que la pared lateral contó con el permiso de construcción No. 153 emitido por 
esta Municipalidad el 25 de febrero de 1977. 
Además se presenta una fotografía que muestra la pared en cuestión. 

FECHA DE INFORME:  14-06-2005           UNIDAD DE DESARROLLO URBANO 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a análisis y recomendación de la Comisión de Obras  
 

CAPITULO VI 
 

INICIATIVA DE LOS REGIDORES Y SINDICOS 
 

ARTICULO 44.  La Regidora Propietaria Lorena Venegas Zumbado, presenta la siguiente Moción 
para convocar a Audiencia Pública.  Asunto:  Convocar nuevamente a una Audiencia Pública para 
conocer una propuesta de Modificación al actual Plan Regulador para el Cantón de Belén.  En el 
ejercicio de las facultades que como regidora le confiere la legislación vigente, con fundamento en lo 
previsto en los artículos 27 inciso b) y 44 de la Ley No.7794, Código Municipal, procede a presentar 
a la consideración de los señores (as) regidores (as), la siguiente moción: 
 
Considerando: 
 
 Que en aplicación del principio de legalidad y del debido proceso y en cumplimiento de lo 

preceptuado en los artículos 169 de la Constitución Política 15 y 17 inciso 1 de la Ley 
No.4240, Ley de Planificación Urbana, este Concejo Municipal, mediante acuerdo quinto, 
tomado en el Artículo 1, Capítulo 1, Sesión Ordinaria No.23-2005, celebrada el diecinueve de 
abril del año dos mil cinco, procedió a instruir a la Secretaria del Concejo Municipal, Sra. 
Patricia Murillo Delgado, para que coordinara los trámites necesarias para hacer una 
publicación en el Diario Oficial La Gaceta, con el propósito de convocar a audiencia pública 
para el día primero de junio del año dos mil cinco, a las 7:00 p.m en el Salón Comunal de La 
Ribera con el fin de conocer una propuesta de modificación al Plan Regulador del Cantón de 
Belén. 

 
 Que la referida propuesta consiste en presentar a los munícipes y/o interesados lo siguiente: 

“Incluir un transitorio en el actual Plan Regulador de Belén, que suspenda inmediatamente, en 
general, el otorgamiento de disponibilidad de agua y de permisos de construcción, a los 
proyectos de desarrollo habitacional, comercial e industrial, en condominio o urbanización, por 
el tiempo necesario para actualizar y poner en ejecución el nuevo Plan Regulador para el 
Cantón de Belén, a la luz de los nuevos elementos conocidos. 

 
 Que tal y como se dispuso, la audiencia pública se celebró y dio inició a la hora señalada, pero 

por la cantidad de público que asistió, se decreto un receso para que los asistentes pudieran 
ingresar al local. Una vez agotada la capacidad del salón, varias decenas de personas no 
pudieron ingresar,  y ante este panorama se procedió a suspender la audiencia para no poner 



en riesgo la seguridad de las personas, y para garantizar la participación ciudadana en la toma 
de decisiones sobre temas trascendentales. 

 
 Que la Sala Constitucional al referirse a la participación ciudadana en los procesos de toma de 

decisiones fundamentales, y a la resolución o decisión final del asunto que se consulta, ha 
sostenido: “...este tipo de audiencias no se constituyen simplemente en parte de un 
procedimiento que por formalidad deba programarse, de manera que se pueda fijar de 
forma que haga nugatorio el ejercicio del derecho que pretenda tutelar, al otorgarse en 
condiciones que se convierta en una mera formalidad, incapaz de alcanzar los objetivos 
que está llamada a obtener en protección del derecho a la información y participación 
ciudadana, aunque ciertamente tampoco debe llegar a constituirse en un obstáculo 
para que se emita una oportuna resolución de la gestión...”. (Sentencia No 2004-12242 
de las 14:28 horas del 29 de octubre del 2004). 

 
 Que en virtud de las consideraciones antes expuestas, y con el propósito de propiciar la 

participación ciudadana en la toma de decisión de incluir o no, el artículo transitorio al actual 
Plan Regulador  del Cantón de Belén en los términos difundidos, es lo procedente en 
aplicación de lo previsto en el artículo 17 inciso 1 de la Ley No 4240, Ley de Planificación 
Urbana, convocar a una nueva audiencia pública para presentar y dar a conocer  la citada 
propuesta y las observaciones verbales o escritas que puedan formular los munícipes e 
interesados. 

 
Por lo tanto, mociono para que el Concejo Municipal de Belén tome los siguientes acuerdos: 
 
PRIMERO:  Convocar a una audiencia pública por medio del Diario Oficial y divulgación adicional 
necesaria con la indicación de local, fecha y hora para conocer una propuesta de modificación al 
actual Plan Regulador para el Cantón de Belén y de las observaciones verbales o escritas que 
tengan a bien formular los vecinos o interesados. El señalamiento para la audiencia, deberá hacerse 
con antelación no menor de quince días hábiles, lo anterior  de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 17 inciso 1 de la Ley No 4240, Ley de Planificación Urbana.  SEGUNDO:  Presentar en dicha 
audiencia pública a los vecinos y/o interesados la siguiente propuesta:  “Incluir un transitorio en el 
actual Plan Regulador de Belén, que suspenda inmediatamente, en general, el otorgamiento de 
disponibilidad de agua y de permisos de construcción, a los proyectos de desarrollo habitacional, 
comercial e industrial, en condominio o urbanización, por el tiempo necesario para actualizar y poner 
en ejecución el nuevo Plan Regulador para el Cantón de Belén, a la luz de los nuevos elementos 
conocidos”.  TERCERO:  Instruir a la Secretaria Municipal para que coordine la publicación en el 
Diario Oficial La Gaceta, del aviso de convocatoria a audiencia pública para el día 29 de julio  del 
2005, a partir de las 10:00 a.m en el Gimnasio del Polideportivo del Cantón de Belén. CUARTO:  
Instruir a la Alcaldía Municipal para que coordine la más adecuada divulgación de todos los aspectos 
concernientes a la audiencia pública, fecha,  hora, local, propuesta, observaciones verbales y 
escritas. 
 
El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, plantea que en atención a lo dispuesto en el 
Código Municipal una moción debe ir a dictamen de Comisión o el Concejo Municipal decidir que no 
vaya a dictamen y dispensarla de trámite de Comisión. Considera que en virtud del nombramiento 



por la Presidencia Municipal de la Comisión de Seguimiento al Plan Regulador, ésta debe dictaminar 
la Moción. Por otra parte, considera que convocar a Audiencia Pública a las 10:00 am es una hora 
muy difícil para muchos belemitas, cree que puede ser un viernes a partir de las 4:00 pm o las 5:00 
pm. 
 
El Director Jurídico Ennio Rodríguez Solís, manifiesta que la moción fue preparada con el 
componente jurídico y técnico y se hace la observación de no hacerla un sábado, por la dificultad  
que se tendría en recurso humano la cual en forma exitosa participo en la Audiencia Publica, el otro 
elemento es que existe la preocupación de hacerlo un día inhábil y que posibles cuestionamientos 
que se podrían dar, por eso es una propuesta y el hecho de manejar una hora temprana lo que 
busca es mayor participación a los posibles interesados.  Además muchos funcionarios hablaron de 
dificultades un sábado, aunque podría analizarse cuales funcionarios tienen previsto el componente 
financiero para pago de horas extras, porque se hablaba de compensación de horas lo cual es ilegal, 
sin embargo no se ha analizado, pero es claro que un funcionario debe asistir cuando hay una 
emergencia pero este no es el caso, entonces habría que hacer un levantamiento de 10 o 15 
funcionarios que puedan colaborar. 
 
El Regidor Propietario Marco Tulio Chacón Sánchez, avala que respecto a la aseveración de la 
dificultad con el personal de la Administración Municipal, consulta si hay alguna manera que el 
Alcalde Municipal pueda solicitar el trabajo y se pagara por medio de horas extras. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, piensa que se puede repetir un miércoles en la 
noche. 
 
La Regidora Suplente Lorena Vargas Víquez, expone que se debe solicitar colaboración o la ayuda 
del Oficial de Transito por si se hace en fin de semana. 
 
El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González, señala que debe ser un Regidor el coordinador 
de la Comisión Especial de Seguimiento al Plan Regulador, e insiste en que aún no sabe cuando se 
reúnen. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS DE LOS REGIDORES Mariana Chaves Rodríguez, Lorena 
Venegas Zumbado, Marco Tulio Chacón Sánchez Y DOS DE LOS REGIDORES Erick Villegas 
González y Willian Murillo Montero:  Someter a análisis y recomendación de la Comisión Especial 
de Seguimiento al Plan Regulador la moción para convocar a Audiencia Pública. 
 
ARTICULO 45.  Se conoce la Moción 02-2005 del Regidor Propietario Marco Tulio Chacón Sánchez. 
 
Considerando:  Que este Concejo tiene pendiente la votación de las disponibilidades de agua de 
los Proyectos Paseo del Parque y La Arboleda. 
 
Mociono para que: Se vote en el Capítulo de mociones e iniciativas de los Regidores del día de 
hoy, dichas disponibilidades. 
 



El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, manifiesta que es un tema que está en la agenda 
del Concejo Municipal y en su opinión corresponde que sea propuesto para discusión por la 
Presidencia Municipal, entonces no ve porque un Regidor tiene que tomarlo como suyo a través de 
una moción. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Archivar la Moción del Regidor Propietario Marco Tulio Chacón 
Sánchez. 
 
ARTICULO 46.  La Sindica Propietaria Rita Guido Quesada, expresa que con el fin de que los 
miembros del Concejo Municipal, tengan conocimiento y un criterio mas amplio sobre la propuesta 
de la Oficina de la Mujer, para realizar evaluación del Proyecto Estado de la Igualdad y Equidad de 
Genero, presenta la iniciativa para que la señora María Picado presente al Concejo Municipal, la 
justificación del mismo, en Sesión Extraordinaria del mes de julio. 
 
La Regidora Propietaria Lorena Venegas Zumbado, señala que acoge la iniciativa como 
Coordinadora de la Comisión de Asuntos Sociales y Condición de la Mujer. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Informar a María Picado de la Oficina Municipal de la Mujer, 
que durante el mes de julio se le otorgara audiencia. 
 
ARTICULO 47.  La Sindica Propietaria Margarita González Alfaro, plantea que durante el mes de 
julio estará ausente de las sesiones, ya que se encuentra de vacaciones. 
 

Sin más asuntos por tratar a las 10:07 p.m., concluye la Sesión Municipal. 
 
 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Licda. Mariana Chaves Rodríguez 
Secretaria Municipal     Presidenta Municipal 
 


